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I. Introducción

La reforma constitucional de 1994 incor-
poró el capítulo II bajo el título “Nuevos dere-
chos y garantías”, ampliando de esta manera 
el catálogo clásico de derechos a los conoci-
dos como de incidencia colectiva o “nuevos 
derechos”.

El capítulo contiene —entre otros— los 
derechos electorales y de los partidos políti-
cos que, si bien se consideran clásicamente 
de primera generación, se ubican en el nue-
vo capítulo, ya que no fueron contemplados 
expresamente en la Constitución histórica, 
aunque la doctrina y la jurisprudencia los 
habían recogido a partir de la norma de ha-
bilitación del art. 33 con un criterio amplio.

Luego se ubican los llamados nuevos dere-
chos de participación política, como la inicia-
tiva popular y la consulta popular.

De ese modo, la Constitución acentúa el 
tránsito desde un modelo individualista y 
representativo a un modelo democrático que 
también contempla la participación como 
valor.

Los derechos de primera generación se 
fundaron en la libertad como valor, los de se-
gunda generación lo hicieron en la igualdad 
y los de tercera generación lo hacen en la so-
lidaridad. Son, en definitiva, derechos de la 
participación.

Mucho se habló de los derechos políti-
cos, y más en países como el nuestro donde 
vimos cercenado su ejercicio, por lo que es 
necesario tener presente cómo se ha ido ex-
tendiendo la participación a través del sufra-
gio —tanto en su faz activa como pasiva— y la 
ampliación de la protección judicial. En esta 

oportunidad solo nos referiremos a la partici-
pación de la mujer en la vida política.

II. Los derechos de participación política de 
la mujer en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos

En el sistema democrático las elecciones 
cumplen un rol fundamental. Mediante ellas, 
el pueblo pone en ejercicio su soberanía a 
efectos de constituir directa o indirectamen-
te a las autoridades de la Nación. El art. 23.1 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, impone la obligación positiva a los 
Estados de diseñar un sistema electoral para 
que los derechos políticos puedan ser ejerci-
dos mediante “elecciones periódicas, auténti-
cas, realizadas por sufragio universal e igual 
y por voto secreto que garantice la libre expre-
sión de la voluntad de los electores”. Se ha sos-
tenido que uno de los aspectos fundamen-
tales de la realización de “elecciones libres y 
democráticas” es que se verifique una serie 
de prácticas que permitan asegurar igualdad 
de oportunidades y equidad electoral.

Si bien en materia de derechos políticos 
no son muchos los precedentes de la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos 
(CorteIDH) —se expidió, principalmente, 
en su competencia contenciosa en los casos 
“YATAMA vs. Nicaragua” de 23 de junio de 
2005, “Castañeda Gutman vs. Estados Unidos 
Mexicanos” de 6 de agosto de 2008 y “López 
Mendoza vs. Venezuela” de 1 de septiembre 
de 2011—, ellos se integran con los demás ca-
sos contenciosos, sus opiniones consultivas y 
con los informes especiales de país y peticio-
nes individuales de la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos (CIDH).

Asistimos a un profuso desarrollo del de-
recho de participación política, que supone 

una concepción amplia acerca de la demo-
cracia representativa que, como tal, descan-
sa en la soberanía del pueblo y en la cual las 
funciones a través de las que se ejerce el po-
der son desempeñadas por personas escogi-
das en elecciones libres y auténticas (1).

La participación política puede “incluir 
amplias y diversas actividades que las perso-
nas realizan individualmente u organizadas, 
con el propósito de intervenir en la designa-
ción de quienes gobernarán un Estado o se 
encargarán de la dirección de los asuntos 
públicos, así como influir en la formación 
de la política estatal a través de mecanismos 
de participación directa” (2), asimismo los 
ciudadanos “tienen el derecho de participar 
activamente en la dirección de los asuntos 
públicos directamente mediante referendos, 
plebiscitos o consultas o bien, por medio de 
representantes libremente elegidos” (3).

Específicamente, en el campo de la parti-
cipación política de las mujeres, es del caso 
recordar que respecto a las cuotas electora-
les —en lo sustancial— no hay jurispruden-
cia del Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos (TEDH) ni de la Corte IDH. Admite su 
constitucionalidad el Tribunal Constitucio-

nal español y otras Cortes análogas en sen-
tencias recientes, pero hay sentencias consti-
tucionales de rechazo más antiguas de varios 
tribunales europeos.

No obstante, la Corte IDH señaló en su Opi-
nión Consultiva 18/03 que: “[...] los Estados 
están obligados a adoptar medidas positivas 
para revertir o cambiar situaciones discrimi-
natorias existentes en sus sociedades, en per-
juicio de determinado grupo de personas. Esto 
implica el deber especial de protección que el 
Estado debe ejercer con respecto a actuaciones 
y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia 
o aquiescencia, creen, mantengan o favorez-
can las situaciones discriminatorias” (4).

En su Informe Anual de 1999, la Comisión 
se expidió respecto a la compatibilidad de 
las medidas de acción afirmativa concebidas 
para promover la participación política de 
la mujer con los principios de igualdad y no 
discriminación. Señaló que: [...] mientras las 
constituciones de nuestra región garantizan 
la igualdad entre la mujer y el hombre, la mu-
jer sigue teniendo una representación mino-
ritaria en virtualmente todos los aspectos de 
la vida política. Tampoco es cierto que las le-
yes y políticas neutrales en materia de género 

Columna de opinión

La verdad verdadera
Ricardo A. Guibourg
Doctor en Derecho. Profesor emérito y director de la Maestría en Filosofía del De-
recho (UBA).

Véase el texto completo en p. 4
Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)

(1) CIDH, Informe Anual 2002, Cuba, párr. 11.
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necesariamente producen resultados neutra-
les en materia de género. En consecuencia, los 
instrumentos y las políticas adoptados tanto a 
nivel regional como universal requieren de la 
adopción de medidas especiales, cuando sea 
necesario, para promover la igualdad de ac-
ceso de la mujer a la participación en la vida 
pública. El objetivo de brindar a la mujer una 
igualdad efectiva de acceso a la participación 
en la vida pública es, evidentemente, en sí y de 
por sí, un objetivo legítimo y necesario (5). Por 
ello, la Comisión indica que: “La representa-
ción minoritaria de la mujer en el gobierno en 
todos los países de las Américas demuestra la 
necesidad de acciones adicionales por parte 
del Estado, juntamente con iniciativas de la 
sociedad civil, para lograr un verdadero res-
peto al derecho de la mujer de participar en la 
vida política, en cumplimiento de las normas 
internacionales” (6).

Tal razonamiento se vio consolidado re-
cientemente por la CIDH en el Informe 
Nº 61/22 del 24 de abril del 2022 cuando 
destaca que “el derecho de participación po-
lítica genera la obligación del Estado de otor-
gar condiciones favorables para garantizar 
a los ciudadanos la realización de aquellas 
actividades relacionadas a la designación de 
sus gobernantes o en la formación política es-
tatal” (cf. Informe cit., petición 1287-19, in-
forme de solución amistosa, Roberto Molina 
Barreto, Zury Mayte Ríos Sosa y MWR Gua-
temala, Aprobada por la CIDH el 24/04/22).

En el tratamiento de otras peticiones indi-
viduales, la Comisión el 27 de septiembre de 
1999 declara admisible en el Informe 102/99 
una petición de María Merciadri de Morini 
en la cual la peticionaria alegaba que en las 
listas electorales de su partido se había co-
locado una mujer en el cuarto y a otra en el 
sexto puesto, violando la ley 24.012 argentina 
y su decreto reglamentario, cuando las ban-
cas a renovar por el partido eran 5 y enton-
ces correspondía que dos mujeres estén en 
los primeros 5 puestos para respetar el cupo 
de 30 % (7). Las partes en este caso llegan a 
un acuerdo de solución amistosa basado en 
la nueva reglamentación sobre cupo femeni-
no emitida por el Poder Ejecutivo argentino 
mediante el Decreto 1246 (8), que es apro-
bado por la CIDH en el Informe 103/01. Allí 
se señala que: La Comisión valora altamente 
los esfuerzos desplegados por ambas partes 
para lograr esta solución basada en el objeto 
y fin de la Convención. Como la Comisión ha 
destacado en otras ocasiones, la consecución 
de la participación libre y plena de la mu-
jer en la vida política es una prioridad para 
nuestro hemisferio (9). En este sentido, la Ley 
Nº 24.012 tiene el propósito de lograr la inte-
gración efectiva de la mujer en la actividad 
política, y el Decreto Nº 1246, dictado como 
producto de la solución lograda, tiene el obje-
tivo complementario de garantizar el cumpli-
miento eficaz de dicha Ley (10).

El 10 de octubre de 2002 la Comisión re-
suelve la admisibilidad de otra petición por 
el Informe 31/02 del caso “Janet Espinoza Fe-
ria y otras”, en la cual los peticionantes alegan 
que el Jurado Nacional de Elecciones de Perú 
no había respetado las cuotas electorales 
contemplada en la Ley Electoral 26.859 favo-
reciendo la discriminación de género (11). La 

Comisión en su Informe sobre los Derechos 
de la Mujer en Chile en el año 2009, relevan-
do el impacto negativo del sistema binomi-
nal chileno en el ingreso de las mujeres a la 
vida política, recomienda al Estado que pro-
mueva investigaciones sobre el impacto del 
sistema (12).

Asimismo, la CIDH aprobó, el 18 de abril 
de 2011, el informe “El camino hacia una 
democracia sustantiva: la participación po-
lítica de las mujeres en las Américas”, donde 
resalta que: “El involucramiento de las mu-
jeres en todos los ámbitos de la vida política 
es una condición necesaria para garantizar 
una sociedad verdaderamente igualitaria y 
consolidar la democracia participativa y re-
presentativa en las Américas. La inclusión de 
las mujeres en la política fomenta sociedades 
más democráticas y la rendición de cuentas, 
puesto que se escuchan las voces y demandas 
de las mujeres, que constituyen aproximada-
mente la mitad de la población en las Améri-
cas y del padrón electoral”.

Por ello, señala que “los derechos políticos 
de las mujeres en una democracia participa-
tiva y representativa tienen dos aristas: la in-
cursión de las mujeres en los cargos públicos 
y la necesidad de que las prioridades de las 
mujeres se vean representadas en la agenda 
pública; siendo el involucramiento, tanto de 
hombres y mujeres, indispensable para alcan-
zar estos fines”. Agregando, además, que “los 
Estados pueden institucionalizar canales de 
participación en donde las mujeres puedan 
contribuir de forma sustantiva en el diseño, 
desarrollo e implementación de políticas pú-
blicas y programas a favor de la igualdad de 
género, en los distintos ámbitos de gobierno e 
instancias del poder público en la vida públi-
ca, a fin de garantizar la igualdad de jure y de 
facto de las mujeres en la vida pública”.

En el informe la Comisión reconoce avan-
ces significativos en la participación y repre-
sentación política de las mujeres en Améri-
ca, en gran medida por las leyes de cuota de 
género, constatándose un aumento signifi-
cativo en la representación femenina en los 
cargos públicos y en las instancias de toma 
de decisión, en los ámbitos legislativo y eje-
cutivo, así como en la administración de jus-
ticia.

Sin perjuicio de ello, resalta que “aún per-
sisten desafíos para lograr una participación 
política igualitaria y plena entre hombres y 
mujeres en la región. Entre estos desafíos se 
encuentran: el acelerar la inserción de las mu-
jeres en la vida política de sus países, proceso 
que se desarrolla todavía de forma desigual 
a través de las Américas; la implementación 
de leyes y políticas públicas que promuevan y 
garanticen la participación y representación 
efectiva de las mujeres en puestos de toma de 
decisión; el disminuir los altos grados de su-
brepresentación femenina en las distintas ins-
tancias de poder público, ya sean de carácter 
representativo o de designación; el implemen-
tar medidas para abordar la dicotomía entre 
los avances desiguales en la incursión de las 
mujeres en puestos políticos a nivel nacional 
y local; el combatir prácticas discriminatorias 
de los partidos políticos que restringen la par-
ticipación femenina; y el superar la exclusión 

y escasa representación de las mujeres indíge-
nas y afrodescendientes en las instancias de 
decisión”.

III. La participación política de la mujer en la 
legislación y en la jurisprudencia de la Cá-
mara Nacional Electoral

Desde el retorno de la democracia, uno de 
los temas relevantes fue la protección de las 
mujeres en su derecho de sufragio pasivo, lo 
que trajo aparejado la sanción en 1991 de la 
Ley 24.012, llamada de “cupo femenino” o 
“cuota de género”, fijando la obligatoriedad 
de incluir un mínimo del 30% de mujeres en 
las listas de candidatos para elecciones na-
cionales.

Dable es señalar que en la República Ar-
gentina el sufragio femenino se aplicó a ni-
vel local en la Provincia de San Juan en 1927 
y en el orden nacional —instaurado por la 
ley 13.010, impulsada especialmente por Eva 
Perón— en 1947 con efectiva implementa-
ción en las elecciones de 1951.

Luego de 26 años de sancionada la ley de 
cupo, el 14 de diciembre de 2017 fue pro-
mulgada —mediante decreto 1035/2017— la 
Ley 27.412 de Paridad de Género en Ámbitos 
de la Representación Política . Dicha norma-
tiva modifica el Código Electoral Nacional 
(CEN), la ley 26.571 (de las Primarias Abier-
tas, Simultáneas y Obligatorias, artículo 26 
inc. a]) y la Ley Orgánica de Partidos Políticos 
Nº 23.298 y modif.

Así, mediante esta ley se establece, prin-
cipalmente, que “Las listas de candidatos/as 
que se presenten para la elección de senado-
res/as nacionales, diputados/as nacionales y 
parlamentarios/as del Mercosur deben inte-
grarse ubicando de manera intercalada a mu-
jeres y varones desde el/la primer/a candida-
to/a titular hasta el/la último/a candidato/a 
suplente...” (cf. art. 60 bis, CEN).

De otro lado, en cuanto a las sustituciones, 
el artículo. 157 del CEN dispone que “...En 
caso de muerte, renuncia, separación, inha-
bilidad o incapacidad permanente de un/a 
senador/a nacional de la lista que hubiere 
obtenido la mayoría de votos emitidos lo/la 
sustituirá el/la senador/a suplente de igual 
sexo. Si no quedaran mujeres en la lista, se 
considerará la banca como vacante y será de 
aplicación el artículo 62 de la Constitución 
Nacional. En caso de muerte, renuncia, se-
paración, inhabilidad o incapacidad perma-
nente de un/a senador/a nacional de la lista 
que hubiere resultado siguiente en cantidad 
de votos emitidos, será sustituido/a por el/la 
suplente por su orden”.

Para el caso de “un/a Diputado/a Nacio-
nal lo/a sustituirán los/as candidatos/as de 
su mismo sexo que figuren en la lista como 
candidatos/as titulares según el orden esta-
blecido. Una vez que esta se hubiere agotado 
ocuparán los cargos vacantes los/as suplentes 
que sigan de conformidad con la prelación 
consignada en la lista respectiva y el criterio 
establecido en el párrafo anterior. Si no que-
daran mujeres o varones en la lista, se consi-
derará la banca como vacante y será de apli-
cación el artículo 51 de la Constitución Nacio-

nal. En todos los casos los/as reemplazantes se 
desempeñarán hasta que finalice el mandato 
que le hubiere correspondido al titular” (cf. 
art. 164, CEN).

Y, por último, si se tratara de “un/a parla-
mentario/a del Mercosur lo/a sustituirá el/la 
primer/a suplente del mismo sexo de su lista 
de acuerdo al artículo 164 septies” (cf. art. 164 
octies, CEN).

Asimismo, respecto de la Ley Orgánica de 
Partidos Políticos Nº 23.298 y modif., la nue-
va normativa modifica el art. 3 inc. b, en el 
siguiente sentido: “La existencia de los par-
tidos requiere las siguientes condiciones sus-
tanciales...: b) Organización estable y funcio-
namiento reglados por la carta orgánica, de 
conformidad con el método democrático in-
terno, mediante elecciones periódicas de auto-
ridades y organismos partidarios, en la forma 
que establezca cada partido, respetando la 
paridad de género, sin necesidad del cumpli-
miento estricto del principio de alternancia...”.

Y también se incorpora al art. 50, el inc. h), 
ya que se considera como una causal más de 
caducidad de un partido “La violación de la 
paridad de género en las elecciones de autori-
dades y de los organismos partidarios, previa 
intimación a las autoridades partidarias a 
ajustarse a dicho principio”.

Luego de un año y medio de sancionada 
la ley de referencia, se dicta el 7 de marzo de 
2019, su dec. regl. 171/2019.

Finalmente, no podemos dejar de citar a la 
ley 26.485 de 2009 modificada por las leyes 
27.501 y 27.533 de 2019 sobre “protección 
integral para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres en los ámbitos 
en que desarrollen sus relaciones interper-
sonales”, que presenta entre sus objetivos la 
eliminación de la discriminación entre muje-
res y varones en todos los órdenes de la vida, 
y consagra entre los derechos protegidos la 
igualdad de derechos, de oportunidades y de 
trato entre varones y mujeres.

En su artículo 4 señaló que “Se entiende 
por violencia contra las mujeres toda conduc-
ta, por acción u omisión, basada en razones 
de género, que, de manera directa o indirecta, 
tanto en el ámbito público como en el priva-
do, basada en una relación desigual de poder, 
afecte su vida, libertad, dignidad, integridad 
física, psicológica, sexual, económica o pa-
trimonial, participación política, como así 
también su seguridad personal”. Asimismo, 
destaca que “Se considera violencia indirecta, 
a los efectos de la presente ley, toda conducta, 
acción, omisión, disposición, criterio o prác-
tica discriminatoria que ponga a la mujer en 
desventaja con respecto al varón”.

Esta normativa es muy importante y visi-
biliza lo que se dio a conocer como “violen-
cia política”. Así, señala que es aquella “que 
se dirige a menoscabar, anular, impedir, obs-
taculizar o restringir la participación políti-
ca de la mujer, vulnerando el derecho a una 
vida política libre de violencia y/o el derecho 
a participar en los asuntos públicos y políticos 
en condiciones de igualdad con los varones” 
(cf. art. 5, inc. 6).

(5) CIDH, “Consideraciones sobre la compatibili-
dad de las medidas de acción afirmativa concebidas 
para promover la participación política de la mujer con 
los principios de igualdad y no discriminación”, Infor-
me Anual de la CIDH 1999 del 13 de abril 2000, vol. II, 
capítulo VI, sección IV; CIDH, Informe de la CIDH sobre 
la condición de la mujer en las Américas, del 13 octubre 
1998, pág. 5. Es importante señalar que en el sistema 
universal, varios países de la región ratificaron la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, la cual establece en su 
artículo 7 que los Estados Partes deberán tomar “todas 
las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la vida política y pública del país” y 
deberán garantizar “a las mujeres, en igualdad de con-

diciones con los hombres, el derecho a votar en todas las 
elecciones” y de ser elegibles para elección, participar 
en la formulación y ejecución de las políticas guberna-
mentales, ocupar cargos públicos y ejercer funciones 
públicas en todos los planos públicos. Para consultar 
cuáles son los Estados que ratificaron esta convención 
y su protocolo ver: http://treaties.un.org/Home.aspx; 
en el ámbito interamericano la Convención Interame-
ricana sobre la Concesión de los Derechos Políticos a 
la Mujer, ratificada por varios países de la región, es-
tablece en su único artículo dispositivo que: “Las Altas 
Partes Contratantes convienen en que el derecho a voto y 
a ser elegido para un cargo nacional no deberá negarse o 
restringirse por razones de sexo”.

(6) CIDH, “Consideraciones sobre la compatibilidad de 

las medidas de acción afirmativa concebidas para pro-
mover la participación política de la mujer con los prin-
cipios de igualdad y no discriminación”, Informe Anual 
de la CIDH 1999 cit., vol. II, capítulo VI, sección IV; CIDH, 
Informe de la CIDH sobre la condición de la mujer en las 
Américas, cit., pág. 6.

(7) CIDH, Informe 102/99, Caso 11.307, Argentina, del 
27 de septiembre de 1999

(8) El art. 8º del dec. 1246 contempla como facultad 
del juez electoral la de emplazar al partido para que pro-
ceda a sustituir o reubicar las candidaturas, y lo faculta 
en caso contrario a hacerlo de oficio con las mujeres que 
sigan en el orden de la lista.

(9) CIDH, “Consideraciones sobre la compatibilidad de 
las medidas de acción afirmativa concebidas para pro-

mover la participación política de la mujer con los prin-
cipios de igualdad y no discriminación”, Informe Anual de 
la CIDH 1999 cit., vol. II, Cap. VI, sección IV; Informe de la 
CIDH sobre la condición de la mujer en las Américas, cit.

(10) CIDH, Informe 103/01, Caso 11.307, Argentina del 11 
de octubre de 2001, párr. 16.

(11) CIDH, Informe 51/02, petición 12.404, Perú del 10 
de octubre de 2002.

(12) CIDH, Informe sobre los Derechos de las Mujeres en 
Chile: La igualdad en la Familia, el Trabajo y la Familia, 27 
de marzo de 2009. Como lo indica la Comisión en este 
Informe, el sistema binominal tiene como objetivo reducir 
el número de partidos políticos y se caracteriza por ser un 
sistema de representación en donde todos los distritos 
escogen el mismo número de legisladores.
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De otro lado y a nivel constitucional, la 
reforma de 1994 incorporó el art. 37 de la 
Constitución Nacional que en su segundo 
párrafo señala que el sufragio es universal, 
igual, secreto y obligatorio —recogiendo así 
la tradición en materia electoral que arranca 
desde la Ley Sáenz Peña (núm.8871)— y la 
última parte del mismo artículo favorece la 
adopción de acciones que tiendan progresi-
vamente a la igualdad real de oportunidades 
entre varones y mujeres para el acceso a los 
cargos electivos y partidarios.

La Constitución Nacional manda asegurar 
mediante la implementación de “acciones 
positivas” en los textos de los arts. 37 y 75 
inc. 23 la igualdad real de oportunidades en-
tre varones y mujeres para el acceso de car-
gos electivos.

Por su parte, la cláusula transitoria 2º de la 
Constitución Nacional señala que “Las accio-
nes positivas a que alude el artículo 37 [...], no 
podrán ser inferiores a las vigentes al tiempo 
de sancionarse esta Constitución y durarán lo 
que la ley determine”.

En este punto, nuestro país ha seguido los 
principios consagrados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en el 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos y en la 
Convención contra toda Forma de Discrimi-
nación de la Mujer, que en materia electoral 
y de partidos políticos se pronuncian clara-
mente a favor de una participación igualita-
ria y sin discriminaciones fundadas en meros 
prejuicios de género.

Así también, resulta de suma importancia 
mencionarla Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia contra la Mujer (Convención de Be-
lém de Pará) que dispone que “Toda mujer 
podrá ejercer libre y plenamente sus derechos 
civiles, políticos, económicos, sociales y cultu-
rales y contará con la total protección de esos 
derechos consagrados en los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos 
humanos. Los Estados Partes reconocen que 
la violencia contra la mujer impide y anula el 
ejercicio de esos derechos” (cf. art. 5).

Esta concepción de medidas de acción 
positiva ha sido también la adoptada en dife-
rentes instrumentos y conferencias interna-
cionales, como la Sexta Conferencia Regional 
sobre la Integración de la Mujer en el Desa-
rrollo Económico y Social de América Latina 
y el Caribe, preparatoria de la Cuarta Confe-
rencia Mundial sobre la Mujer, realizada en 
Beijing en 1995 (13).

Por su parte, la Cámara Nacional Electoral 
(CNE) ha asumido de un modo cabal, el rol 
que se le ha asignado de garante del cumpli-
miento de las medidas que procuran la igual-
dad real de oportunidades entre mujeres y 
varones para el acceso a cargos electivos y 
partidarios (cf. Fallos CNE 1568/93; 1586/93; 
1595/93; 1863/95; 1866/95; 1867/95; 1868/95; 
1869/95; 1870/95; 1873/95; 1984/95; 2669/99; 
2878/01; 2918/01; 3005/02; 3780/07, entre 
muchos otros) y veló por su respeto en todas 
las causas que le fueron sometidas a su cono-
cimiento (cf. Fallos 3005/02; 3780/07, entre 
otros).

Así, la CNE cuenta con innumerables 
pronunciamientos en los cuales debió in-
terpretar las disposiciones de la ley 24.012, 
preservando la participación política de 
la mujer, no solo respecto a la oficializa-
ción de listas partidarias sino también en 
la composición de los órganos partidarios 
internos.

De esta manera, el 20 de abril de 2017, el 
Tribunal electoral en la causa “Villar, Daniel 
Osvaldo c/Unión Popular ON s/formula pe-

tición - Unión Popular ON” (Expte. Nº CNE 
6713/2016/CA1) resolvió el caso planteado 
por algunos afiliados del partido político 
Unión Popular que cuestionaban la legitimi-
dad de la integración de los órganos directi-
vos de la entidad. En ese sentido se dispuso 
la intervención judicial de la agrupación para 
normalizar situaciones irregulares vincula-
das con el incumplimiento de la ley de cupo 
o cuota de género.

Para así decidir, la Cámara consideró que 
“es imprescindible que los postulados demo-
cráticos que rigen la organización política en 
la cual los partidos encuentran su razón de 
ser y su génesis, se hallen presentes hacia el 
interior de esas asociaciones” (cf. Fallo CNE 
4535/2011).

Y resaltan que “el planteo que motiva la 
presente causa se encuentra vinculado con la 
propia legitimidad de los máximos órganos 
de gobierno de la agrupación, cuya normal 
constitución y funcionamiento debe resguar-
dar la justicia electoral”.

Otro de los pronunciamientos de la CNE 
sobre esta materia se dio en los autos “Inci-
dente de Ciudad Futura Nro. 202 - distrito 
Santa Fe en autos Ciudad Futura Nro. 202 - 
distrito Santa Fe s/elecciones primarias - elec-
ciones 2017” (Expte. Nº CNE 5385/2017/1/
CA1) mediante sentencia de fecha 13 de julio 
de 2017.

En dicho caso se pretendía oficializar una 
lista integrada en su totalidad por mujeres. 
El tribunal —por voto mayoritario— resolvió 
confirmar la sentencia de primera instancia 
que ordenaba al apoderado de la citada agru-
pación que presente una nueva nómina de 
precandidatos compuesta por varones y mu-
jeres, en virtud, principalmente, de la manda 
constitucional del art. 37 que habla específi-
camente de la igualdad real de oportunida-
des entre varones y mujeres para el acceso a 
los cargos electivos y partidarios; reafirmán-
dose con ello la democracia representativa 
frente a la inclusiva.

Otro de los temas abordados por el Tri-
bunal electoral fue aquel relacionado con la 
sustitución de candidatas/os o de diputadas/
os y senadoras/es nacionales frente a diver-
sos supuestos.

Uno de los pronunciamientos es el de Jun-
tos por el Cambio del Neuquén (Expte. CNE 
Nº 6459/2019/CA1). Acá la jueza de primera 
instancia dispone “el reemplazo del primer 
candidato a Senador Nacional de la Alianza 
Juntos por el Cambio del [d]istrito Neuquén 
de la lista de titulares, que falleció [...] [el 12 de 
octubre de 2019], por el primer suplente de la 
lista, Mario Pablo Cervi, quedando en con-
secuencia integrada la lista de candidatos 
a Senadores Nacionales Titulares [...] para 
los comicios del 27 de [o]ctubre de 2019, de 
la siguiente manera: [...] 1º Mario Pablo 
C[ervi] [...]; 2º Carmen Lucila C[rexell]”, ba-
sándose en el art. 7 del decreto 171/19.

La CNE revocó la decisión de 1a instancia. 
Señaló mediante sentencia del 24 de octubre 
de 2019 que debían ser considerados primor-
dialmente, “el principio de representación ba-
sado en la soberanía popular y en el régimen 
político republicano (arts. 1, 22 y 33 CN) y la 
igualdad real de oportunidades entre varones 
y mujeres para el ejercicio de cargos públicos 
electivos (art. 37 CN)”.

Asimismo destaca que “a diferencia de 
otras fórmulas de equilibrio paritarias que 
podrían haberse adoptado, en donde no sean 
establecidas como un tipo de acción afirma-
tiva, nuestro Poder Legislativo reguló la pari-
dad de forma tal que la ley 27.412 solo pue-
de ser entendida como una medida más de 
acción positiva para tratar de equilibrar la 
situación de un grupo de la sociedad históri-
camente postergado en materia de participa-
ción política, las mujeres”.

En virtud de ello dice la Cámara “no puede 
sino advertirse que, en el caso, la aplicación 
directa de la pauta de sustitución por perso-
nas del mismo género, prevista en el citado 
artículo 7º del Decreto 171/2019, conduce a 
una solución contradictoria con la finalidad 
esencial de la ley que reglamenta (27.412), 
pues implica que un candidato suplente sea 
ubicado con prelación a una candidata titu-
lar. En efecto, más allá de que la intercala-
ción entre varones y mujeres que incorporó 
la ley concibe, como se vio, una lista sin dis-
tinciones no cabe ignorar la diferente condi-
ción entre candidaturas titulares y suplentes, 
pues de lo contrario el decreto reglamenta-
rio —cuya técnica se presenta, como mínimo, 
imperfecta en este punto— implicaría en los 
hechos una tutela en favor de un candidato 
varón suplente, respecto de una candidata 
mujer titular”.

“Si bien la aplicación estricta de un criterio 
de paridad pareciera autorizar esa solución, 
no puede soslayarse que, como se dijo, ello 
contrariaría —en el singular caso que aquí 
se presenta— el propósito final de la ley que 
reglamenta, que es la protección de la mujer 
en cuanto a las oportunidades efectivas de ac-
ceder a cargos públicos electivos. Ello, en par-
ticular, teniendo en cuenta que se trata de una 
candidatura al Senado Nacional, cuya elec-
ción se rige por el sistema de lista incompleta, 
con solo dos postulantes titulares”.

Por tanto, el tribunal electoral resuelve que 
“corresponde aplicar el corrimiento respetan-
do la alternancia de género exigida quedan-
do en consecuencia como primera titular la 
candidata a senadora nacional Carmen Lu-
cila Crexell, y como segundo candidato titular 
Mario Pablo Cervi”.

El 12 de noviembre de 2019 la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación confirmó la 
decisión de la CNE —por mayoría integrada 
por los jueces Highton, Maqueda, Lorenzetti 
y Rosatti con el voto concurrente del magis-
trado Rosenkrantz—.

Otro caso que tiene que ver con las vacan-
cias legislativas se dio en el marco de la causa 
“Cáceres, Adriana Cintia s/amparo - Reem-
plazo del señor Diputado Nacional Guiller-
mo Tristán Montenegro” (Expte Nº CNE 
9467/2019/CA1), mediante sentencia del 11 
de febrero de 2020.

Aquí el voto mayoritario señaló que la 
cuestión sustancial consiste en determinar 
si se aplica la ley 24.012 de Cupo o la 27.412 
de Paridad en la Representación Política, a 
los fines del reemplazo del diputado Monte-
negro.

Recordemos que el diputado Guillermo T. 
Montenegro fue elegido en los comicios del 
22 de octubre de 2017, es decir, previamen-
te a la sanción y entrada en vigencia de la 
ley 27.412 de Paridad.

El voto de la mayoría entendió que con-
forme lo dispone el art. 7º del Código Civil y 
Comercial de la Nación “Las leyes no tienen 
efecto retroactivo, sean o no de orden público, 
excepto disposición en contrario. Y La retroac-
tividad establecida por la ley no puede afectar 
derechos amparados por garantías constitu-
cionales...”.

Sobre tales premisas, corresponde señalar 
que, en primer lugar, la ley 27.412 sancio-
nada en diciembre de 2017 no determina 
ningún plazo de inicio de su vigencia por lo 
tanto “empezó a regir el 24 de diciembre del 
año 2017 luego de que se hubieren realizado 
las elecciones para diputados nacionales cuya 
vacante debe cubrirse”.

En segundo lugar, la ley 27.412 tampoco 
indica de manera expresa su aplicación re-
troactiva, por lo que cabe emplear el prin-
cipio general de la irretroactividad de la ley 
consagrado en el mentado art. 7º del Código 

Civil y Comercial de la Nación. La situación 
jurídica quedó consolidada con la lista de 
diputados titulares y su correspondiente or-
den de sucesión por los suplentes electos en 
los comicios del 22 de octubre de 2017, de 
conformidad con la ley vigente conocida en 
ese tiempo por la ciudadanía en su conjunto, 
esto es la ley 24.012 de Cupo.

De esta manera, es clara la inaplicabilidad 
al caso de la ley de paridad a una lista que 
fue conformada bajo otro régimen de cupo o 
cuota femenina, más allá de que ambos regí-
menes apunten a una finalidad en común, la 
mayor participación política de la mujer.

En tales condiciones, “disponer —en el 
caso— la aplicación de la ley 27.412, importa 
emplear retroactivamente la norma en cues-
tión, vulnerando así los principios de sobe-
ranía popular, seguridad jurídica, legalidad 
procesal, legalidad y los derechos políticos 
electorales de la ciudadanía y de los diputa-
dos electos en los comicios de octubre de 2017, 
consagrados por la Constitución Nacional (cf. 
artículos 1, 22, 33, 18, 19, 37 y 38 respectiva-
mente)”.

“En nada altera la conclusión que antecede 
el hecho de que la renuncia de los legisladores 
se hubiera realizado durante la vigencia de la 
ley 27.412, pues el aludido principio de lega-
lidad impone inexorablemente la necesidad 
de que la ley estipule previamente una obliga-
ción o una prohibición para que pueda luego 
considerarse que alguien ha incurrido en falta 
por haber obrado u omitido obrar en sentido 
diverso al establecido”.

Por tanto, el tribunal entiende que, “a los 
fines de salvaguardar la decisión de la sobe-
ranía popular y los derechos de participación 
política de los legisladores involucrados, la 
vacante producida en la Cámara de Diputa-
dos de la Nación por la renuncia del Diputado 
Guillermo Montenegro debe ser ocupada por 
la Diputada Adriana C. Cáceres, bajo los tér-
minos de la normativa vigente al tiempo de la 
elección”.

Luego se dictaron dos casos en los que se 
remite al precedente “Cáceres”:

“Schwindt, María Liliana y otro s/formula 
petición - Declaración de Certeza - reemplazo 
por vacancia Diputados Nacionales Art. 164 
del C.E.N.” (Expte. Nº CNE 9527/2019/CA1), 
sentencia del 11 de febrero de 2020.

“Holzman, Patricia Noemí y otro c/Poder 
Legislativo Nacional - Cámara de Diputa-
dos de la Nación s/amparo” (Expte. Nº CNE 
9429/2019/CA1), sentencia del 28 de febrero 
de 2020.

Otro pronunciamiento de reciente dictado 
fue en el marco de la causa “Souto, Natalia 
Marcela c/H. Cámara de Diputados de la 
Nación s/amparo - Reemplazo del señor Di-
putado Nacional Andrés Larroque - Art. 164 
C.E.N.” (Expte. Nº CNE 1572/2020/CA1), 
mediante sentencia del 28 de septiembre de 
2021.

Aquí el señor juez federal subrogante de 
primera instancia resuelve “[r]echazar el 
pedido de declaración de inconstitucionali-
dad del art. 164 del Código Electoral Nacio-
nal —mod. por ley 27.412—, la inaplicación 
al caso concreto de dicha norma y la acción 
de amparo incoada por la ciudadana Natalia 
Marcela Souto”.

La CNE no hace lugar al recurso inter-
puesto y señaló que “el legislador ha tenido 
el propósito de garantizar [...] la protección 
de la mujer frente a la desigualdad que aún 
se advierte en el campo de la representación 
política. A tal fin —y en lo que aquí interesa— 
estableció una solución expresa y clara para 
aquellos casos en los que deba producirse una 
sustitución por renuncia de un/a diputado/a 
nacional que, hasta entonces, no estaba con-

(13) http://carlacarrizo.com.ar/igualdad-y-transpa-
rencia-en-la-corte-suprema/
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templada en el ordenamiento legal vigente” 
(art. 164 CEN).

“Al respecto debe advertirse que —sin per-
juicio de las consideraciones que pudieran 
efectuarse respecto de la concreción del pro-
pósito de la norma en cuestión— al dictarla, 
el legislador —como se explicó— optó por uno 
de los criterios dentro de un panorama de 
posibles alternativas, sin que pueda válida-
mente afirmarse que dicha elección importe 
una transgresión al derecho de participación 
política que invoca la recurrente, aun cuando 
resulte posible discutir si tal criterio es el más 
conveniente”.

Finalmente destacó que “de seguirse el 
criterio que expone la recurrente —quien 
parte de la premisa de que ‘dicha fórmula, 
para hacerla compatible con los objetivos de 
la norma, debe ser interpretada como una 
cuestión que solo adquiere razonabilidad en 
un contexto de paridad real de las bancas’—, 
carecería de todo objeto lo dispuesto en la 
norma [...] [art. 164, CEN], pues precisamen-
te estableció —para supuestos como el de au-
tos— esta regla general de sustitución por “el 
mismo sexo”.

“Resulta de toda evidencia que si el legis-
lador hubiera considerado la existencia de 
un ‘periodo de transición’ —como el que 
alude la recurrente— que hacía necesario 
‘favorecer o beneficiar a las [mujeres] [...] 
por sobre los [varones]’, incluso ante supues-
tos de renuncia de un diputado nacional, 
hasta tanto se alcanzara un ‘contexto de 
paridad real en las bancas’ lo habría expre-
sado inequívocamente así ”.

Por último, dable resulta mencionar a la 
reciente sentencia de la CNE del 19 de mayo 
de 2022, en el caso “UCR y otro s/ impugna-
ción de acto de órgano o autoridad partidaria 
- Integrante del Tribunal de conducta UCR so-
licita se deje sin efecto decisión del comité pro-
vincial UCR” (Expte Nº CNE 392/2021/CA1), 
ya que es la primera vez que el tribunal tiene 
la oportunidad de expedirse sobre un caso de 

violencia política por razones de género en el 
ámbito interno de los partidos políticos.

En el caso, la CNE dejó sin efecto una san-
ción disciplinaria que había sido aplicada 
a un grupo de mujeres afiliadas a la Unión 
Cívica Radical de Catamarca, por haber im-
pugnado a un candidato a presidente del Co-
mité partidario, por encontrarse denunciado 
penalmente por el delito de abuso sexual. De 
esta manera el tribunal entendió que ese pro-
ceso disciplinario configuró un supuesto de 
violencia política contra la mujer.

En tal sentido, señaló que “la aplicación de 
la sanción cuestionada claramente conduce a 
debilitar los mecanismos de reclamo y protec-
ción de las mujeres en el seno de la organiza-
ción y deja en evidencia el ejercicio de la vio-
lencia política ejercida por parte de quienes se 
arrogaban funciones sancionatorias”.

La sentencia, remarca, entro otras cosas, 
la necesidad de juzgar el caso con perspec-
tiva de género, superando deficiencias pro-
cesales que de otro modo podrían mante-
ner en situación de desprotección a los gru-
pos vulnerables, y señaló que lo manifesta-
do por CIDH en cuanto a “que la perspectiva 
de género es un abordaje que visibiliza la 
posición de desigualdad y subordinación es-
tructural de las mujeres, niñas y adolescen-
tes a los hombres debido a su género y es una 
herramienta clave para combatir la discri-
minación y la violencia contra las mujeres, 
de conformidad con los estándares intera-
mericanos en la materia. Adicionalmente, 
entendida desde una visión amplia, la pers-
pectiva de género es una herramienta clave 
para combatir la discriminación y la vio-
lencia contra las personas con orientaciones 
sexuales e identidades de género diversas” 
(cf. ‘Guía Práctica para la eliminación de la 
violencia y discriminación contra mujeres, 
niñas y adolescentes’, 2021)”.

Así, destacó la necesidad de que “situacio-
nes como la que aquí se presentan sean objeto 
de un profundo análisis no solo por parte de 
los señores jueces cuando lleguen a su cono-
cimiento casos como el de autos, los cuales 
deberán ser examinados a la luz de las consi-
deraciones antes reseñadas —como parte del 
accionar progresivo por parte del Estado ten-
diente a remover los obstáculos a una mayor 

participación—, sino también —previamen-
te— por las agrupaciones políticas”.

IV. Consideraciones finales

Desde la Ley Sáenz Peña se constituyó un 
significativo avance civil en la construcción 
de la democracia representativa diseñada 
en nuestra Constitución histórica, en tan-
to la reforma constitucional de 1994, la más 
importante y extensa de nuestra historia, fue 
también una muy importante reforma políti-
ca en dirección a una democracia participa-
tiva, cuyas consecuencias se reflejan en una 
mayor equidad de los procesos electorales.

Por ello, al implementar el carácter univer-
sal del sufragio, la ley 8871 ha inspirado otras 
normas que extendieron luego la composi-
ción del cuerpo electoral (cf. Acordada CNE 
Nº 23/12), como ocurrió —por ejemplo— 
con la participación de la mujer a partir de la 
incorporación del voto femenino en las elec-
ciones del año 1951 (cf. ley 13.010).

En la mayoría de los países de América 
Latina se ha dado una revolución normativa 
con la intención de mejorar la participación 
y representación de las mujeres. En efecto, 16 
países de la región sancionaron entre 1991 
y 2015 leyes que establecieron algún tipo de 
cuotas de género, e incluso siete incorpora-
ron la exigencia de paridad en las listas en 
Costa Rica, Ecuador, Bolivia, México, Nicara-
gua, Honduras y Venezuela se establece que 
las candidaturas deben ser integrantes en 
partes iguales por candidatos de ambos gé-
neros —paridad vertical—, y en México, ade-
más se aprobó la paridad horizontal entre las 
cabeceras de los distritos uninominales (14).

En la Argentina la aplicación de las cuotas de 
género en las listas electorales ha dado resul-
tados ampliamente favorables para la partici-
pación política de las mujeres, situación que, 
unida a un amplio criterio reglamentario y ju-
risprudencial en sentido progresivo, han abier-
to los cauces de participación, aún más allá de 
los cupos formales. Actualmente, como se vio, 
también nuestro país cuenta desde fines del 
año 2017 con una ley de paridad (27.412).

El informe de la CIDH de 2011 manifiesta 
que el “reto no solo es lograr una representa-
ción cuantitativa de las mujeres en los puestos e 

instancias de decisión, sino una representación 
cualitativa de sus intereses y de aquellos que be-
neficien la equidad de género. Diferentes estu-
dios coinciden en que la mera existencia de mu-
jeres en puestos de toma de decisión no es una 
condición suficiente para asegurar cambios en 
las leyes y políticas a favor de la igualdad de 
género. Por ejemplo, en Argentina, los informes 
de las organizaciones de la sociedad civil ma-
nifiestan que a pesar de una representación 
significativa de las mujeres en el Congreso: ‘los 
números no dicen nada acerca de su verdade-
ro grado de inclusión en la vida pública, ni del 
nivel de influencia e impacto que han logrado 
ejercer en sus respectivos puestos’”.

En tal sentido, es necesario seguir adop-
tando las medidas necesarias para garantizar 
la adecuada inclusión y participación de las 
mujeres en las instancias de decisión pública 
que pueda influir en la elaboración de nor-
mas y políticas más equitativas.

En otras palabras, como lo han enfatizado 
las expertas, “es necesario ir más allá de los 
números”.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1844/2022
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La verdad verdadera
Ricardo A. Guibourg

Columna de opinión continuación

“Te digo la verdad, pero la verdad verda-
dera”, afirmamos a veces, en un intento de 
asegurar que nuestro interlocutor nos crea. 
A primera vista, la frase parece redundante: 
si la verdad no fuese verdadera, mal podría 
ser verdad. Pero, examinada a la luz de las 
prácticas argumentales de nuestro tiempo, 
puede entenderse como la llaga de una con-
troversia filosófica. Y, por lo tanto, eminente-
mente práctica.

En una época, la cuestión parecía sencilla. 
Aristóteles lo decía con su acostumbrada cla-
ridad: decir de lo que es que es y de lo que no 
es que no es, es verdad; decir que lo que es no 
es o que lo que no es, es falso. Así de sencillo.

Pero ¡ay!, para aplicar esa definición tan 
luminosa es preciso saber qué es lo que es 
y qué es lo que no es. O, por lo menos, te-
ner una idea de cómo averiguarlo, llegado el 
caso. Y, frente a esta salvedad, el uso corrien-
te del concepto de verdad empezó a desba-
rrancarse.

Ante todo, es claro (o debería serlo) que la 
Luna es redonda y que la sal se disuelve en 
el agua. Pero los usuarios de la verdad sue-
len menospreciar estos ejemplos tan obvios 
y pedestres de la corrección descriptiva: se 
empeñan a menudo en decirnos que una 
parte del país vecino en realidad nos perte-
nece, o que no hay que comer carne los vier-
nes, o que los individuos de nuestra raza (co-
lor, forma de los ojos, disposición del cráneo, 
idioma predominante) somos indubitable-
mente superiores a aquellos subhumanos 
que han tenido la desgracia de pertenecer a 
otra etnia. O, incluso, que las palabras de un 
líder político, profeta religioso, gurú místico 
o incluso cantante popular o célebre futbo-
lista, han de ser respetadas y seguidas como 
verdades indudables.

En otras palabras, se hizo costumbre apli-
car el calificativo de verdades a expresiones 
que no consisten en describir lo que puede 
verse, oírse o tocarse, sino exhortan al oyen-
te a adoptar una determinada actitud o ac-
ción. Como tales exhortaciones no pueden 
verificarse (en realidad, ni siquiera es con-
cebible la idea de su verificación, ya que no 

son descripciones del mundo), atribuirles 
la condición de Verdades (así, a veces con 
mayúscula) cumple una función meramente 
retórica; una función que descansa en una 
incongruencia, como sería afirmar que me-
dir la temperatura en grados Fahrenheit nos 
hará sentir más confortables.

Aquella confusión entre hechos suscepti-
bles de verificación, y por lo tanto de ser des-
criptos en proposiciones, y exhortaciones o 
afirmaciones metafísicas, que solo son sus-
ceptibles de ser compartidas o desestimadas 
por cada sujeto según su propio parecer, ha 
engañado a muchas personas a lo largo de 
los siglos; pero no son pocos los que advir-
tieron la trampa y reaccionaron contra ella, 
incluso desmesuradamente.

Esas personas, indignadas por el abuso 
que se hacía del concepto de verdad, po-
drían haber propuesto que se limitara su uso 
a los supuestos verificables; sin embargo, su 
furor iconoclasta se dirigió hacia la verdad 
misma, cuya virtud reducían a los defectos 
de su versión abusiva.

De esta manera, a la vez que se negaban a 
aceptar acríticamente las propuestas desvia-
damente calificadas de verdaderas, también 
relativizaban las ventajas de las descripcio-
nes verificables. ¿Dice usted que la Luna es 
redonda? Esa es cuestión de opiniones: si 

la mayoría pensara que es cuadrada, sería 
cuadrada. ¿Afirman los científicos que la 
sal se disuelve en el agua? Ya sabemos que 
la ciencia es falible y que propone conclu-
siones fomentadas por quienes subvencio-
nan la investigación. En realidad, todos son 
relatos que compiten entre sí azuzados por 
las disputas de poder; y si el relato de Blan-
canieves es más popular que el de la Teoría 
de la Relatividad, ese sería un buen criterio 
para distinguir su mayor verdad (relativa, 
precisamente).

Desde luego, estoy empleando una carica-
tura. Pero una caricatura no hace otra cosa 
que exagerar (cargar) los caracteres salientes 
de la realidad que se quiere exponer en la des-
cripción. De hecho, en el ámbito universitario 
encuentro a cada paso colegas que sostienen, 
con convicción y buena fe, que la física y la 
química son manifestaciones de poder, hasta 
ahora predominantes, pero poco confiables y 
sujetas a futuras rebeliones.

Algo de esto hay, es preciso aclarar. Las 
conclusiones de la ciencia bien pueden in-
terpretarse, al modo de Popper, como conje-
turas permanentemente sometidas a inten-
tos de refutación. Pero una cosa es admitir la 
falibilidad del conocimiento empírico, justi-
ficadora de los protocolos metodológicos, y 
otra distinta es reducirlo todo a la conquista 
de la opinión pública.Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)

(14) FREIDENBERG, Flavia, “¿Por qué las leyes (solas) 
no pueden cambiar la desigualdad de género?”, Electoral 
World Magazine, sept. 2015.

https://www.laleynext.com.ar/document/doctrina/i9765EBC7032C7C3E238030A620D221C9?chunkNumber=1
https://www.laleynext.com.ar/document/doctrina/i1E4A6C4C8E0DAF29E7ABB28F314DBC06?chunkNumber=1
https://tienda.thomsonreuters.com.ar/tr-978-950-20-2923-8/p
https://tienda.thomsonreuters.com.ar/tr-978-950-20-2923-8/p
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Detrás de esa distinción, o de su negación, 
puede advertirse una actitud de desconfian-
za o rebeldía política en grado de sobredo-
sis. Si los poderosos nos quieren hacer creer 
(o querer) ciertas cosas disfrazándolas de 
verdades, es que la verdad es una farsa: un 
disfraz con el que cualquiera puede presen-
tar sus preferencias. Y, si así son las cosas, 
¿por qué no aprovechar el disfraz en nues-
tro beneficio, proponiendo nuestras propias 
Verdades? Después de todo, si la realidad es 
dinámica, como acertadamente adelantó 
Heráclito, la verdad también lo es. Y, si los 
dioses mueven el universo según su volun-
tad, nosotros, dioses pequeños, pero contin-
gentemente iluminados, podemos cambiar 
las verdades —todas las verdades, cualquier 
verdad— como mejor nos plazca. Pero no 
simplemente porque nos plazca, sino por-
que hemos de perseguir la Justicia. Que se-
guramente es otro relato, pero es el nuestro. 
Porque, al fin y al cabo, todas son fake news 
en el universo de la posverdad.

Frente al cataclismo que esa manera de 
pensar podría generar en la epistemología 
general (digo que podría, ya que las ciencias 
empíricas en general, afortunadamente, no 
aceptan regirse por ese sistema), su aplica-
ción al discurso jurídico resulta prodigiosa-
mente fácil.

En efecto, es posible torcer la nariz frente 
a la afirmación de que el Teorema de Tales 
es una maniobra política de los geómetras, 
pero resulta evidente para cualquiera que 
el Derecho sí es un instrumento del poder. 
Incluso su instrumento preferido, el que ha 
sido inventado y elaborado precisamente 
para que los poderosos (buenos o malos que 
sean) ejerzan, por su intermedio, el dominio 
que hayan podido adquirir. De modo que, al 
menos desde un punto de vista subjetivo, es 
posible contraponer mi Derecho al Derecho 
que el otro pretende imponerme. Esta re-

flexión podría justificar, y aun potenciar, el 
reconocido fenómeno de las dos bibliotecas: 
si el Derecho es un campo de batalla para 
poderes contrapuestos, cada uno de esos 
poderes encuentra sus propias razones para 
esgrimir sus verdades alternativas.

La precedente conclusión ofrece flanco 
para dos observaciones críticas. La primera 
de ellas señala que entre la Biología y la in-
terpretación de la ley es posible interponer 
una diferencia relevante. Si bien las dos ac-
tividades se manifiestan en enunciados lin-
güísticos y pueden persuadir o no persuadir 
a quien los oiga o lea, la Biología cuenta con 
un método capaz de dirimir por sí solo las 
controversias, que es la observación empí-
rica: frente a sus resultados, allí donde sea 
posible obtenerlos, queda claro quién tie-
ne razón y quién está equivocado. En otras 
palabras, cuál es la verdad. En cambio, en la 
interpretación (acción que propongo como 
ejemplo dentro del siempre complejo dis-
curso jurídico) no disponemos de otra cosa 
que los argumentos de cada parte conten-
diente. A falta de un árbitro objetivo, como 
la observación, hemos tenido que inventar 
un árbitro subjetivo, el juez. La administra-
ción de justicia es ciertamente una institu-
ción útil y necesaria; pero su misma existen-
cia constituye un testimonio de la carencia 
metodológica del Derecho: a ninguna au-
toridad dotada de balanza y espada necesi-
tamos recurrir para determinar si cinco por 
nueve son cuarenta y cinco o si el corazón 
bombea la sangre por el sistema circulato-
rio. Y los jurados universitarios o los orga-
nismos que deciden becas y subsidios a la 
investigación, aunque de hecho incidan en 
el desarrollo del conocimiento científico, no 
dirimen las controversias: en todo caso, solo 
forman parte de ellas.

Lo expuesto, pues, no permite desvalo-
rizar el concepto de verdad aplicado a las 

proposiciones descriptivas de la realidad 
física: lo que hace es mostrar que es impru-
dente atribuir verdad o falsedad a afirma-
ciones que, como las jurídicas, morales o 
políticas, dependen en gran medida de la 
valoración personal del sujeto. Para los nú-
meros, tenemos el cálculo; para los razona-
mientos, la lógica; para las descripciones, 
tenemos la observación; pero, para las opi-
niones, exhortaciones y preferencias, no 
disponemos de otra cosa que la libertad de 
expresión, el debate y en última instancia, 
antes de irnos a las manos, la votación de-
mocrática. Algo muy civilizado, pero nada 
concluyente.

Ahora bien, una vez separados los dos ám-
bitos del problema, según la disponibilidad 
o la ausencia de métodos dirimentes, otra 
observación aparece dentro del campo valo-
rativo, que incluye parcialmente al Derecho.

Históricamente, los humanos nunca se 
sintieron cómodos con la falencia metodoló-
gica de las valoraciones; e, incapaces de re-
solverla, han intentado suplirla para convivir 
con ella de la mejor manera posible.

Uno de aquellos recursos es, como decía-
mos, la figura de los jueces: no es seguro que 
lo que ellos digan sea lo correcto (en gran 
medida, porque no tenemos parámetros 
objetivos para distinguirlo); pero al menos 
es seguro que dicen lo que dicen, lo que per-
mite terminar las controversias aun fingien-
do —si tal fuera el caso— que se ha hecho 
justicia. Otro es el dictado de normas posi-
tivas, pautas generales capaces de proveer 
algunos parámetros para guiar y apreciar las 
sentencias judiciales, incluso si tales pará-
metros no ofrecen garantía de justicia tras-
cendente y reposan también sobre pareceres 
subjetivos. Un tercero es la democracia, sis-
tema que —sin asegurar tampoco el acierto 
de las decisiones— provee un procedimien-

to ordenado, pacífico y fundado en el con-
senso para orientar el contenido de aquellas 
normas positivas.

Tales recursos se ramifican a su vez en 
diversas instituciones, como las jerarquías 
normativas, la pluralidad de instancias, los 
tribunales constitucionales, la casación, los 
consejos de la magistratura, los organismos 
o tribunales electorales y, en general, el 
complejo sistema de frenos y contrapesos 
con el que intentamos que unas personas 
falibles controlen a otras personas también 
falibles, a falta de un camino indubitable: 
como decía el poeta, el camino se hace al 
andar. Y cabe agregar: entre todos. También 
puede rehacerse una y otra vez, pero nunca 
es seguro que conduzca a un destino desea-
do por todos.

Reflexiones tan melancólicas, sin embar-
go, no deberían amilanarnos. Toda la vida es 
riesgo; y ya sabemos que la vida jurídica tie-
ne más peligros que el viaje de Ulises. Mucho 
podemos hacer para perfeccionar los recur-
sos con los que tratamos de sortearlos, pero 
el primer requisito es reconocerlos. Uno de 
aquellos peligros es la construcción o el uso 
de un concepto de verdad pragmáticamente 
inadecuado, que nos lleve a resbalar entre la 
verdad verdadera, la verdad de cada uno, la 
verdad ideológica y la verdad metafísica; la 
verdad material y la verdad del expediente. 
Es mucho más práctico suponer una sola 
verdad, dependiente de la única realidad y 
accesible por algún método confiable; y, en 
consecuencia, no tomar el nombre de la ver-
dad en vano para condecorar con él nuestras 
opiniones personales, que —por profundas 
que sean— no admiten demostración, sino, 
en el mejor de los casos, argumentos de per-
suasión.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1843/2022

Nota a fallo

Regulación  
de honorarios
Ley aplicable.

	 La regulación de honorarios efectua-
da con aplicación del régimen previs-

to por la ley 27.423 debe ser dejada 
sin efecto, pues los trabajos profesio-
nales fueron llevados a cabo con an-
terioridad a su entrada en vigencia, 
es decir, íntegramente bajo el ampa-
ro de la ley 21.839, debiéndose reali-
zar entonces al amparo de esa nor-
ma.

CS, 26/04/2022. - All, Jorge Emilio y otro s/
sucesión ab intestato.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/46638/2022]

[El fallo in extenso puede consultarse en el 
diario LA LEY del 11/05/2022, p. 9, Aten-

ción al Cliente, http://informaciónlegal.
com.ar o en Proview]
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I. Planteo del tema: la cuestión de la apli-
cación en el tiempo de las normas arance-
larias

En un reciente fallo la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación (1) se ha expedi-
do respecto a la aplicación en el tiempo 
de la ley 27.423 (2) (“Ley de Honorarios 
profesionales de Abogados, Procurado-
res y Auxiliares de la Justicia Nacional y 
Federal”).

En esa sentencia se realiza la determi-
nación de honorarios profesionales de 
un letrado sobre la base de la derogada 
ley 21.839 (3) (“Régimen Arancelario de 
Abogados y Procuradores”) desplazando la 
aplicación del vigente régimen instrumen-
tado a través de la ley 27.423.

Esta doctrina de la Corte, de aplicar 
una norma derogada, nos lleva a re-
flexionar sobre la aplicación en el tiem-
po de las normas arancelarias y, en es-
pecial, si una norma derogada que fue 
sustituida por un nuevo ordenamiento 
arancelario puede considerarse de al-
guna forma vigente en determinados 
supuestos a través de su consideración 
ultraactiva.

II. El origen del problema. La observación 
del Poder Ejecutivo al artículo regulatorio 
de la aplicación temporal del nuevo régi-
men arancelario

La ley 27.423 reguló en su art. 64 la apli-
cación temporal del nuevo régimen aran-
celario señalando que “...entrará en vigen-
cia a partir de su publicación y se aplicará a 
los procesos en curso en los que no existiera 
regulación firme de honorarios” (4).

La norma receptó así el criterio de la 
aplicación “inmediata” de la ley, sin nin-
guna excepción. No se trataba de una 
norma novedosa, ya que su conteni-
do resultaba similar al del art. 63 de la 
ley 21.839.

La cuestión de la temporalidad de la apli-
cación del nuevo régimen con el criterio de 
aplicación inmediata se complementaba 
con la derogación de la ley 21.839, su mo-
dificatoria y toda norma que se oponga al 
nuevo régimen (5).

Sin embargo en la Observación del 
Poder Ejecutivo Nacional al art. 64 de 
la ley 27.423 a través del art. 7 del dec, 
1077/2017, el ordenamiento arancelario 
se quedó sin base legal sistémica de apli-
cación temporal, quedando la cuestión 
a las resultas de la interpretación judi-
cial (6).

A partir de la falta de base sistémica de 
aplicación temporal reseñada y la con-
secuente laguna legal creada en el orde-
namiento arancelario, la interpretación 
doctrinaria y jurisprudencial nos lleva a 
los fines de fundamentar jurídicamente 
una respuesta a la cuestión planteada so-
bre el análisis jurídico de distintos con-
ceptos.

Entre ellos citamos, la “ultraactividad” 
de la derogada ley 21.839, la distinción 
entre honorarios devengados (referencia-
dos en el dec.  1077/2017) y regulados, la 
consideración de las etapas procesales a 
los fines regulatorios, los actos in fieri o 
en curso de ejecución y otros conceptos; 
apareciendo en escena —ante la observa-
ción del art. 64 de la ley 27.423— el aporte 
interpretativo (y necesario) en la cuestión 
que pudiera seguirse a partir del art. 7º 
del Cód. Civ. y Com. como norma gene-
ral que regula la eficacia temporal de las 
leyes (7).

A mi modo de ver, los considerandos del 
dec. 1077/2017 respecto de la observación 
al art. 64 de la ley resultan parcialmente 
erróneos (8).

Es que al aludir a que la aplicación de 
la ley 27.423 a los procesos en trámite al 
momento de su sanción puede implicar 
la aplicación retroactiva de la norma y la 
afectación de derechos adquiridos se ter-
mina confundiendo lo que es un criterio 
de aplicación inmediata de una norma con 
su aplicación retroactiva, sin hacerse un 
correcto análisis del art. 7º del Cód. Civ. y 
Com.

También confunde honorarios devenga-
dos con honorarios regulados. Si bien es 
cierto que el honorario se devenga a partir 
de cada trabajo profesional realizado en la 
causa en alguna etapa procesal, la regula-
ción del honorario en forma definitiva se 
produce mediante la resolución judicial 
respectiva con la sentencia o posterior-
mente cuando se aprobara su liquidación 
consecuente (arg. art. 52 ley 27423). Por 
ello podríamos decir que el honorario “se 
constituye” con su determinación judicial 
y no con su devengamiento en una etapa 
procesal (9).

Hablando en abstracto entiendo que la 
aplicación inmediata de una nueva nor-
ma arancelaria a honorarios solo deven-
gados pero aún no regulados no implica 
aplicación retroactiva ni afectación de 
derechos adquiridos; excepto el único 
supuesto de que las tareas no reguladas 
estuvieran totalmente finalizadas antes 
de la entrada en vigencia de la nueva nor-
ma —como luego lo fundamento y desa-
rrollo—.

Pero lo cierto es que los fundamentos del 
dec. 1077/2017 no son la ley arancelaria ni 
pueden sustituir al art. 64 de la ley 27.423 al 
que observa, ni menos puede sustituir y/o 
desplazar y/o interpretar al art. 7º del Cód. 
Civ. y Com., que es llamado a ser fuente 
normativa directa ante la laguna de tempo-
ralidad creada.

III. Decisiones de la Corte Suprema res-
pecto a la aplicación en el tiempo de la 
ley 27.423: del precedente “Estableci-
miento Las Marías” al  reciente fallo 
“All”

1. El Máximo Tribunal se expidió ini-
cialmente con fecha 4 de septiembre de 

2018 en la causa CSJ 32/2009 “Estableci-
mientos Las Marías S.A.C.I.F.A. c/ Misio-
nes, Provincia de s/ acción declarativa”, 
en relación con la aplicación en el tiempo 
de la nueva “Ley de Honorarios Profesio-
nales de Abogados, Procuradores y Auxi-
liares de la Justicia Nacional y Federal” 
Nº 27.423.

Allí con el voto mayoritario de los 
Jueces Lorenzetti, Highton de Nolas-
co, Rosatti y Rosenkrantz, se considera 
con arreglo a lo decidido por la misma 
Corte ante situaciones sustancialmente 
análogas que en el caso de los trabajos 
profesionales el derecho se constituye 
en la oportunidad en que se los realiza, 
más allá de la época en que se practique 
la regulación (Fallos: 321:146; 328:1381; 
329:1066, 3148, entre muchos otros). Por 
ello, concluye que el nuevo régimen legal 
no es aplicable a los procesos fenecidos 
o en trámite, en lo que respecta a la labor 
desarrollada durante las etapas procesa-
les concluidas durante la vigencia de la 
ley 21.839 y su modificatoria ley 24.432, 
o que hubieran tenido principio de eje-
cución. En apoyo de dicha postura se 
cita el art. 7º del dec.  1077/2017, los 
considerandos referidos al art. 64 de la 
ley 27.423 y la doctrina de Fallos: 268:352; 
318:445 —en especial considerando 7º—; 
318: 1887; 319:1479; 323:2577; 331:1123, 
entre otros.

En disidencia el juez Maqueda re-
mite a sus votos en las causas “Fox”, 
“Coronel”, “Murguía” y “Municipalidad 
de la Capital de Catamarca” (Fallos: 
328:2725 y 329:1066, 1191 y 4755), pro-
piciando la aplicación “inmediata” de 
la ley 27.423 al considerar que, confor-
me a la doctrina de la propia Corte, las 
leyes que organizan los procedimien-
tos son aplicables de inmediato a los 
juicios en trámite, naturaleza que tie-
nen las normas atinentes a las costas 
devengadas en el juicio y aún no defi-
nitivamente fijadas (en alusión a la ley 
arancelaria 27.423).

2. Arribamos así al fallo que origina el 
presente comentario.

Recientemente (26 de abril de 2022) 
la Corte Suprema de Justicia volvió a 
abordar el tema de la aplicación en el 
tiempo de la ley 27.423 al resolver un 
recurso extraordinario en los autos “All, 
Jorge Emilio y otro s/sucesión ab intes-
tato” (10).

Llega a la Corte apelada la decisión 
de la Sala D de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Civil que, en lo perti-
nente, declaró aplicable la ley 27.423 a la 
regulación de honorarios realizada a un 
letrado por tareas desplegadas durante 
la vigencia del anterior ordenamiento 
(ley 21.839). En apoyo de tal decisión 
se sostuvo que la ley 27.423 de Arance-
les Profesionales resultaba la normativa 
aplicable a toda regulación de honora-
rios de letrados y auxiliares de justicia 
que no se encontrara firme a la fecha de 

su entrada en vigencia, aun tratándose 
de trabajos llevados a cabo con anterio-
ridad en virtud del principio establecido 
en el art. 7º del Cód. Civ. y Com. Es de-
cir que propició sin más el criterio de la 
aplicación inmediata de la Ley arancela-
ria.

La Corte revocó el fallo de la Sala D de 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Civil, dejando sin efecto la regulación de 
estipendios efectuada sobre la base de la 
ley 27.423.

Previamente, para admitir la vía del 
recurso extraordinario se sostuvo que el 
agravio de los recurrentes suscita cues-
tión federal para su consideración en la 
vía intentada, pues si bien es cierto que 
la decisión de temas vinculados con la 
validez intertemporal de normas de de-
recho común constituye materia ajena al 
recurso extraordinario (Fallos: 310:315 y 
1080; 311:324; 312:764, entre otros), no 
lo es menos que la aplicación de una ley 
no puede modificar o alterar derechos 
incorporados al patrimonio al amparo 
de una legislación anterior, sin menos-
cabar el derecho de propiedad recono-
cido en el art. 17 de la Constitución Na-
cional.

Y yendo al fondo de la cuestión y con 
cita del precedente “Establecimiento 
Las Marías” antes referenciado, volvió a 
sostener que el derecho sobre el hono-
rario se constituye en la oportunidad en 
que se realiza la labor profesional, más 
allá de la época en que se efectúa la re-
gulación (11) (Fallos: 321:146; 328:1381; 
329:1066, entre otros); y concluye que 
el nuevo régimen legal no es aplicable a 
los procesos fenecidos o en trámite, en 
lo que respecta a la labor desarrollada 
durante las etapas procesales conclui-
das durante la vigencia de la ley 21.839 
y su modificatoria ley 24.432, o que hu-
bieran tenido principio de ejecución 
(con idéntica cita legal que su prece-
dente, arg. art. 7º del dec.  1077/2017, 
considerandos referidos al art. 64 de la 
ley 27.423 y doctrina de Fallos: 268:352; 
318:445 —en especial consid. 7º—; 
318:1887; 319:1479; 323:2577; 331:1123, 
entre otros).

Se agrega en el fallo en análisis que la 
regulación debe efectuarse con arreglo 
a la ley 21.839 —derogada—, puesto que 
los trabajos profesionales en cuestión 
fueron íntegramente llevados a cabo al 
amparo de dicha norma, ya que la labor 
profesional que dio origen a los esti-
pendios profesionales comenzó el 29 de 
agosto de 1988 y culminó el 28 de febre-
ro de 2011 —debido al fallecimiento del 
letrado beneficiario—, esto es, en for-
ma previa a la publicación en el Boletín 
Oficial de la República Argentina de la 
ley 27.423.

El Dr. Maqueda vota en disidencia re-
iterando su postura de aplicación inme-
diata de la norma arancelaria como se 
explicara en el punto 1)  precedente (co-

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) CS, “All, Jorge Emilio y otro s/sucesión ab intes-

tato”, 26/04/2022, TR LALEY AR/JUR/46638/2022
(2) La ley 27423 fue publicada en el Boletín Oficial 

el 22 de diciembre de 2017.
(3) El art. 65 de la ley 27.423 derogó la ley 21.823, 

su modificatoria y toda norma que se le oponga.
(4) Esta norma no resultaba novedosa ya que su 

texto resulta similar al art. 63 de su predecesora 
21.839.

(5) Véase el art. 65 de la ley 27.423 y la precedente 
nota 4.

(6) El art. 64 de la ley 27.423 fue vetado por el 
dec. 1077/2017 en cuyos fundamentos se lee “Que el 
artículo 64 del Proyecto de Ley establece su vigencia 
a partir de su publicación y su aplicación a los proce-

sos en curso en los que no existiera regulación firme 
de honorarios. Que la aplicación de la norma sancio-
nada a los procesos en curso en los que no existiera 
regulación firme de honorarios puede afectar dere-
chos adquiridos, debido a que los honorarios de los 
profesionales se devengan por etapas, por lo que 
disponer la aplicación retroactiva de la norma podría 
vulnerar dichos derechos. Que, asimismo, debe evi-
tarse que la aplicación del nuevo régimen legal pue-
da eventualmente afectar el normal funcionamiento 
del sistema de administración de justicia y el ejercicio 
de la abogacía. Que además, lo prescripto implicaría 
una aplicación retroactiva de la norma pretendiendo 
regir etapas concluidas durante la vigencia de una 
norma por una ley sancionada con posterioridad a su 
cierre...”.

(7) El art. 7º del Cód. Civ. y Com. de la Nación refiere 
que “A partir de su entrada en vigencia, las leyes se 
aplican a las consecuencias de las relaciones y situa-
ciones jurídicas existentes. Las leyes no tienen efecto 
retroactivo, sean o no de orden público, excepto dis-
posición en contrario”.

(8) Una situación equivalente se dio con la obser-
vación del art. 61 de la ley 14.967 en la Provincia de 
Buenos Aires por decreto de promulgación 552/2017 
con similares fundamentos. Estos fueron también cri-
ticados por mí en la obra “Ley de Honorarios de Abo-
gados y Procuradores de la Provincia de Buenos Ai-
res Comentada” (ley 14.967), Ed. Hammurabi, 2018, 
p. 255 y ss.

(9) Ver la distinción en VALDEZ, Carlos Fernando, 
“Ley de Honorarios de Abogados y Procuradores de la 

Provincia de Buenos Aires Comentada” (ley 14.967), 
Hammurabi, 2018, ps. 77 y 78.

(10) Publicado en: LA LEY 11/05/2022, 9, TR LALEY 
AR/JUR/46638/2022.

(11) En igual sentido se había expedido la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires res-
pecto a la aplicación en el tiempo de la Ley de Hono-
rarios de Abogados y Procuradores de la Provincia de 
Buenos Aires 14.967 en autos “Morcillo, Hugo Héctor 
c/ Provincia de Bs. As. s/ inconst. decr.-ley 9020”, 
08/11/2017.
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mentario al fallo “Establecimiento Las 
Marías”).

IV. Algunos conceptos a tener en cuenta 
para analizar interpretativamente la cues-
tión de la aplicación en el tiempo de la Ley 
arancelaria

En el fallo “All” se hace alusión clara a 
que aplicar la ley 27.423 a los fines regula-
torios en el caso implicaría una aplicación 
retroactiva de la norma con afectación de 
derechos patrimoniales.

Veamos cuándo una norma jurídica nue-
va se aplica de manera retroactiva.

Entiendo que lo es cuando viene a regu-
lar hechos, actos o relaciones o situaciones 
jurídicas nacidas bajo el imperio de la ley 
derogada a la que sustituye, respecto a las 
cuales existe una situación denominada de 
“consumo jurídico”.

Las leyes no pueden aplicarse en for-
ma retroactiva en tal caso; sin embargo 
no habría aplicación retroactiva cuando 
se aplica la ley nueva a las consecuencias 
actuales de las relaciones y situaciones 
jurídicas existentes anteriores a su vi-
gencia, conforme al art. 7º del Cód. Civ. 
y Com.

En este caso, se admite la aplicación de 
la nueva norma, solo a esas consecuen-
cias, pues no pueden juzgarse de acuerdo 
con la nueva ley las consecuencias ya con-
sumadas de los hechos pasados, que que-
daban sujetas a la ley anterior.

Como consecuencia de la irretroactivi-
dad de la ley, se puede decir que, por lo 
general, una norma solamente rige hacia 
el futuro.

Asimismo, y como en el mismo fallo se 
termina aplicando la derogada ley 21.839, 
debemos hablar del concepto de ultraacti-
vidad de la norma derogada.

Esto se produce cuando, aun habiendo 
sido derogada, la ley sigue produciendo 
efectos y resulta aplicable en algunos casos 
concretos.

Por ello se puede decir siguiendo el anti-
guo art. 3º del Código Civil velezano —ac-
tual art. 7º del Cód. Civ. y Com.— que una 
ley nueva ha de regir para los hechos y actos 
futuros; pero también para las consecuen-
cias actuales de las relaciones y situaciones 
jurídicas ya existentes, por considerarse 
que están in fieri o en curso de ejecución 
al tiempo de su sanción, pero no para las 
consecuencias de los hechos pasados, para 
los cuales rige la idea de “consumo jurídi-
co” (12)

V. Análisis parcialmente critico de la de-
cisión de la Corte Suprema respecto a la 
aplicación en el tiempo de la ley 27.423. 
Una variante al criterio de la aplicación 
inmediata (aplicación inmediata “ate-
nuada”)

En el fallo analizado corresponde hacer 
un deslinde de su fundamentación en dos 
partes:

1) En un primer aspecto, habrá que con-
siderar que lo que se está resolviendo es la 
retribución de un trabajo profesional ínte-
gramente desplegado y finalizado durante 
la vigencia de la ley 21.839; es decir que 
cuando las tareas profesionales se reali-
zaron “in totum”, no estaba en vigencia la 
ley 27.423.

Se trata de un supuesto de honorarios 
profesionales totalmente devengados y no 
regulados.

Este último más el caso de los honora-
rios ya regulados y no firmes al momen-
to de la entrada en vigencia de la nueva 
norma constituyen a mi criterio los úni-
cos dos supuestos donde a los fines re-
gulatorios resulta de aplicación la norma 
derogada (con criterio de ultraactivi-
dad), sin que pueda aplicarse el princi-
pio de aplicación inmediata de la nueva 
norma.

Es que al haber finalizado la realización 
íntegra y efectiva del trabajo profesional 
bajo la norma derogada, puede aplicarse 
la idea del “consumo jurídico”, ya que no 
habría actos in fieri o en curso de ejecu-
ción a los que pudiera aplicarse la nueva 
ley en los términos del art. 7º del Cód. Civ. 
y Com.

De allí que en este caso sí, la eventual 
aplicación de la nueva norma arancelaria 
(por la ley 27.324) podría considerarse re-
troactiva, afectando derechos patrimonia-
les del obligado al pago, como lo señala el 
Alto Tribunal.

En este tramo la resolución de la Corte 
no admite a mi modo de ver crítica.

2) Sin embargo, la sentencia también re-
fiere que el nuevo régimen legal no es apli-
cable a los procesos en trámite en lo que 
respecta a la labor desarrollada durante 
las etapas procesales concluidas durante la 
vigencia de la ley 21.839 y su modificatoria 
ley 24.432, o que hubieran tenido principio 
de ejecución.

El supuesto más claro es el proceso en 
trámite, donde hay tareas profesionales 
realizadas bajo uno u otro ordenamien-
to.

La crítica está asentada en lo que hace 
a la aplicación de la norma derogada con 
criterio de “ultraactividad” en este aspecto, 
por sobre el criterio de la aplicación inme-
diata.

Si bien este no es el caso de lo re-
suelto en los fallos “Establecimiento 
Las Marías” y “All”, allí está claramen-
te expuesta esta postura considerando 
que pudiera darse igualmente, al igual 
que en el otro supuesto, una afectación 
patrimonial con afectación constitucio-
nal.

No coincido con ello.

Los honorarios de las tareas realiza-
das en procesos que hubieran sido em-
pezados bajo la vigencia de la norma 
anterior y que finalizaran con trabajos 
realizados bajo la vigencia de la nueva 
norma, independientemente de las eta-
pas cumplidas, deben ser regulados en 
su integralidad bajo su luz,sin que pue-
da discriminarse frente a la unidad del 
trabajo profesional a los fines estipen-
diales, si se hicieron al amparo de una 
u otra norma.

En este supuesto sí deberíamos hablar 
del criterio de la aplicación “inmediata” de 
la ley, apartándome en mi razonamiento 
decididamente del criterio que la Corte Su-
prema desarrolla en los precedentes anali-
zados.

Esta postura de aplicación “inme-
diata” de la ley 27.423 en este supues-

to (procesos en trámite a la entrada 
en vigencia de la nueva norma) tiene 
como excepción únicamente los casos 
que caigan dentro de lo analizado en el 
punto 1)  precedente (me refiero al tra-
bajo íntegramente desplegado bajo la 
ley 21.839 o a los honorarios regulados 
no firmes al momento de la entrada del 
nuevo ordenamiento), lo cual se combi-
na para arribar a una variante del prin-
cipio de la aplicación inmediata lo que 
he denominado “aplicación inmediata 
atenuada” de la norma arancelaria en el 
tiempo (13).

En apoyo de lo sostenido habrá que 
considerar que bajo la vigencia del de-
rogado régimen de la ley 21.839 el pro-
fesional podía obtener una regulación 
definitiva de los honorarios únicamente 
al momento del dictado de sentencia o 
en su caso al quedar firme la liquidación 
que debiera practicarse conforme a aquel 
mismo su (ver su art. 47), y no al finalizar 
una etapa procesal.

Es decir que si un profesional hubiera 
realizado tareas dentro de la vigencia de 
una u otra norma, nunca por las tareas 
realizadas bajo la vigencia de ley 21.839 
hubiera tenido a derecho a obtener una 
regulación definitiva, porque el orde-
namiento arancelario derogado no se lo 
permitía. Esto demuestra que la tarea 
profesional en un proceso en definitiva 
son trabajos en curso de ejecución y no 
alcanzados por la idea del consumo ju-
rídico hasta el momento en que se con-
cluyen las tareas y se está en condiciones 
de obtener la regulación definitiva de los 
honorarios.

De haber sido de otra forma la ley de-
rogada, hubiera permitido la regulación 
de honorarios definitivos en cada etapa 
procesal. Por ello el derecho al hono-
rario no se “constituye” en cada etapa 
procesal, pese a que así lo argumentó la 
Corte.

Y siguiendo ese razonamiento, los ac-
tos desarrollados durante la vigencia de 
la nueva ley son la continuidad de los 
actos previos realizados bajo la ley an-
terior —no olvidemos que el proceso es 
una serie concatenada de actos—, tratán-
dose, a mi modo de ver, de actos en curso 
de ejecución.

Y por ello siguiendo la regla general 
establecida en el art. 7º del Cód. Civ. y 
Com. de que las leyes se aplican a par-
tir de su entrada en vigencia, aún a las 
consecuencias de las relaciones y situa-
ciones jurídicas existentes, la nueva Ley 
arancelaria sería aplicable a la totalidad 
de los trabajos, en los procesos en trámi-
te al momento de su sanción, en forma 
independiente de cuáles de ellos se hu-
bieran realizado temporalmente dentro 
de una u otra normativa, siempre que 
una parte de ellos ocurrieran bajo su vi-
gencia.

Así debe diferenciarse que el derecho 
al honorario se va “devengando” con la 
realización de las tareas, pero su determi-
nación (regulación) se concreta o consti-
tuye, en la interferencia temporal entre la 
ley 21.839 y la ley 27.423, al momento del 
auto regulatorio practicado en sentencia 
o luego de quedar firme la liquidación y 
conforme a las pautas de la norma vigen-
te en ese momento.

No hay en definitiva en esta interpreta-
ción aplicación retroactiva de la ley 27423 

vigente afectación patrimonial a algún 
obligado al pago ni ultraactividad de una 
norma derogada, forzando el razonamien-
to jurídico.

La cuestión del análisis temporal de 
las normas cuando hay tareas dentro de 
uno y otro ordenamiento arancelario 
tiene simpleza y no implica aplicar dos 
ordenamientos jurídicos (uno deroga-
do pero ultraactivo y otro vigente) a una 
misma regulación de honorarios en for-
ma simultánea. La ley 27.423 se aplicaría 
desde su vigencia, pero a los actos pro-
cesales (tareas profesionales) en curso de 
ejecución, y no correspondería hacer una 
regulación diferenciada con el ordena-
miento derogado para tareas realizadas 
bajo su vigencia o para la etapa procesal 
cumplida o con principio de ejecución en 
tal momento.

La idea de la aplicación inmediata de 
la ley a las consecuencias de las rela-
ciones y situaciones jurídicas existen-
tes es la consecuencia normal de toda 
ley a partir de su sanción. Es el siste-
ma de Roubier que adoptó el art. 3º 
del Cód. Civil y el art. 7º del Cód. Civ. 
y Com. Y es asimismo coincidente con 
la postura de la aplicación inmediata 
de las normas procesales, de la que la 
norma arancelaria forma parte, como 
sostiene el voto en disidencia del 
Dr. Maqueda.

Finalmente se habrá de indicar que lla-
ma la atención el silencio del fallo mayo-
ritario de la Corte sobre el art. 7º del Cód. 
Civ. y Com. en el análisis de la cuestión 
como indispensable pauta hermenéutica 
para los casos de tareas realizadas bajo uno 
y otro ordenamiento en un mismo proceso 
(lo que denomina procesos en trámite o no 
fenecidos).

VI. Conclusión

Resulta fuera de toda duda que resulta 
correcta la decisión de la Corte Suprema 
respecto de la aplicación de la ley deroga-
da 21.839 para retribuir tareas enteramente 
desplegadas durante su vigencia, aunque 
al momento de regularlas esté vigente la 
ley 27.423.

No comparto el criterio a seguir con re-
lación a la norma aplicable respecto a las 
tareas profesionales desplegadas bajo uno 
u otro ordenamiento (procesos en trámite 
a la fecha de vigencia de la ley 27.423). La 
doctrina de la Corte en los fallos reseñados 
parecería indicar que en tal caso habría 
que deslindar o clasificar las tareas reali-
zadas bajo uno u otro ordenamiento, sien-
do cada uno aplicable para remunerar las 
tareas respectivas realizadas en su ámbito 
temporal.

Nuestra postura doctrinaria critica esta 
solución jurisprudencial por entender que 
en este caso corresponde la aplicación “in-
mediata” de la ley 27.324 en virtud de la in-
terpretación del art. 7º del Cód. Civ. y Com. 
y por la naturaleza procesal de la norma 
arancelaria.

La conjugación de ambos supuestos da 
lugar a lo que llamo teoría de “aplicación 
inmediata atenuada” de la ley arancela-
ria.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1845/2022

(12) ver MOSQUERA, Vanina, “La aplicación en el 
tiempo de la ley 14.967”, LLBA 2017 (noviembre), 2.

(13) VALDEZ, Carlos Fernando, “Ley de Honora-
rios de Abogados y Procuradores de la Provincia de 

Buenos Aires Comentada (ley 14.967)”, Ed. Hammu-
rabi, 2018, ps. 260 y ss.; esta postura de la aplicación 
inmediata atenuada de la ley arancelaria fue esbo-
zada respecto a la ley 14.967. Respecto a la aplica-

ción de la ley 14.967 en el tiempo, por tratarse una 
cuestión similar a la presente, también pueden con-
sultarse los artículos doctrinarios siguientes: MOS-
QUERA, Vanina, ob. cit.; GRILLO CIOCCHINI, Pablo 

A., “Aplicación temporal de la Ley de Honorarios 
bonaerense”, LA LEY 09/11/2017, 1, TR LALEY AR/
DOC/2959/2017.
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Sustracción  
y ocultamiento  
de menor
Prescripción de la acción penal. Delito de 
efecto continuo. Escala penal aplicable. 

1. -	 A los efectos del cómputo del plazo 
de la prescripción, frente al concurso 
de figuras en las que, de momento, se 
subsume el hecho imputado al acusa-
do, corresponde tomar la escala penal 
prevista para el delito más severamen-
te penado.

2. -	 Se le imputa a la acusada no solo la 
sustracción, sino también el poste-
rior ocultamiento de un menor; cir-
cunstancia que impide, como alega 
la recurrente, afirmar que la conducta 
atribuida a la imputada se consumó y 
agotó.

3. -	 La figura prevista por el art. 146 del 
Cód. Penal, particularmente las ac-
ciones de retener y ocultar, constitu-
ye un delito de tipo “permanente” o 
“continuado” que cesa cuando se re-
establece el vínculo o, en su defecto, 
cuando el menor sustraído alcanza 
la mayoría de edad. En consecuen-
cia, con base en las previsiones del 
art. 63 del Código sustantivo, a los 
efectos del cómputo del plazo de la 
prescripción, corresponde tomar esa 
fecha, como última secuela de juicio 
y, en consecuencia, como último acto 
interruptivo.

4. -	 El art. 146 Cód. Penal no condiciona la 
procedencia de la aplicación de la figu-
ra penal a la edad de diez años, sino 
que lo que hace es remarcar una edad 
límite para que prosperen las acciones 
pertinentes, más ello no implica que, 
esta superada, debe computarse des-
de ese momento el tiempo de la pres-
cripción de la acción, debido a que se 
trata de un delito de efecto continuo 
que cesó cuando la menor alcanzó la 
mayoría de edad.

CNCrim. y Correc., sala V, 28/04/2022. - T. 
B., A. s/ prescripción.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/58061/2022]

2ª Instancia.- Buenos Aires, abril 28 de 
2022.

Considerando: I. Llega a conocimiento 
del Tribunal el recurso de apelación de-
ducido por la defensa de A. T. B. contra la 
resolución del pasado 23 de marzo, por la 
que se resolvió no hacer lugar al pedido de 
prescripción y extinción de la acción penal 
postulado por la defensa.

De conformidad con lo ordenado en el 
legajo, la parte recurrente presentó el me-
morial sustitutivo de la audiencia oral y, 
por la misma vía, la querella la replica, de 
modo que la cuestión quedó en condicio-
nes de ser resuelta.

II. Inicialmente, la defensa recordó que, 
al momento de solicitar la extradición de 
la imputada, se calificó el hecho que se le 
imputa a T. B. como constitutivo de los de-
litos de sustracción de menores de 10 años 
(art. 146 del CP) e impedimento de contac-
to de un menor de diez años con su proge-
nitor no conviviente agravado por haberse 
mudado al extranjero sin autorización ju-
dicial (Ley 24.270, arts. 1 y 2).

Recordó también que el hecho aquí in-
vestigado ocurrió el 14 de agosto de 2003, 
que la menor involucrada cumplió 18 años 
el 1 de febrero de 2017 y que el primer lla-
mado a indagatoria tuvo lugar el 10 de fe-
brero de 2010.

Alegó que, ya sea que se tome en cuenta 
la escala penal prevista para la figura pre-
vista por el art. 146 del CP o para la estipu-
lada para la figura que prevén los arts. 1 y 2 
de la ley 24.270, la acción penal se encuen-
tra prescripta.

En relación con el impedimento de con-
tacto, sostuvo que, desde que R. M. R. T. 
cumplió 18 años, ha transcurrido el plazo 
de la prescripción sin que se verifique nin-
gún acto interruptivo.

En lo que respecta a la restante figu-
ra —la prevista por el art. 146 del CP—, la 
defensa argumentó que gran parte de la 
doctrina y jurisprudencia sostiene que no 
puede ser autor uno de los padres del me-
nor y que, en consecuencia, el hecho aquí 
investigado no puede subsumirse en este 
tipo penal.

Por otra parte, el recurrente planteó que 
la sustracción de menores es un delito 
instantáneo que se consuma y agota en el 
momento de la sustracción; sobre todo si 
se atiende al hecho de que conforme surge 
de la imputación, se atribuye a T. B. la sus-
tracción de la menor y no su retención ni 
ocultamiento.

Alegó que, en consecuencia, toda vez 
que desde el llamado a indagatoria —ocu-
rrido el 10 de febrero de 2010—, ha trans-
currido el plazo de 12 años que prevé el 
inciso 2º del artículo 62 del CP, la acción 
penal prescribió el 10 de febrero pasado.

A su vez, la defensa consideró errada la 
posición del magistrado en cuanto a que la 
edad de 10 años que prevé la figura penal 
del artículo 146 no condiciona la aplica-
bilidad del tipo, sino que, simplemente, 
establece un límite para que prosperen 
las acciones, en tanto se trata de un delito 
continuado.

En relación con ello, la recurrente ale-
gó, con apoyo en jurisprudencia que las 
tres acciones que describe el artículo, para 
considerarse típicas, deben ser cometidas 
respecto de un menor de 10 años. En esa 
línea argumental, sostuvo que, incluso de 
modificarse la imputación y atribuirle a T. 
B. las acciones de retención u ocultamien-
to, la acción penal se encontraría igual-
mente prescripta pues, R. M. R. T. cumplió 
10 años el 1 de febrero de 2009 y, el único 
acto interruptivo desde entonces fue la 
convocatoria a indagatoria, que tuvo lugar 
el 10 de febrero de 2010.

III. Los agravios expuestos por la defen-
sa de A. T. B. no logran conmover los fun-
damentos de la resolución apelada que, 
a nuestro juicio, se encuentra ajustada a 
derecho.

En primer término, debe señalarse que 
asiste razón al juez y fiscal de grado en 
punto a que, a los efectos del cómputo del 
plazo de la prescripción, frente al concur-
so de figuras en las que, de momento, se 
subsume el hecho imputado a T. B., corres-
ponde tomar la escala penal prevista para 
el delito más severamente penado.

Sentado ello, circunscriptos a los agra-
vios, corresponde señalar que, a diferencia 
de lo sostenido por la defensa, conforme 
surge de las constancias del expediente, se 

imputa a T. B. no solo la sustracción, sino 
también el posterior ocultamiento de M. R. 
T.; circunstancia que impide, como alega 
la recurrente, afirmar que la conducta atri-
buida a la imputada se consumó y agotó el 
14 de agosto de 2003.

Y es que, en definitiva, la figura prevista 
por el art. 146 del CP, particularmente las 
acciones de retener y ocultar, constituye 
un delito de tipo “permanente” o “conti-
nuado” que cesa cuando se reestablece el 
vínculo o, en su defecto, cuando el menor 
sustraído alcanza la mayoría de edad; lo 
que, en el caso que nos ocupa, ocurrió el 1 
de febrero de 2017.

En consecuencia, en base a las previsio-
nes del artículo 63 del Código sustantivo, 
a los efectos del cómputo del plazo de la 
prescripción, corresponde tomar esa fecha 
—1 de febrero de 2017— como última se-
cuela de juicio y, en consecuencia, como 
último acto interruptivo.

Por tanto, considerando que desde en-
tonces no ha transcurrido el plazo de doce 
años al que refiere el inciso 2º del art. 62 
del CP, la decisión del magistrado de no 
hacer lugar a la solicitud de prescripción 
merece ser homologada.

El agravio de la defensa, vinculado con 
la imposibilidad de que uno de los padres 
sea sujeto activo del delito previsto por el 
art. 146 del CP no puede ser de recibo. Al 
respecto, hemos sostenido que la letra de 
la previsión que describe la sustracción 
de menores (artículo 146 del CP) no exige 
característica alguna para su autor. En este 
sentido, la norma admite cualquier sujeto 
activo, entre los cuales se encuentran los 
padres, ejerzan o no la patria potestad (cfr. 
Sala V, causa Nº 251/12 “A. C. D. s/ con-
tienda”, rta. el 30 de marzo de 2012; Sala I, 
causa Nº 58.567/2019, “A., D. C.”, rta. el 8 de 
noviembre de 2019; y otros).

Tampoco resulta un obstáculo a la tipi-
cidad la circunstancia de que la menor, 
durante el ocultamiento, hubiera alcan-
zado los 10 años. Al respecto, la jurispru-
dencia y la doctrina han sostenido que “la 
acción de ocultar a un menor sustraído 
no cesa cuando la víctima cumple los diez 
años de edad, sino cuando se restablece el 
vínculo familiar interferido, pues se trata 
de aquellos hechos en los que el delito no 
está concluido con la realización del tipo, 
sino que se mantiene por la voluntad de-
lictiva del autor tanto tiempo como sub-
siste el estado antijurídico creado por él 
mismo (cfr. Claus Roxin, ‘Derecho Penal’, 
Parte General, T. I, Civitas, Madrid, 1997, 
traducción y notas de Diego Manuel Luzón 
Peña, Miguel Díaz y García Conlledo y Ja-
vier Vicente Remesal, p. 329)” (cfr. CNFed. 
Crim. y Correc., Sala I, “Prieto, Guillermo”, 
14/11/2006, La Ley Online).

En este punto, asiste razón al magis-
trado en cuanto afirma que la norma no 
condiciona la procedencia de los verbos 
típicos a la edad de diez años, sino que 
lo que hace es remarcar una edad límite 
para que prosperen las acciones que for-
man parte del tipo, más ello no implica 
que superada la misma debe computarse, 
desde ese momento, el tiempo de la pres-
cripción de la acción debido a que habla-
mos de un delito de efecto continuo que 
cesó cuando la menor alcanzó la mayoría 
de edad.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal 
resuelve: Confirmar la decisión recurri-
da en todo cuanto fue materia de recurso 
(art. 455 “in fine”, “a contrario sensu” del 

CPPN). El juez Ricardo Matías Pinto no 
suscribe en virtud de lo establecido en el 
art. 24 bis, último párrafo del CPPN. Noti-
fíquese a las partes, devuélvase mediante 
pase digital en el Sistema Lex 100 y comu-
níquese por DEO al Juzgado de origen. Sir-
va la presente de muy atenta nota. — Her-
nán M. López. — Rodolfo Pociello Argerich.

Medidas cautelares
Embargo preventivo solicitado por la 
AFIP. Ausencia de peligro en la demora. 
Alcances del art. 111 de la ley 11.683, mo-
dificado por ley 27.430.

1. -	 El solo monto al que escalaría la deu-
da y la eventualidad que a la fecha de 
la determinación definitiva la contribu-
yente no esté en condiciones de satis-
facerla no resulta suficiente para tener 
por configurado el peligro en la demo-
ra para decretar el embargo. La acto-
ra solo alegó la posibilidad eventual de 
que sus derechos se tornen ilusorios y 
se frustren las pretensiones del Fisco 
en consideración a la relevancia de la 
deuda, sin brindar, siquiera, informa-
ción sumaria con el propósito de acre-
ditar la existencia de acciones por parte 
de la contribuyente, a fin de mermar su 
solvencia para burlar sus obligaciones 
fiscales.

2. -	 La magistrada de la anterior instan-
cia al resolver el recurso de revocatoria 
consideró acreditada la capacidad eco-
nómica de la contribuyente, como tam-
bién la inexistencia de actividades que 
tuvieran como objetivo desprenderse 
de bienes, circunscribiendo el recaudo 
del peligro en la demora al hecho de 
no tener domicilio en el país, supues-
to contemplado en el art. 209 inc. 1 del 
Cód. Proc. Civ. y Com., cuando esta cir-
cunstancia no había sido invocada por 
la interesada en obtener la pretensión 
cautelar para justificarla.

3. -	 A los efectos del embargo peticionado 
por la AFIP, la verosimilitud del dere-
cho aparece configurada en razón del 
certificado de deuda acompañado, re-
caída en el marco de una orden de In-
tervención, en virtud de la cual se de-
terminó la obligación tributaria de la 
contribuyente frente al Impuesto a los 
Bienes Personales, correspondiente al 
período 2019, cuya confección respon-
de a la pérdida de residencia de aquella 
en este país durante el transcurso de la 
fiscalización.

4. -	 Al exigir la norma vigente “razones fun-
dadas” —art. 111 de la ley 11.683, mo-
dificado por ley 27.430—, se entiende 
que ya no resulta aplicable el criterio 
en cuanto a la laxitud del examen que 
debe efectuar el magistrado ante el pe-
dido del despacho precautorio, como 
tampoco un memorial que no contenga 
la crítica concreta y razonada que exige 
el art. 265 del Cód. Proc. Civ. y Com. y, 
menos aún, completar la solicitud ini-
cial en la contestación de los agravios, 
pues es en la primera presentación que 
el embargante deberá justificar la con-
figuración de los recaudos de proce-
dencia de toda medida cautelar, la ve-
rosimilitud en el derecho y el peligro en 
la demora. [1]

CFed. General Roca, 12/05/2022. - Admi-
nistración Federal de Ingresos Públicos 
-AFIP-DGI c. Monk, Silvia Juana s/ embar-
go preventivo s/ inc apelación.

Jurisprudencia
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[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/59763/2022]

Jurisprudencia vinculada

[1] Ver también. Entre otros: Cámara Na-
cional de Apelaciones en lo Contencio-
soadministrativo Federal, sala IV, “H., E. 
S. c. EN - AFIP - Ley 27.605 s/ inc. ape-
lación”, 07/04/2022, TR LALEY AR/
JUR/27992/2022; Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Contenciosoadminis-
trativo Federal, sala II, “Azubel, Alberto c. 
EN-AFIP-Ley 27.605 s/ medida cautelar 
(autónoma)”, 12/11/2021, TR LALEY AR/
JUR/178770/2021

Costas

A la embargante.

2ª Instancia.- General Roca, mayo 12 de 
2022.

Considerando:

Que de acuerdo con lo establecido en el 
art. 26 del decreto-ley 1285/1958, es facul-
tad de las cámaras de apelaciones dictar 
sus resoluciones interlocutorias por voto 
de los magistrados que las integran, por lo 
que en esta ocasión cada uno de los miem-
bros del tribunal emitirá su opinión en la 
forma que sigue.

El doctor Gallego dijo:

1. La decisión apelada decretó la proce-
dencia de la medida precautoria requeri-
da por el organismo recaudador y, conse-
cuentemente, dispuso la traba del embar-
go preventivo sobre los rodados identifica-
dos con los dominios ... y ... y las cuentas 
bancarias que la demandada pueda tener 
en los entidades Credicoop Cooperativo 
Ltdo., Galicia y Buenos Aires SA, BBVA Ar-
gentina SA y Patagonia Sociedad Anónima, 
con los alcances y en las condiciones im-
puestas por el art. 111 de la ley 11.683, has-
ta cubrir la suma de $2.133.017,14 más la 
de $319.952,57 estimada provisionalmente 
para responder a intereses y costas.

2. Para decidir de ese modo la a quo con-
sideró acreditada la verosimilitud del de-
recho con el certificado de deuda presunta 
acompañado por la accionante —Nº OI 
1897280— y el peligro en la demora en fun-
ción de estimar el monto al que escalaría y 
la eventualidad de que a la fecha de la de-
terminación definitiva, la demandada no 
esté en condiciones de satisfacerla.

3. Contra dicha decisión interpuso la 
accionada revocatoria con apelación en 
subsidio.

En primer lugar, señaló la recurrente que 
la viabilidad de la medida dispuesta por 
el art. 111 de la ley 11.683 se encontraba 
condicionada, jurisprudencialmente, a la 
existencia de razones fundadas que así lo 
justificaran.

Expuso que previamente al inicio de la 
Orden de Intervención Nº 1.897.280 y con 
motivo de la baja retroactiva del impues-
to a los bienes personales por pérdida de 
residencia por permanencia en el exterior, 
interpuso una acción meramente decla-
rativa que se encuentra en trámite ante el 
Juzgado Contencioso Administrativo Fe-
deral Nº 12, expediente CAF 002787/2021, 
en la que planteó la inconstitucionalidad 
del art. 28 de la ley 27.541 en cuanto modi-
ficó el art. 25 de la ley 23.966, peticionando 
asimismo el dictado de una medida caute-
lar a fin de que el Estado Nacional y/o la 
AFIP se abstuvieran de iniciar reclamos 
administrativos o judiciales derivados de 

la diferencia de impuesto que a su criterio 
pueda resultar como consecuencia su li-
quidación y determinación.

Se refirió a la existencia de una instruc-
ción general que fijaba una serie de pa-
rámetros que los funcionarios de la AFIP 
debían considerar para solicitar —o no— 
una medida preventiva, señalando que su 
situación no se encontraba comprendida 
en aquellos, pues jamás obstaculizó la fis-
calización ni efectuó maniobras a los fines 
de colocarse en estado de insolvencia, 
además de que tampoco se alegó la exis-
tencia de indicios concretos que hicieran 
presumir una conducta dirigida a eludir 
sus obligaciones tributarias.

También se detuvo en la orden de prela-
ción de bienes a embargo que la mentada 
instrucción establecía, aduciendo su inob-
servancia por parte del organismo fiscal 
y, agregó, que la pérdida de la residencia 
era insuficiente para justificar el embargo 
preventivo.

Luego sostuvo la ausencia de verosimili-
tud del derecho de la accionante, pues se-
ñaló que la deuda reclamada en concepto 
de crédito fiscal no se encontraba aún con-
firmada por una determinación de oficio 
sino simplemente con un certificado de 
deuda presunta, el que no alcanzaba para 
acreditar el fumus boni iuris que exigía la 
medida.

Más adelante alegó la inexistencia del 
peligro en la demora al señalar que siem-
pre fue fiel cumplidora de sus obligacio-
nes fiscales y que, aún en el caso de que se 
confirmase la postura del fisco mediante el 
dictado de una determinación de oficio, su 
situación económica era lo suficientemen-
te sólida como para hacer frente a dicho 
reclamo.

Finalmente, para el caso de que se re-
chazara la reposición planteada, solicitó 
que el embargo preventivo ordenado se 
efectúe únicamente sobre los bienes auto-
motores, refiriendo que el valor de ambos 
rodados resultaba suficiente a fin de cubrir 
el monto.

4. La revocatoria fue desestimada a 
fs. 39, apoyándose a tal fin la magistrada 
de grado en el criterio seguido por esta 
cámara en “Fisco Nacional (AFIP) c. Fox 
Petrol SA s/ embargo preventivo” (Expte. 
Nº C74904), sent. int. C.1540/2005, del 28 
de noviembre de 2005, según el cual “...una 
vez materializada la medida y ante su 
cuestionamiento, el asunto debe dirimir-
se por aplicación de las normas de conte-
nido general establecidas en el código de 
rito, debiendo analizarse si concurren los 
requisitos de verosimilitud en el derecho 
y peligro en la demora; recaudos o presu-
puestos que son concurrentes, por cuanto 
deben presentarse ambos para el manteni-
miento de una medida preventiva de esta 
naturaleza”.

Así, en primer término, tuvo por acredi-
tada la solvencia de la contribuyente y no 
obstante considerar la inexistencia de ac-
tividades tendentes a desprenderse de bie-
nes —más allá de la venta de dos propieda-
des a comienzos de 2020—, entendió que 
la circunstancia de que no tenga domicilio 
en el país y que haya procedido a la baja 
del impuesto por dicho motivo, justificaría 
la procedencia del embargo, conforme las 
previsiones del art. 209 del Cód. Proc. Civ. 
y Comercial.

Adujo que aquella situación creaba una 
presunción acerca del peligro en la demo-
ra, la que juzgó que se sumaba a la verosi-
militud en el derecho que surgía del certi-
ficado de deuda presunta acompañado por 
la AFIP, rechazando, consecuentemente, la 
reposición planteada.

Luego, teniendo en cuenta la conformi-
dad prestada por el Fisco al contestar a 
fs. 37/38 el traslado del pedido de susti-
tución de embargo, fijó el alcance de la 
medida dispuesta únicamente a los au-
tomotores, ordenando que, una vez que 
se efectivizara, se procediera a su levan-
tamiento en relación a las cuentas ban-
carias.

Finalmente, concedió, allí mismo, la 
apelación subsidiaria interpuesta.

5. Ya en tren de dar respuesta a los 
agravios, comienzo por señalar que el 
embargo preventivo solicitado y despa-
chado en autos lo fue en función de las 
facultades que el art. 111 de la ley 11.683 
otorga a la Administración Federal de In-
gresos Públicos norma que, en su redac-
ción a partir de la modificación operada 
por la ley 27.430 (con vigencia desde el 
30 de diciembre de 2017), incorporó a su 
texto la exigencia de “razones fundadas” 
como recaudo para el ejercicio de esa 
prerrogativa.

Es así, que en su actual redacción, dis-
pone que: “En cualquier momento, por 
razones fundadas y bajo su exclusiva res-
ponsabilidad, la Administración federal 
de Ingresos Públicos podrá solicitar em-
bargo preventivo o, en su defecto, Inhibi-
ción general de bienes por la cantidad que 
presumiblemente adeuden los contribu-
yentes o responsables o quienes puedan 
resultar deudores solidarios”.

Con anterioridad a la reforma señalada, 
el embargo solicitado por parte del or-
ganismo recaudador quedaba condicio-
nado a que fuese realizado en cualquier 
momento y ante su solo pedido, nada 
más era exigido y, en tales circunstan-
cias, sostuve en “AFIP c. La Cascada Club 
Vacacional SA s/ embargo preventivo” 
(Expte. Nº C19712), sent. int. C.26/2013, 
del 13 de febrero de 2013, que “...compar-
to el criterio que la potestad prevista en 
el artículo 111 de la ley 11.683 respecto a 
que en “cualquier momento” la AFIP po-
drá solicitar embargo contra un presunto 
deudor, no lo exime de cumplir con las 
normas generales que en materia de me-
didas cautelares establece el Cód. Proc. 
Civ. y Comercial”.

“Tal posición en tema ha sido incluso fi-
jada en anteriores precedentes de esta cá-
mara —por mayoría— y por voto del juez 
Barreiro en autos: “Fisco Nacional (AFIP) 
c. Fox Petrol SA s/ embargo preventivo” 
(Sent. Int. 1540/05) y “AFIP (DGI) c. Fox 
Petrol SA s/ medica cautelar s/ incidente 
de apelación” (Sent. Int. 1135/06).

“Me permito transcribir lo expuesto en 
tales precedentes al respecto: “El art. 111 
citado consagra en favor del fisco una 
prerrogativa de excepción dentro del ré-
gimen general de las medidas cautelares 
según están contempladas en el ordena-
miento procesal común. Tal la constituye 
el exiguo plazo en el que debe pronun-
ciarse el magistrado y la evidente merma 
en la exposición de los requisitos comu-
nes a estas medidas, pues no otro sentido 
adquiere la expresión de la ley “ante el 
solo pedido del fisco y bajo la responsa-
bilidad de este”. Pero allí termina, a mi 
entender, la regulación privilegiada y 
entonces, agotada esta fase inicial —es 
decir, ya despachada la medida en los 
términos comentados— cesa cualquier 
preferencia en favor del órgano recauda-
dor. Puede decirse, entonces, que existe 
tratamiento preferente —no opino aquí 
si justa o injustamente— solo en la me-
dida de la existencia de una disposición 
legal específica, pero allí donde esta no 
llega, el asunto debe regirse por la regu-
lación genérica del Código ritual. En sín-
tesis: el art. 111 de la ley 11.683 establece 

una excepción, en favor de la AFIP, para 
facilitar la traba de embargos —o, en su 
defecto, inhibiciones— pero, superada 
esa etapa inicial y a solicitud de parte 
interesada, el mantenimiento de la me-
dida, su modificación, sustitución o le-
vantamiento se rigen por las normas del 
Código Procesal”.

También dije allí que “en base lo ex-
puesto, es claro que el dispositivo del ar-
tículo 111 de la LPT está inserto en el mar-
co general que determina la procedencia 
de las medidas cautelares, según la doc-
trina que emerge del Cód. Proc. Civ. y Co-
mercial en el tópico respectivo, de donde 
resulta que tanto es necesaria la existen-
cia de una situación de peligro que pueda 
perjudicar los intereses del actor, como 
igualmente que este ostente una posición 
jurídica que asigne verosimilitud al título 
que invoca.

“En efecto, una vez materializada la 
medida y ante el cuestionamiento de la 
misma por medio de un recurso de apela-
ción —tal el caso de autos— o una solici-
tud de levantamiento, el asunto debe diri-
mirse por aplicación de las normas de con-
tenido general establecidas en el código de 
rito, debiendo analizarse si concurren los 
requisitos de verosimilitud del derecho y 
peligro en la demora; recaudos o presu-
puestos que son concurrentes, por cuanto 
deben presentarse ambos para el manteni-
miento de una medida preventiva de esta 
naturaleza e implicando que la ausencia 
de uno de ellos —inexorablemente— al le-
vantamiento de la cautelar.

“Es regla en esta materia que la admisi-
bilidad de toda medida cautelar precau-
toria está subordinada a la concurrencia 
de dos presupuestos básicos: la verosimi-
litud del derecho y el peligro en la demora 
(conf. Palacio - Alvarado Velloso, “Código 
Procesal...” T. 5, p. 38, ed. Rubinzal - Cul-
zoni)”.

En esas condiciones, nada se exigía 
para brindar la precautoria y ningún re-
paro podía tenerse por el hecho de que el 
juez despachante de la medida hubiese 
sido escueto al otorgarla y, consecuente-
mente, tampoco era exigible al recurrente 
la observancia de la carga del art. 265 del 
Cód. Proc. Civ. y Comercial en la medida 
en que ningún argumento podía volcarse 
para demostrar el error de esa decisión, 
lo cual condujo a que, para resolver una 
apelación como la que aquí se presenta, 
se tuviera en consideración cuanto in-
trodujo el recurrente en el memorial, así 
como lo expuesto por la solicitante de 
la medida en la petición inicial y en la 
contestación del traslado de los agravios 
(“AFIP - DGI c. Arlon SACIFIA s/ embar-
go preventivo” (FGR 20405/2016/CA1), 
sent. int. C482/2019, del 28 de agosto de 
2019).

Ahora bien, al exigir la norma vigente 
“razones fundadas”, entiendo que ya no 
resulta aplicable el criterio en cuanto a la 
laxitud del examen que debe efectuar el 
magistrado ante el pedido del despacho 
precautorio, como tampoco un memorial 
que no contenga la crítica concreta y ra-
zonada que exige el art. 265 del Cód. Proc. 
Civ. y Comercial y, menos aún, completar 
la solicitud inicial en la contestación de los 
agravios, pues es en la primera presenta-
ción que el embargante deberá justificar 
la configuración de los recaudos de pro-
cedencia de toda medida cautelar, la ve-
rosimilitud en el derecho y el peligro en la 
demora.

En este caso, surge del escrito, en 
cuanto al primero de ellos, que se asien-
ta en el procedimiento determinativo de 
deuda practicado en observancia a la ley 
de procedimiento fiscal y al certificado 
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de deuda presunta; sobre el restante, “en 
el importante monto adeudado que po-
dría dar lugar a una posible insolvencia 
del contribuyente, que torne dudosa la 
cobrabilidad del crédito fiscal, máxime 
que invitado a conformar el ajuste la 
contribuyente no lo hizo”. Bajo esos tér-
minos la medida fue despachada favora-
blemente.

Así las cosas, advierto que en las pre-
sentes actuaciones la verosimilitud del 
derecho aparece configurada en razón 
del certificado de deuda acompañado, 
recaída en el marco de la Orden de In-
tervención Nº 1.897.280 y su inicio, tal 
lo expresado por la contribuyente en 
su escrito recursivo, le fue notificada el 
23/12/2020 mediante formulario F. 8000 
Nº 0360002020041078607, en virtud de la 
cual se determinó la obligación tributa-
ria de la contribuyente Silvia Juana Monk 
frente al impuesto a los bienes personales, 
correspondiente al período 2019, por la 
suma de $2.133.017,14, cuya confección 
responde a la pérdida de residencia de 
aquella en este país durante el transcurso 
de la fiscalización.

No desmerece dicha conclusión la 
interposición, con anterioridad a esta 
pretensión cautelar, de una acción me-
ramente declarativa de inconstitucio-
nalidad mediante la cual cuestionó la 
pertinencia de la percepción de las di-
ferencias de ajuste correspondiente al 
mentado impuesto por dicho período fis-
cal junto a la solicitud del dictado de una 
medida cautelar, expediente que actual-
mente se encuentra tramitando en el Juz-
gado Contencioso Administrativo Fede-
ral Nº 12 bajo el número FGR 2787/2021 
pues, más allá de que a la fecha no recayó 
resolución al respecto como surge de la 
consulta en el Sistema de Consultas Web 
del Poder Judicial de la Nación, la medida 
cautelar aquí concedida tiene su antece-
dente en el trámite administrativo como 
consecuencia de la Orden de Interven-
ción Nº 1.897.280 que continúa su curso, 
habiéndose dado, como también lo indi-
có la impugnante, inicio al procedimien-
to de determinación de oficio, el cual aún 
no habría culminado.

Sin embargo, a distinta conclusión arri-
bo sobre el peligro en la demora, en tanto 
el solo monto al que escalaría la deuda y la 
eventualidad que a la fecha de la determi-
nación definitiva la contribuyente no esté 
en condiciones de satisfacerla, no aparece 
a mi juicio suficiente para tenerlo como 
configurado.

La actora, a fin de satisfacer este recau-
do, solo alegó la posibilidad eventual de 
que sus derechos se tornen ilusorios y se 
frustren las pretensiones del fisco en con-
sideración a la relevancia de la deuda, sin 
brindar, siquiera, información sumaria 
con el propósito de acreditar la existencia 
de acciones por parte de la contribuyente a 
fin de mermar su solvencia para burlar sus 
obligaciones fiscales.

Más aún, la magistrada de la anterior 
instancia al resolver el recurso de revo-
catoria consideró acreditada la capaci-
dad económica de aquella, como tam-
bién la inexistencia de actividades que 
tuvieran como objetivo desprenderse 
de bienes, circunscribiendo dicho re-
caudo al hecho de no tener domicilio 
en el país, supuesto contemplado en el 
art. 209 inc. 1 del Cód. Proc. Civ. y Co-
mercial, cuando esta circunstancia no 
había sido invocada por la interesada en 
obtener la pretensión cautelar para jus-
tificarla.

Se evidencia así la ausencia en la confi-
guración de uno de los presupuestos de la 
cautelar, lo cual impide su admisión.

En efecto, esta cámara tiene dicho, de 
manera reiterada y sostenida a lo largo de 
años —criterio al que adhiero— que los re-
quisitos a los que se subordina el dictado 
de ese tipo de medidas, consistentes en la 
verosimilitud del derecho y en el peligro 
en demorar la tutela anticipada, son con-
currentes y complementarios. Lo primero 
porque a falta de uno de ellos la medida 
no puede ser acordada (“Hidroeléctri-
ca El Chocón SA c. Estado Nacional (Mi-
nisterio de Economía) y otro s/ amparo”, 
sent. int. 531/05; “Capex SA c. Ente Nacio-
nal Regulador de la Electricidad (ENRE) s/ 
amparo”, sent. int. 605/05; “Fisco Nacional 
(AFIP) c. Fox Petrol SA s/ embargo pre-
ventivo”, sent. int. 1540/05; “Perticarini, 
Eduardo T. c. Comisión Nacional de Regu-
lación de Transporte y otros s/ acción de 
amparo”, sent. int. 135/07; “Vía Frutta SA c. 
Estado Nacional-Administración Federal 
de Ingresos Públicos-Dirección Gral. de 
Aduanas s/ medida cautelar autónoma”, 
sent. int. 55/08, entre otros); lo segundo 
porque la rigurosidad en el examen de la 
concurrencia de estos requisitos debe ser 
inversamente proporcional, de donde a 
mayor intensidad en la verosimilitud del 
derecho corresponde una apreciación más 
laxa del peligro en la demora y vicever-
sa (“Bejares, Francisco A. c. Universidad 
Nacional del Comahue, Servicio de Obra 
Social (Sosunc)”, sent. int. 85/93; “ORSNA 
c. Municipalidad de S.C. de Bariloche s/ 
medida cautelar”, sent. int. 376/07, entre 
otros).

En tales condiciones, propongo ad-
mitir el recurso de apelación interpues-
to en subsidio por la demandada y, en 
consecuencia, revocar la resolución de 
fs. 13.

Las costas deberían imponerse a la em-
bargante vencida (art. 68, primer párrafo, 
del Cód. Proc. Civ. y Comercial).

Como las labores generadas en la sus-
tanciación del remedio se suscitaron 
en primera instancia, al haber sido esta 
una apelación subsidiaria, la retribución 
de los profesionales debe ser efectua-
da allí (“Banco de la Nación Argentina 
c. Ganem, Eduardo y otra s/ ejecutivo”, 
sent. int. 323/06).

El doctor Lozano dijo:

Comparto las conclusiones que antece-
den y me pronuncio de la misma manera.

Por lo expuesto, el Tribunal resuelve: I. 
Admitir el recurso de apelación interpues-
to en subsidio por la contribuyente y, en 
consecuencia, revocar la decisión impug-
nada, con costas a la embargante; II. Regis-
trar, notificar y, oportunamente, devolver 
a origen. — Mariano R. Lozano. — Richar 
F. Gallego.

Embargo preventivo
Requisitos. Acreditación del ocultamien-
to de bienes. Rechazo. 

1. -	 La sola declaración de testigos que ma-
nifiestan sobre la situación económica 
de la empresa por dichos de compañe-
ros o gente que trabaja o prestó allí al-
gún servicio en modo alguno habilita el 
dictado de la medida cautelar y no es 
equiparable al ocultamiento de bienes 
o disminución notable de responsabi-
lidad que justifique el presupuesto en 
tratamiento.

2. -	 La prueba producida en la informa-
ción sumaria carece de valor proba-
torio en el grado suficiente para ad-
mitir la cautelar solicitada. Si bien no 
es necesaria la plena acreditación de 

la existencia del derecho, se requie-
re que resulte en forma objetiva. No 
basta el simple temor o aprehensión 
del solicitante, sino que debe derivar 
de hechos que pueden ser apreciados 
aun por terceros.

3. -	 Las remisiones genéricas a “de acuer-
do a lo que surge de las informaciones 
sumarias ratificadas” y “el estado y 
constancias de autos” en modo alguno 
satisface la carga de razonable funda-
mentación que los jueces deben reali-
zar por imperio de la forma republicana 
de gobierno.

C A p e l .  C i v . ,  C o m o d o r o  R i v a d a v i a , 
29/04/2022. - M., M. L. c. T. P. N. S.R.L. s/ 
Medida cautelar.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/51245/2022]

Costas

Se imponen al actor vencido.

2ª Instancia.- Comodoro Rivadavia, 
abril 29 de 2022.

Considerando:

Estos autos caratulados: “M., M. L. 
c. TPN SRL s/ medida cautelar” Expte. 
Nº 150/2022, venidos del Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Laboral Nº 2 
(Expte. Nº 525/2021), por haber interpues-
to la demandada el 20 de enero de 2022 
(ID 549399 ap. II) recurso de reposición 
con apelación en subsidio contra la pro-
videncia fechada el 22 de diciembre de 
2021, que traba embargo sobre bienes de 
la accionada T. P. N. S. SRL hasta cubrir la 
suma de $9.807.982,80 con más la suma de 
$2.000.000 provisorios para responder a 
intereses y costas. Asimismo la demanda-
da interpone aclaratoria el 9 de febrero de 
2022 (ID 565294) y recurso de apelación el 
10 de febrero de 2022 (ID 566378) contra la 
sentencia Nº 9/22 fechada el de febrero de 
2022. Además, el actor, el 18 de febrero de 
2022 (ID 577650) solicita se deje sin efecto 
lo dispuesto por la jueza el 17 de febrero de 
2022, subsidiariamente interpone recurso 
de apelación contra dicha resolución.

I. A fin de entender la secuencia recur-
sos interpuestos haremos una reseña de 
los actos procesales que surgen del expe-
diente digital.

El 10 de diciembre de 2021 la ac-
tora mediante escrito digital (CRU-
005295000000019958-9) solicita medida 
cautelar —embargo preventivo— con-
tra la empresa TPNS SRL por la suma de 
$9.807.982,80 con más las sumas que se 
presupuesten provisoriamente para res-
ponder a intereses y costas; por resultar 
ser su ex empleadora y no abonar las su-
mas correspondientes a su distrato labo-
ral, ni hacer entrega de las certificaciones 
de ley. Acompaña liquidación e informa-
ción sumaria.

El 22 de diciembre de 2021, la jueza de-
creta el embargo preventivo sobre los bie-
nes de la demandada hasta cubrir el mon-
to peticionado en la demanda más la suma 
de $2.000.000 para intereses y costas, de 
conformidad con lo previsto en el art. 71 
de la Ley XIV Nº 1.

El 20 de enero de 2022 (ID 549399 Ap. II), 
la demandada interpone recurso de repo-
sición con apelación en subsidio contra 
la providencia fechada el 22 de diciembre 
de ese año. Sustanciado el recurso, la jue-
za dicta sentencia el 8 de febrero de 2022, 
rechazando el recurso de reposición plan-
teado.

El 9 de febrero de 2022 (ID 565294), la 
demandada interpone aclaratoria toda vez 
que en la sentencia fechada el 8 de febrero 
se omitió conceder el recurso de apelación 
en subsidio.

El 10 de febrero de 2022 (ID 566378), la 
demandada nuevamente interpone recur-
so de apelación contra la sentencia Nº 9/22 
del 08/02/2022.

El 17 de febrero de 2022 se dicta 
sentencia aclaratoria en el punto III, 
concede el recurso de apelación en 
subsidio en relación y con efecto de-
volutivo y en el punto IV, dado que la 
demandada el 10 de febrero interpuso 
recurso de apelación contra la senten-
cia interlocutoria Nº 9/22 de fecha 8 de 
febrero; concede el recurso en relación 
y con efecto devolutivo ordenando que 
el apelante expresar agravios en 5 días.

El 18 de febrero de 2022 (ID 577650), 
la actora solicita se deje sin efecto la re-
solución fechada el 17 de febrero toda 
vez que la misma ordena que la contra-
ria exprese agravios cuando en realidad 
se trata de una apelación en subsidio al 
recurso de reposición denegado que ya 
se encuentra fundado. Subsidiariamen-
te interpone recurso de apelación con-
tra la sentencia interlocutoria de fecha 
17/02/2022.

El 25 de febrero de 2022, la jueza concede 
el recurso interpuesto por la actora contra la 
Sentencia Interlocutoria Nº 13/2022 de fe-
cha 08 de febrero de 2022, en relación y con 
efecto devolutivo y ordena que la apelante 
expresar agravios en el término de 5 días.

El 2 de marzo de 2022, expresa agravios 
la demandada (ID 586119) y el 8 de marzo, 
expresa agravios la actora (ID 594046).

El 14 de marzo de 2022, la jueza corre 
traslado de sendos recursos.

El 22 de marzo de 2022, contestan tras-
lado la demandada (ID 611123) y la actora 
(ID 611691).

Elevándose los autos a fin de resolver.

Como puede advertirse la forma desor-
denada de llevar adelante el proceso por 
parte de la jueza y juez intervinientes han 
dado lugar a una confusión de las partes 
que los llevó a interponer una seguidilla 
de recursos, que deben ser declarados mal 
concedidos.

Concretamente, frente a la providen-
cia de fecha 22 de diciembre de 2021 la 
demandada interpuso el 20 de enero de 
2022, recurso de reposición con apelación 
en subsidio y la jueza rechazo el recurso 
de reposición el 8 de febrero de 2022 —SI 
Nº 9/2022—.

Claramente la demandada no podía pre-
sentar nuevamente recurso de apelación 
—10/2/2022 ID 566378— contra dicha pro-
videncia toda vez que se encontraba pen-
diente el recurso de apelación en subsidio, 
oportunamente interpuesto.

La única parte que podía apelar la re-
solución recaída era el actor que no había 
interpuesto la revocatoria, siguiendo en 
ello las pautas establecidas por el Código 
Procesal para el procedimiento de la ape-
lación en relación.

Por lo que el recurso concedido en el 
Punto IV de la Sentencia Interlocutoria 
Nº 13/2022, fechada el 17 de febrero del 
corriente año debe declararse mal conce-
dido.

Igual suerte sigue el recurso de apela-
ción interpuesto por la actora el 18 de fe-
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brero de 2022 (ID 577650) contra la sen-
tencia interlocutoria Nº 13/2022 fechada 
el 17 de febrero del corriente que concedía 
los recursos de apelación, atento a que se 
declaró mal concedido el mismo.

Pero además cabe recordar que el auto 
que concede o deniega un recurso no es 
susceptible de recurso alguno.

Así lo ha dicho la jurisprudencia: “La 
providencia que concede un recurso de 
apelación no es susceptible a su vez de ser 
apelada (Cfme. CNCiv., Sala A, 07/05/1973, 
ED, 49-655; íd., Sala F, 19/11/1980, ED, 92-
386).

Atento lo expuesto, el único recurso de 
apelación que trataremos es el interpuesto 
en subsidio por la demandada —ID 549399 
Ap. II—.

II. Se agravia la recurrente contra la pro-
videncia fechada el 22/12/2021 que decre-
ta el embargo preventivo sobre sus bienes 
y solicita se levante la medida, liberando 
los fondos inmovilizados y oportunamente 
se reintegren a su cuenta bancaria. Sostie-
ne que las operaciones de cálculo llevadas 
a cabo en la demanda inicial son falaces ya 
que el actor fue despedido con causa, me-
diante acta notarial, no existiendo crédito 
ni rubro con derecho a reclamar y mucho 
menos corresponde aplicar el Decreto 
Nº 413/2021. Acompaña liquidación co-
rrespondiente a 9/2021 la cual asciende a 
$393.505.

Expresa que en el presente caso no se 
dan las situaciones concretas que prevé 
el art. 71 de la Ley XIV, toda vez que no 
se acreditó la tentativa de enajenación 
ni el ocultamiento o traslado de bienes. 
Señala que no se encuentra acreditado 
ninguno de los requisitos previstos por 
el art. 211 del CP como son la verosimili-
tud del derecho y el peligro en la demora, 
toda vez que el Sr. M. fue despedido con 
causa mediante actuación notarial que 
se incorporó al expediente iniciado por 
ante la Subsecretaría de Trabajo y tam-
poco existe la urgencia que hace referen-
cia el actor, la cual es totalmente falsa e 
infundada.

Afirma que su situación financiera es só-
lida y el nombramiento de un gerente en 
la sucursal de esta ciudad o bien la nueva 
representación legal en uno de los socios 
gerentes, decidida en asamblea, no impli-
ca ni acredita un “supuesto de venta de ac-
tivos” “un cambio de nombre” o cualquier 
tipo de maniobra para insolventarse, sino 
que se corresponde con el normal desen-
volvimiento de una sociedad comercial en 
base a sus estatutos.

Refiere que el decreto se sustenta en la 
declaración de dos testigos que manifies-
tan “me dijeron compañeros” “...se por 
gente que trabaja ahí”, sin tener acabado 
y personal conocimiento de la situación, 
siendo ello insuficiente para provocar la 
inmovilización de los fondos por más de 
$11.000.000, destinados a los gastos ope-
rativos de la empresa y el pago de los sala-
rios de sus empleados. En lo que a la prue-
ba producida en la información sumaria 
se refiere, le reprochó a los testigos C. y 
P. la comisión del delito de falso testimo-
nio. Agrega que el único objetivo del actor 
es perjudicarla inventando una supuesta 
debilidad económica o endilgándoles 
maniobras para eludir obligaciones para 
con él. Afirma que el Sr. M. era encarga-
do de depósito nunca fue gerente y que el 
despido con causa se efectivizó mediante 
Acta de requerimiento y notificación con 
intervención de una escribana pública, 
que el actor se negó a firmar. Aclara que 
de la Actas de Directorio acompañadas 
se demuestra que no hay cambio de ge-
rentes, no existen nuevos dueños ni otra 

razón social, que él —Sr. B.— es socio 
gerente y parte integrante del directorio 
su designación data del año 2013 siendo 
renovado su nombramiento ininterrum-
pidamente. Asevera que la única modi-
ficación relevante fue ampliar el objeto 
social de la empresa lo cual demuestra su 
crecimiento, expansión y estabilidad en 
sus negocios. Agrega que no registra che-
ques sin fondos y los informes crediticios 
y financieros que publica el Banco Cen-
tral los califica en situación 1. Asimismo, 
expresa que los certificados que aduce 
el actor y el testigo que no fueron dados, 
han sido recibidos de puño y letra por el 
Sr. M. por correo O. confronte notarial, 
en el domicilio denunciado para el in-
tercambio telegráfico. Acompaña prueba 
documental. Solicita el levantamiento de 
la medida.

Sustanciado el memorial de agravios el 
mismo fue contesta por la parte actora (ID 
551609).

El 8 de febrero de 2022, la jueza rechaza 
el recurso de reposición y el 17 de febrero 
concede el recurso de apelación en subsi-
dio —Punto II y III—.

III. Delimitada de este modo la cues-
tión traída a conocimiento del Tribunal, 
cabe señalar que la ausencia de funda-
mentación de la resolución en crisis es 
evidente.

En efecto, las remisiones genéricas a 
“de acuerdo a lo que surge de las infor-
maciones sumarias ratificadas” y “el esta-
do y constancias de autos” en modo algu-
no satisface la carga de razonable funda-
mentación que los jueces deben realizar 
por imperio de la forma republicana de 
gobierno.

Sin perjuicio de lo anterior, se impone 
señalar que el inciso a) del artículo 71 de 
la Ley XIV Nº 1 el cual faculta al juez a tra-
bar embargo sobre los bienes del deman-
dado “Cuando se justifique sumariamen-
te que el deudor trata de enajenar, ocultar 
o transportar bienes o que por cualquier 
causa se hubiere disminuido notable-
mente su responsabilidad, en forma que 
perjudique los intereses del acreedor y 
siempre que el derecho del peticionan-
te surja verosímilmente de los extremos 
probados”.

A la hora de analizar dicha norma, esta 
Cámara en anterior composición ha dicho 
que la misma “describe concretas situacio-
nes que determinan la procedencia de la 
medida. Por un lado prevé el supuesto de 
actos voluntarios del deudor —sin requerir 
la prueba que se debieron a una intención 
dolosa— pero aún no consumados y por 
el otro lado, en forma amplia, cualquier 
causa incluso ajena a la voluntad del deu-
dor, que implique disminución notable de 
su responsabilidad. Ambos presuponen 
perjuicio de los intereses del acreedor. Su-
perado este estadio de la norma es dable 
exigir el segundo requisito: “que el dere-
cho del peticionante surja verosímilmente 
de los extremos probados”. Entonces, del 
propio texto legal que sirvió de funda-
mento jurídico de la pretensión cautelar, 
resulta la necesidad de acreditar la tenta-
tiva de enajenación, ocultamiento o tras-
lado de los bienes por parte del deudor o 
bien la existencia de cualquier otra causa 
de disminución notable de su responsa-
bilidad para que proceda el embargo pre-
ventivo” (Cfme. Sala B en autos: “M., E. C. 
c. A. B. SA s/ embargo preventivo”, Expte. 
Nº 16.614/2007).

Del contraste del criterio antes expuesto 
con los términos en los cuales la medida 
fue requerida y concedida, se advierte que 
los requisitos legales no se encuentran sa-
tisfechos.

En efecto, de la lectura del escrito de 
demanda se desprende que el actor con-
sideró que su despido fue verbal que ocu-
rrió el 10/09/2021 y hasta el 10/12/2021 
la empresa no se contactó con él y no le 
abonó sus acreencias laborales ni en-
tregado lo certificados de ley, sumado a 
que tiene conocimiento que la empresa 
cambio toda su cúpula gerencial, que 
existen otros dueños y también que co-
menzaría a funcionar bajo otra razón so-
cial, el peligro que justificaría la medida 
es el hecho de que un desapoderamiento 
de bienes, previo a un pedido de quiebra 
tornaría dificultoso la percepción de su 
haberes.

Dicha plataforma fáctica se encuentra 
controvertida a tenor de las piezas acom-
pañadas con el recurso, el 19 de enero de 
2022 (ID 549399).

Asimismo, junto al escrito de deman-
da se han acompañado un telegrama 
ley Nº 23.789 enviado por el actor a la 
demandada el 13/09/2021 —CD X.— y 
el 26/10/2021 y la contestación de la de-
mandada del 24/09/2021, dos recibos de 
haberes julio y agosto/2021, nota de des-
pido con una firma ilegible, a la que se 
han añadido dos declaraciones, el testi-
monio del Sr. V. A. C., contratado por el 

Sr. M. para hacer trabajos de soldaduras 
en la empresa TPN SRL; el cual a la pre-
gunta 4) Si sabe cual es la situación actual 
financiera de TPN SRL contesta: “Se por 
gente que conozco de ahí, que está com-
plicada la Empresa, que hay nuevos ge-
rentes en Buenos Aires y acá en Comodo-
ro también. Que no le pagaron a ninguno 
de los que echaron y están por cambiar el 
nombre o algo así, como que estaría por 
desaparecer”.

Y la del testigo J. E. P. dijo que conoce al 
Sr. M. M. porque trabaja en P. H. y lo con-
trato cuando era gerente, para que vaya a 
hacer un servicio ahí. A la pregunta 4)  Si 
sabe cuál es la situación actual financiera 
de TPN SRL contesta: “Me dijeron com-
pañeros que la conocen o trabajaron ahí 
haciendo algún servicio, que cambió toda 
la Gerencia en Bs. As. y en la sede de Co-
modoro Rivadavia y que la empresa está en 
una situación muy mala económica, cerca-
na a la quiebra. Que están por cambiar el 
nombre y poner todos los bines a nombre 
de una nueva sociedad.”

Es decir, independientemente del falso 
testimonio endilgado, la prueba producida 
en la información sumaria carece de valor 
probatorio en el grado suficiente para ad-
mitir la cautelar solicitada.
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El Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal Nº 1, secretaría Nº 1, sito en 
Libertad 731 9º piso de esta ciudad, 
informa que el/la Sr./a. SHUILY AK-
TER de nacionalidad Bangladesh 
con D.N.I. Nº 95.455.863 ha ini-
ciado los trámites tendientes a ob-
tener la ciudadanía argentina. Por 
ello cualquier persona que tuviere 
conocimiento de algún aconteci-
miento que estimara podría obstar 
a dicha concesión, deberá hacerlo 
saber a este Juzgado. Publíquese 
por dos días.

Buenos Aires, 27 de mayo de 2022
Ana Laura Bruno, sec.

LA LEY: I. 07/06/22 V. 08/06/22

El Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial Fe-
deral Nº 8, secretaría Nº 15, sito en 
Libertad 731 7º piso de esta ciudad, 
informa que ALFREDO JOSÉ RES-
TREPO MÁRQUEZ de nacionalidad 
venezolana con DNI 95.914.415 ha 
iniciado los trámites tendientes a 
obtener la ciudadanía argentina. 
Por ello cualquier persona que tu-

viere conocimiento de algún acon-
tecimiento que estimara podría 
obstar a dicha concesión, deberá 
hacerlo saber a este Juzgado. Pu-
blíquese por dos días.
Buenos Aires, 4 de febrero de 2022

Felipe J. Cortés Funes, sec.
LA LEY: I. 07/06/22 V. 08/06/22

El Juzgado Nacional de 1ª Inst. en 
lo Civ. y Com. Fed. Nº 11, Secretaría 
Nº 22, sito en Libertad 731, 7º piso, 
de esta Capital, hace saber que el 
Sr. FRANK ALEXIS CEREIJO NAVA-
RRO cuyo DNI es el Nº: 96.076.631, 
de nacionalidad cubana, ha so-
licitado la ciudadanía argentina. 
Quien conozca algún impedimento 
para la concesión del beneficio, po-
drá comunicarlo a través del Minis-
terio Público. Publíquese por dos 
días, en un lapso de quince días.

Buenos Aires, 5 de julio de 2021
Laura Gabriela Sendón, sec.

LA LEY: I. 07/06/22 V. 07/06/22

El Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial 
Federal Nº 2, secretaría Nº 3, sito 

en Libertad 731, 4º piso, CABA, in-
forma que la Sra./Sr. ENDER AR-
GENIS SÁNCHEZ ARANGUREN, de 
nacionalidad venezolana, con DNI 
Nº 95705355 ha iniciado los trá-
mites para la obtención de la ciu-
dadanía argentina. Cualquier per-
sona que conozca un impedimento 
al respecto deberá hacer saber su 
oposición fundada en el Juzgado. 
Publíquese por 2 veces en un lapso 
de 15 días.

Buenos Aires, 29 de junio de 2021
Juan Martín Gavalda, sec.

LA LEY: I. 07/06/22 V. 07/06/22

El Juzgado Nacional de 1ª Inst. en 
lo Cvi. y Com. Fed. Nº 11, Secreta-
ría Nº 22, sito en Libertad 731, 7º 
piso, de esta Capital, hace saber 
que la Sra. MARIE EMMANUELLA 
MALAICA CESAR cuyo DNI es el 
Nº: 96.135.384, de nacionalidad 
Haitiana, ha solicitado la ciudada-
nía argentina. Quien conozca algún 
impedimento para la concesión 
del beneficio, podrá comunicarlo a 
través del Ministerio Público. Publí-

quese por dos días, en un lapso de 
quince días. 

Buenos Aires, 10 de mayo de 2022
Laura Gabriela Sendón, sec.

LA LEY: I. 07/06/22 V. 07/06/22

El Juzgado Nacional de Primera In-
stancia en lo Civil y Comercial Fed-
eral Nº 8 a cargo del Dr. Marcelo 
Gota, secretaría Nº 16 a mi cargo, 
sito en Libertad 731 7º piso de Cap-
ital Federal, hace saber que JONA-
THAN EDUARDO ARGUELLO VEL-
ASQUEZ de nacionalidad venezola-
na con DNI 95.446.314 ha peticio-
nado la concesión de la ciudadanía 
argentina, a fin de que los interesa-
dos hagan saber a este Juzgado las 
circunstancias que pudiesen obstar 
a dicho pedido. Publíquese por dos 
días. El presente deberá ser publi-
cado por dos veces en un lapso de 
quince días en el diario LA LEY.

Buenos Aires, 21 de abril de 2022
Sebastián A. Ferrero, sec.

LA LEY: I. 07/06/22 V. 07/06/22

El Juzgado Nacional de 1ª Inst. en 
lo Civ. y Com. Fed. Nº 11, Secre-

taría Nº 22, sito en Libertad 731, 7º 
piso, de esta Capital, hace saber 
que la Sra. DELGADO BRICEÑO, 
VERÓNICA ORIANA cuyo DNI es el 
Nº: 95.857.092, de nacionalidad 
venezolana, ha solicitado la ciu-
dadanía argentina. Quien conozca 
algún impedimento para la con-
cesión del beneficio, podrá comuni-
carlo a través del Ministerio Públi-
co. Publíquese por dos días, en un 
lapso de quince días.

Buenos Aires, 6 de mayo de 2022
Laura Gabriela Sendon, sec.

LA LEY: I. 07/06/22 V. 07/06/22

El Juzgado Nacional de 1ª Inst. en 
lo Civ. y Com. Fed. Nº 11, Secre-
taría Nº 22, sito en Libertad 731, 
7º piso, de esta Capital, hace sa-
ber que la Sra. ELAYNE JOSEFINA 
PONCE VARGAS cuyo DNI es el 
Nº: 95.928.594, de nacionalidad 
venezolana, ha solicitado la ciu-
dadanía argentina. Quien conozca 
algún impedimento para la con-
cesión del beneficio, podrá comuni-
carlo a través del Ministerio Públi-
co. Publíquese por dos días, en un 

lapso de quince días.
Buenos Aires, 12 de mayo de 2022

Laura Gabriela Sendon, sec.
LA LEY: I. 07/06/22 V. 07/06/22

Ante el Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Civil  y Co-
mercial Federal Nº 10, Secretaría 
Nº 19, sito en Libertad 731, 9º piso 
de esta ciudad, tramita el pedi-
do de ciudadanía argentina de el/
la Sr./Sra. LISBHY NAYARI MO-
RALES FLORES de nacionalidad 
venezolana con 95.697.793 según 
Exp. Nº 6025/2022 “MORALES 
FLORES, LISBHY NAYARI s/SOLICI-
TUD DE CARTA DE CIUDADANÍA”. 
Por ello cualquier persona que tu-
viere conocimiento de algún acon-
tecimiento que estimara podría 
obstar a dicha concesión, deberá 
hacerlo saber a este Juzgado. Pu-
blíquese por dos días.

Buenos Aires, 10 de mayo de 2022
María Lucila Koon, sec.

LA LEY: I. 06/06/22 V. 07/06/22

Edictos

Ha dicho la jurisprudencia que si bien 
no es necesaria la plena acreditación de 
su existencia, se requiere que resulte en 
forma objetiva. No basta el simple temor 
o aprehensión del solicitante, sino que 
debe derivar de hechos que pueden ser 
apreciados —en sus posibles consecuen-
cias— aun por terceros (Raúl Martínez Bo-
tos “Medidas Cautelares” Ed. Universidad 
2007, p. 45).

Es que reiteramos, la normativa invo-
cada describe concretas situaciones que 
determinan la procedencia de la medida. 
El anticipo de la garantía jurisdiccional se 
encuentra supeditado no solo a la verosi-
militud del derecho sino también al requi-
sito del peligro en la demora. Este supone 
la disminución de la responsabilidad del 
demandado, y tal recaudo, no fue mínima-
mente acreditado en autos. La sola decla-
ración de testigos que manifiestan sobre 
la situación económica de la empresa por 
dichos de compañeros o gente que trabaja 
o presto algún servicio en la empresa en 
modo alguno habilita el dictado de la me-
dida cautelar y no es equiparable al ocul-
tamiento de bienes o disminución notable 
de responsabilidad que justifique el presu-
puesto en tratamiento.

De este modo, queda en evidencia que 
no se encuentra acreditado que la de-
mandada haya ocultado o transportados 
bienes o disminuido en forma notable su 
responsabilidad.

Lo aquí decidido es sin perjuicio de la 
adopción de una decisión distinta en el 
supuesto de verse alteradas las presentes 
circunstancias de hecho.

Por los fundamentos expuesto, corres-
ponde hacer lugar al recurso de apelación 
en subsidio interpuesto por la demandada 
el 20 de enero de 2022 (ID 549399 ap. II) y 
revocar la providencia fechada el 22 de di-
ciembre de 2021.

IV. En los términos del artículo 282 el 
Cód. Proc. Civ. y Comercial, las costas y los 
honorarios regulados deben ser readecua-
dos.

Atento lo resuelto precedentemen-
te se revoca el punto 2)  de la Sentencia 
Interlocutoria Nº 09/2022 fechada el 
08/02/2022.

Las costas de ambas instancias se im-
pondrán a la parte actora vencida, por el 

principio objetivo de la derrota (art. 69 de 
CP).

Los honorarios correspondientes a la 
tarea profesional cumplida en ambas ins-
tancias serán regulados teniendo en cuen-
ta la naturaleza del proceso, el mérito de 
la labor desarrollada, éxito obtenido y si-
tuación económica de las partes (arts. 5, 6, 
6 bis, 7, 13, y 32 de la Ley XIII Nº 4 modif. 
Nº 15).

Por ello, la Cámara de Apelaciones 
de la Circunscripción Judicial Nº II con 
asiento en la ciudad de Comodoro Riva-
davia, resuelve: 1)  Hacer lugar al recurso 
de apelación en subsidio interpuesto por 
la demandada el 20 de enero de 2022 (ID 
549399 ap. II) y, en consecuencia revocar 
la providencia fechada el 22 de diciembre 
de 2021 y el punto 2) de la sentencia inter-
locutoria Nº 09/2022 de fecha 08/02/2022. 
2) Declarar mal concedido los recursos de 
apelación interpuestos por la demandada 
el 10/02/2022 (ID 566378) y por la actora 
el 18/02/2022 (ID 577650). 3) Imponer las 
costas de ambas instancias al actor venci-
do. 4)  Regular los honorarios de las Dras. 
N. D. N. y E. N. W., por su actuación pro-
fesional en la instancia de grado, en con-

junto, en la suma de pesos equivalente al 
quince (15%) por ciento de lo que se les 
regulará en oportunidad de la sentencia 
definitiva; y los honorarios de los Dres. N. 
A. C. y P. D. P., por su actuación profesio-
nal en la instancia de grado, en la suma de 
pesos equivalente al diez (10%) por ciento 
de lo que se les regulará en oportunidad de 
la sentencia definitiva. En todos los casos, 
más IVA de corresponder. 5)  Regular los 
honorarios de las Dras. N. D. N. y E. N. W., 
por su actuación profesional en esta ins-
tancia, en conjunto, en la suma de pesos 
equivalente al treinta y cinco (35%) por 
ciento de lo de lo indicado en su favor en el 
punto precedente; y los honorarios de los 
Dres. N. A. C. y P. D. P., por su actuación 
profesional en esta instancia, en la suma 
de pesos equivalente al veinticinco (25%) 
por ciento de lo de lo indicado en su favor 
en el punto precedente. En todos los casos, 
más IVA de corresponder. 6)  Regístrese, 
notifíquese y oportunamente devuélvase. 
La presente sentencia se dicta por dos vo-
cales de Cámara en virtud de encontrarse 
en uso de licencia el Sr. juez de Cámara 
Dr. Manuel Horacio Pis Diez y concordar 
en la solución del caso (Ley V-174 y art. 274 
CPCCCh). — Fernando Nahuelanca. — Ve-
rónica D. Robert.
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SUMARIO: I. Introducción.— II. “Definitividad” formal.— III. “Definitividad” sustancial.— IV. Conclusiones.

I. Introducción

El Código Procesal Laboral mendocino —en 
adelante, CPL— estructura el proceso en ins-
tancia única, por ante tribunales colegiados (1), 
por lo que la sentencia pronunciada en esa ju-
risdicción es inapelable.

Si bien lo dispone expresamente, a renglón 
seguido aclara que subsiste la posibilidad de 
deducir “...los recursos extraordinarios que 
puedan corresponder y que autorice la Cons-
titución o las leyes por ante la Suprema Corte 
de Justicia...” (2).

En su concordancia, el Código Procesal Ci-
vil, Comercial y Tributario —en lo sucesivo, 
CPCCyT— prevé que esos remedios solo pro-
cedan “...contra las resoluciones definitivas que 
impidan la prosecución de la causa en las ins-
tancias ordinarias, que no hayan sido consenti-
das por el recurrente y siempre que no sea po-
sible plantear nuevamente la cuestión en otro 
recurso o proceso...” (3).

Ergo, la única vía posible para revisar lo de-
cidido por el juez del Trabajo es la instancia 
extraordinaria, con el hoy denominado Recur-
so Extraordinario Provincial —para nosotros, 

REP—, comprensivo de los antes llamados 
“Recursos Extraordinarios de Inconstituciona-
lidad” y “de Casación” (4).

Sin embargo, la actividad judicial no se agota 
en el dictado de la sentencia. Al contrario, los 
cuestionamientos pueden cernirse sobre de-
cretos o autos dictados por el órgano jurisdic-
cional (5), en cuyo caso es necesario demostrar 
que la disposición es definitiva.

En todo caso, el carácter de “extraordina-
rio” (6) que ostenta el REP, conduce a que deba 
ser analizado en forma restrictiva, lo que impli-
ca que el incumplimiento de sus presupuestos 
inclina la balanza a favor de la validez de la de-
cisión criticada (7).

Luego, dado que la “definitividad” constitu-
ye un verdadero presupuesto ineludible, (8) 
su ausencia acarrea el rechazo de la articu-
lación (9), sea al tiempo de la admisión for-
mal (10), sea al momento en que se dicte la 
sentencia en la instancia extraordinaria, dado 
que la aludida admisión no hace cosa juzga-
da (11).

Lo dicho hasta aquí da cuenta de la impor-
tancia de precisar cuándo una resolución po-

see carácter definitivo y cuándo no; y es difícil 
aventurarlo, en forma genérica y a priori.

Incluso, puede suceder que algo sea “defi-
nitivo” para una parte y que no lo sea para la 
otra (12).

En este ensayo nos proponemos esclare-
cer esta problemática, con base en las pautas 
sentadas por la Sala II de la Suprema Corte lo-
cal (13).

II. “Definitividad” formal

A tal fin, ante todo, hay que tener presente 
que el ordenamiento exige cierta actividad pro-
cesal a las partes, que coadyuva a la configura-
ción de lo “definitivo”, desde un punto de vista 
formal o extrínseco; pero que también impide 
que se tenga por consentido el decisorio.

Recordemos aquí que el código adjetivo 
demanda que las decisiones criticadas “...no 
hayan sido consentidas por el recurrente...” y 
que “...no sea posible plantear nuevamente la 
cuestión en otro recurso o proceso...” (14).

Por esto, es necesario agotar todos los me-
canismos previstos en la instancia de grado 

para subsanar cualquier menoscabo que una 
disposición pueda haber causado, incluido, 
el incidente de nulidad, cuando resulte pro-
ceder.

La exigencia responde a dos motivos, se-
gún la doctrina de la Corte Federal: Por una 
parte, al principio de buen orden que debe 
regir en los procesos judiciales; y por el otro, 
a razones de economía procesal (15).

En consecuencia, los litigantes deben 
intentar remediar sus agravios ante el mis-
mo juez que dictó la resolución, antes de 
probar suerte con el REP (16), porque el 
hecho de que exista “...la posibilidad de 
cuestionar el acto por la vía ordinaria im-
pide la apertura de la instancia extraordi-
naria...” (17).

II.1. Aclaratoria

En ese cometido, y en el ámbito del trabajo, 
específicamente, hay que deducir el Recurso 
de Aclaratoria (18), siempre que se advierta 
la necesidad de corregir errores materiales, 
aclarar conceptos oscuros o suplir omisiones 
cometidas en los autos y/o en la sentencia 
definitiva.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Arg. art. 1, CPL.
(2) Arg. art. 85, CPL.
(3) Arg. art. 145, inc. I del CPCCyT.
(4) Arg. art. 85 CPL y 145, inc. I del CPCCyT.
(5) Arg. art. 88 y cc., CPCCyT.
(6) Conf. PODETTI, J. Ramiro, “Tratado de los Recursos”, ob. 

cit.
(7) Arg. art. 145, CPCCyT.
(8) Para el estudio del Recurso Extraordinario, en gene-

ral, sugerimos: PODETTI, J. Ramiro, “Tratado de los Recur-
sos”; adaptado por Oscar Eduardo Vázquez, Buenos Aires, 
Ediar, 2ª ed., 2009; CORREA, María Angélica, “Recursos 

extraordinarios provinciales”, LLGran Cuyo 2004 (diciem-
bre), 1025, Cita Online: TR LALEY AR/DOC/2747/2004; 
PORRAS, Alfredo R., en “Código Procesal Laboral de la 
Provincia de Mendoza”, Tomo II /Carlos Alberto Livellara, 
2ª edición especial, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, La 
Ley, 2019, p. 374 y ss.; tb. CORREA, María Angélica - SCH-
NEITER, Arturo en “Código Procesal Civil de la Provincia de 
Mendoza” / Coordinado por Horacio C. Gianella, Buenos 
Aires: La Ley, 2009, v. I, 1ª ed., comentario artículos 145 y 
ss. CPC.

(9) SCJ Mza., S.II, LS 142-354, 152-414; “Carrillo”, LS 299-
086; ad. v. sent. del 09/05/2017, “Villegas”, e.o.

(10) Arg. art. 148 del CPCCyT.

(11) SCJ Mza., S.II, sent. del 13 de mayo de 2020, “Monte-
negro”, e.m.

(12) SCJ Mza., S.I, “Alurralde”, sent. del 07/12/1987, LS 
201-267; en el mismo sentido, S. I, “Fabuel”, LS 610-127; ad. v. 
S.II, sent. del 17/02/2021, “Ariza”, entre muchas.

(13) Hemos elegido la doctrina de ese Cuerpo, porque po-
see competencia específica en material laboral, de conformi-
dad con el art. 4º, ley provincial 4969 (BO 14/12/1984).

(14) Arg. art. 145, inciso I del CPCCyT.
(15) Conf. C.S.J.N., Fallos 274-424; 256-474, 241-368, 

225-538; 222-222, 224-971, 362-181, precedentes cita-
dos por SCJ Mza., S.II, en el voto de la mayoría en sent. del 
10/12/2019, “Manrique”.

(16) SCJ Mza., en pleno, sent. del 16/10/1951, “Zanettini”; 
ad. v. en pleno, sent. del 05/08/1952, “Quiroga”; S.I, sent. del 
26/02/2001, “Peroni”; ad. ver mi voto en S.II, sent. del 
12/08/2020, “Lima”; y sent. S.II, del 05/05/2021, “Barrien-
tos”; sent. del 18/06/2021, “Chehem”, entre muchas.

(17) SCJ Mza., LS, 136-113, 144-417; L.A. 65-247. En 
el mismo sentido, v. SCJ Mza., S.I, “Alurralde”, sent. del 
07/12/1987, LS 201-267; en el mismo sentido, S.I, “Fabuel”, 
LS, 610-127; ad. v. S.II, sent. del 17/02/2021, “Ariza”; S.II, 
sent. del 03/05/2019, “Baigorria”; ad. v. voto del Dr. Mario 
D. Adaro, en sent. del 10/12/2019, “Manrique”; en sent. del 
7/08/2020, “Rivero”; entre muchas.

(18) Conf. art. 78, CPL.



2 | Junio de 2022 Jurisprudencia Argentina Gran Cuyo

Cabe insistir, a la sazón, que este remedio 
no está previsto para rectificar fallas en el ra-
zonamiento (19), por lo que contiene una im-
portante limitación, dirigida a los juzgadores: 
no pueden alterar la sustancia de la decisión 
cuestionada, sin incurrir en arbitrariedad (20).

Ahora bien, la necesidad de su interposición 
se modera ante la detección de errores mate-
riales, porque se entiende que ellos, siempre, 
en todos los casos, deben ser corregidos, para 
no afectar la finalidad de la cosa juzgada, que 
es que ella ampare la solución real del fallo y no 
solo a su texto formal (21).

II.2. Recurso de Reposición

En el mismo sendero se inscribe, siempre 
desde el rito laboral, el Recurso de Reposición, 
herramienta que solo procede contra decretos 
y/o autos del juez del Trabajo, y cuya finalidad 
estriba en que, él mismo los revierta por con-
trario imperio (22).

En la aludida materia, se ha aceptado que sea 
deducido contra vicios in procedendo y contra 
errores in iudicando (23), para evitar mayores 
dilaciones y para mejor garantía de la tutela en 
juicio (24).

Entonces, las partes también tienen la obli-
gación de deducirlo, como un recaudo ineludi-
ble para cerrar la etapa ordinaria y posibilitar el 
ingreso en la del REP (25).

Empero, esta exigencia se soslaya, en ocasio-
nes, cuando se patentiza un menoscabo irrepa-
rable, según daremos cuenta más adelante (26).

II.3. Juicio ordinario posterior

Una particular circunstancia de nuestro 
ámbito se presenta en el apremio atípico de la 
ley 24.642, según la cual, la asociación gremial 
puede perseguir el cobro de ciertas acreencias 
por la vía ejecutiva.

En tales supuestos, la sentencia carece de 
“definitividad”, debido a que le asiste al ejecu-
tado el derecho de iniciar el juicio ordinario 
posterior (27).

Por consiguiente, verá cerrada la instancia 
extraordinaria el ejecutado que no transite ese 
otro proceso que se encuentra a su disposición.

III. “Definitividad” sustancial

Con todo, el decisorio impugnado, puede ca-
recer de “definitividad”, intrínseca.

Ello acontece, según el CPCCyT, cuando la 
decisión no impide “...la prosecución de la cau-
sa en las instancias ordinarias...” (28).

Sin embargo, el concepto adoptado por 
la Suprema Corte local, en sus dos Salas, 
posee mayor amplitud, dado que se asien-
ta en calificada doctrina procesal, que ve 
en lo irreparable, la medida de lo “definiti-
vo” (29).

Esa situación irremediable puede aconte-
cer cuando: a)  Es necesario que un derecho 
sea amparado en la oportunidad procesal en 
que se lo invoca; b) Se evidencia la magnitud 
del perjuicio económico que puede causar la 
decisión criticada; o c)  Se observa dilación y 
trastorno en el mantenimiento de esa provi-
dencia (30).

En esa línea argumental, muchos recursos 
que carecen de “definitividad” formal son, a 
la postre, admitidos, para evitar consagrar esa 
lesión irreparable que —no está de más decir-
lo— debe quedar patentizada en la presenta-
ción recursiva.

En ese contexto, es de utilidad conocer la ca-
suística propia del fuero que nos convoca, tarea 
que desarrollaremos a continuación (31).

III.3.a) “Prejudicialidad” penal

Una hipótesis particular se presenta cuan-
do, en el devenir del proceso laboral, el juez 
dispone su suspensión, a las resultas del juicio 
penal. Ello ocurre, por ejemplo, en los casos de 
despido por supuesta comisión de un delito del 
derecho criminal o en los de exclusión de tutela 
sindical por idéntico motivo.

En tal eventualidad, el decisorio pertinente 
carece de “definitividad”, porque, en principio, 
no causa un daño irremediable, y no pone fin 
al proceso: aún les asiste a ambas partes, la ex-
pectativa de resultar vencedoras en el ocaso de 
la litis (32).

III.3.b) Incompetencia

En esta temática existen variadas aristas por-
que, en general, el interesado puede volver a 
instar su demanda ante quien sí resulte com-
petente, con lo que se advierte la falta de “de-
finitividad” formal del planteamiento contra el 
resolutivo que decretó la cuestionada incom-
petencia (33).

Empero, en ocasiones, puede peligrar el mis-
mísimo derecho de acceso a la jurisdicción.

Advertida de esa posibilidad, la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación, aunque parta 
del principio de que las cuestiones de índole 
procesal son ajenas al recurso extraordinario 
federal (34), deja a salvo las hipótesis donde 
se afecten derechos de raigambre constitu-
cional (35), en particular, el de defensa en 
juicio (36).

La Sala II de la Suprema Corte local ha 
seguido un sendero análogo, en el que, no 
obstante reconocer la carencia de “defini-
tividad” —en general— en las providencias 
sobre incompetencia, ha privilegiado al de-
recho de defensa en juicio y ha reencausado 
los procedimientos, en cumplimiento de los 
mandatos impuestos por las “100 reglas de 
Brasilia sobre acceso a la Justicia de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad”, den-
tro de las que ha ubicado a los trabajadores y 
sus causahabientes (37).

a) Así, en materia de competencia debido a 
la persona (art. 116, CN), ha abierto la instan-
cia extraordinaria, al advertir que el demanda-
do no había renunciado al fuero de extranje-
ría (38).

b) En lo tocante a la competencia territorial, 
ha reenviado la causa al tribunal competente 
para que ella prosiguiera —según su estado— 
en lugar de ordenar el archivo de las actuacio-
nes (39).

c) A su vez, en cuestiones versadas sobre 
competencia por razón de la materia, en pro-
cesos que se han encontrado en la etapa pre-
liminar, ha forjado soluciones especiales (40).

(i) Tal el caso de los intentados por los llama-
dos “contratados de la administración pública” 
por ante los jueces del Trabajo (41), en las que 
ha asumido la propia competencia origina-
ria (procesal administrativa), de conformidad 
con las atribuciones constitucionales y legales, 
para garantizar el acceso a la jurisdicción del 
demandante (42).

(ii) En la misma línea, se ha arrogado la com-
petencia para resolver el planteo, al advertir 
que el actor perseguía la declaración de in-
constitucionalidad de un Convenio Colectivo 
de Trabajo Provincial, por medio de un amparo 
sindical, ante los jueces de grado, de conformi-
dad con las normas de rito sobre la acción de 
inconstitucionalidad (43).

(iii) Al contrario, ha remitido a la Cámara 
del Trabajo en turno, la acción encarada por 
el proceso contencioso administrativo por 

un agente del Estado provincial, cuando ha 
constatado que pudo haber sido víctima de 
represalias por haber ejercido su derecho de 
huelga (44).

Esta postura, a su vez, ha reconocido aval en 
inveterada doctrina de la Corte Federal, según 
la cual: “...corresponde estar a la exposición de 
los hechos que el actor haga en su demanda y 
solo secundariamente, y en la medida en que 
se adecue a ellos, al derecho que se invoque 
como fundamento de la acción...” (45).

Además, ha contado con expreso asidero en 
la actual normativa procesal (46).

d) Por el contrario, la Sala II ha “tolerado” la 
desafortunada elección de la competencia de-
bido a la materia, cuando el proceso ha llegado 
a sus estrados en avanzado estado de tramita-
ción, por respeto a los derechos alimentarios 
en pugna (47).

En tal decidir, también ha seguido los linea-
mientos de la Corte Federal, que también ha 
estimado que ello era aconsejable, no obstante 
reconocer que la competencia era contencioso 
administrativa (48).

III.3.c) Exclusión de tutela sindical

Por otra parte, en su tradicional postura, la 
Sala II entendía que las resoluciones que ex-
cluían de protección gremial a los represen-
tantes sindicales poseían carácter de medida 
“cautelar” o de decisión “provisoria” y que, por 
ello, carecían de “definitividad”.

Así las cosas, el afectado debía tramitar un 
nuevo proceso ordinario para intentar rever-
tir el eventual resultado adverso a sus intere-
ses (49).

No obstante, a partir del precedente “Rodrí-
guez” (50), advirtió que esa demora podía cau-
sar un perjuicio irreparable a la libertad sindi-
cal (51) y que el trabajador necesitaba contar 
con un remedio “sencillo y rápido” (52) para 
obtener la revisión de lo actuado.

En ese discurrir, y ante la ausencia de otra 
vía expedita idónea, entendió que el REP podía 
cumplir con esa finalidad y modificó su criterio 
preliminar (53).

Esa doctrina fue ratificada, con posterio-
ridad, por distintas integraciones del Cuer-
po (54), por lo que se consolidó en la opinión 
de la mayoría de los actuales miembros de la 
Suprema Corte.

(19) Conf. SCJ Mza., S.I, LS, 296-052 y sus citas del mismo Tri-
bunal: sent. del 2/07/1987, “Cooperativa Vitivinícola”, JA 1988-I-
18 y ED 128-93; y LS, 199-200; 215-387; 216-373; 225-253; e.o.

(20) Arg. art. 78 CPL y 132 CPCCyT. Conf. SCJ Mza., S.II, 
sent. del 16/10/2013, “Torrez”; sent. del 04/09/2018, 
“Neme”: ad. v. voto Dr. Mario D. Adaro en sent. del 
22/08/2019, “Calderón”, entre otros.

(21) SCJ Mza., S.II, sent. del 22/11/2019, “Vilchez”; 
sent. del 23/05/2018, “Quinteros”, e.o.

(22) Arg. art. 83 del CPL.
(23) SCJ Mza., S.II, autos Nº 45.627, caratulados: “Ramos, 

Ángel Carlos en jº 617, Ramos, Ángel Carlos c. Kobe Argen-
tina SA p/ordinario s/casación”, de fecha 27 de febrero de 
1990, registrado en LS, 213-410; y en fecha 26/12/2006, au-
tos Nº 83.953, caratulados: “Bravo, Jesús En Jº 32.024, Adm. 
del Cons. de Prop. Edificio Duek 25 de Mayo Nº 19 c. Oscar 
Zapata y Ots. p/Incidente s/Inc. - Cas.”.

(24) Conf. S.C.J. Mza., S.II, autos Nº 105.607, caratulados: 
“Rumaos S.A. En Jº 15.962 “Cortez, Andrés Marcelo c/ Ru-
maos S.A. p/ Despido” s/ Inc. Cas.”, 14/11/2013.

(25) Conf. S.C.J. Mza., S.II, sent. del 29/11/2016, “Ville-
gas”; sent. del 08/02/2013, “Gurlino”; sent. del 19/10/2016, 
“Villegas”; sent. del 30/03/2017, “Mariani”; sent. del 
03/04/2018, “Oreira”; sent. del 05/04/2018, “Cuellar”; 
sent. del 24/05/2018, “Iriart”; sent. del 26/02/2019, “Rug-
geri”, entre otras.

(26) S.C.J. Mza., S.II, sent. del 05/04/2018, “Cuellar”; 
ad. v. voto de la mayoría en sent. del 14/06/2021, “Tobares”; 
sent. del 15/06/2021, “Buccolo”; sent. del 15/06/2021, “Cá-
ceres”; sent. del 18/09/2020, “Herrera”, e.o.

(27) Art. 253, CPCCyT. Ver S.C.J. Mza., S.II, sent. del 

15/10/2020, “Santilli”, voto de la mayoría.
(28) Arg. art. 145, inciso I del CPCCyT.
(29) Conf. S.C.J. Mza., S.I, sent. del 06/11/1986, LS197-

043; LS313-104; ad. v. S.C.J. Mza., S.II, sent. del 11/04/2006, 
“Fluixa De Rodríguez”; sent. del 24/05/2018, “Iriart”; 
sent. del 05/11/2018, “Cortez”; sent. del 26/02/2019, “Rug-
geri”; sent. del 18/09/2020, “Herrera”, e.m.

(30) Conf. PODETTI, J. Ramiro, “Tratado de los recursos”, 
op. cit., pág. 469, con cita de Imaz y Rey.

(31) En general, tampoco se consideran definitivos a los 
autos que desestiman nulidades procesales (L.A. 23-292, 
84-188; S.C. J. Mza., S.II, sent. del 30/03/2017, “Ferreyra”). 
Tampoco se le ha reconocido ese carácter al desglose de la 
demanda (v. S.C.J. Mza., S. II, sent. del 21/03/2017, “Ocam-
po”; ad. sent. del 27/09/2011, “Barrera”, e.o.); ni a los alimen-
tos provisorios; las sentencias dictadas en juicios de apremio; 
la resolución que acoge el incidente de caducidad de instan-
cia en proceso compulsorio, la que desestima tal incidencia y 
la que admite la caducidad de un incidente que no pone fin al 
proceso; las resoluciones que admiten excepciones previas; 
las sentencias de los juicios ejecutivos, con variadas excep-
ciones; las respectivas a medidas precautorias; entre otras. 
Remitimos al comentario de CORREA - SCHNEITER (ob. 
cit.), ps. 1100/1117.

(32) SCJ Mza., S.II, sent. del 04/10/2016, “Molina”.
(33) SCJ Mza., LS, 132-275, 119-001, LS, 125-278; LS, 216-

220; 274-24.
(34) CSJN, Fallos: 323:650, “Caplán”, entre otros.
(35) SCJ Mza., S.II, sent. del 21/10/2014, “Felipe Saua”.
(36) CSJN, Fallos: 323:1919, “Acosta”; Fallos 330:4024, 

“Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y 

Pensionados”; sent. del 03/06/2021, “Ballesteros”, e.o entre 
otros.

(37) Dichas normas fueron emitidas en el marco de la 
“La Carta de Derechos de las Personas ante la Justicia en 
el Espacio Judicial Iberoamericano”, del año 2002 y recep-
tadas expresamente por la Sala III de la Suprema Corte 
mendocina, por medio de Acordada 24.023, de fecha 06 
de febrero de 2012, en consonancia con la Acordada 5 del 
año 2009 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y 
de la Circular 23 de la Provincia de Santa Fe, entre otras 
jurisdicciones.

(38) SCJ Mza., S.II, sent. del 30/07/2007, “Cortez”.
(39) SCJ Mza., S.II, sent. del 19/06/12, “Álvarez”.
(40) En general, el sustento normativo de estos prece-

dentes afinca en los artículos 18 y 75, inciso 22 de la Cons-
titución Nacional; en los artículos 6.1, 7, 10.1, 11.1, 11.2, del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales; en el artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; en los artículos 8.1 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; en el ar-
tículo 10 de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos, entre otros.

(41) Para una mejor comprensión de la problemática, 
se sugiere BUSTELO, Ernesto N., “Empleo Público en la 
Provincia de Mendoza”, en Revista de Derecho Público, 
Año 2012 - 1. Empleo público-I, Rubinzal - Culzoni, p. 329 
y ss.

(42) Conf. artículos 144, inciso 5º de la Constitución de 
Mendoza y el 12 de la ley de Proceso Administrativo enton-
ces vigente (3918). Ver SCJ Mza., S.II, sent. del 08/11/2012, 
“Fernández”; sent. del 25/03/2013, “Páez”; sent. del 

14/03/2013, “Herrera”; sent. del 27/02/2013, “Cornejo”; en-
tre muchas.

(43) Art. 227 y ss. CPCCyT.
(44) Arg. arts. 47 y 63 de la Ley 23.551. SCJ, S.II, sent. del 

03/04/2018, “Oreira”, con cita de: CSJN, Fallos: 328:73; 
329:5514, 340:853, 340:815, 340:819, entre otros.

(45) CSJN, Fallos 308:830. Ad. ver CSJN, Fallos: 325:483; 
Fallos 315:2300, Fallos 318:2391, entre otros

(46) Conf. art. 5, inc. I, CPCCyT. Ver SCJ Mza., S.II, sent. del 
12/08/2020, “S.i.tra.vi.”.

(47) Conf. SCJ Mza., S.II, “Sosa”, LS, 443-141; sent. del 
08/02/2013, “Gurlino”; ad. sent. del 25/04/2014, “Noto”; 
ad. sent. del 13/10/2020, “Ledda”, e.o.

(48) Conf. CSJN, sent. del 19/04/2011, “Cerigliano”, Fa-
llos: 334:398. V. tb. “Madorrán”, Fallos 330-1989; “Tellez”, 
Fallos 308:552); “Barbat” Fallos: 335:1340; y “González 
Dego”, sent. del 26/04/2011, e.o.

(49) SCJ Mza., S.II, autos “Salvatierra”, LS, 281-402.
(50) SCJ Mza., S.II, sent. del 05/05/2015, “Rodríguez”.
(51) Arg. art. 14 bis Constitución Nacional, Convenios OIT 

87, 98 y 135, P.I.D.E.S.C., y Pacto San José de Costa Rica, en-
tre otras normas.

(52) Arg. art. 25 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos.

(53) Para un estudio más detallado de la evolución juris-
prudencial, recomendamos la obra de LIVELLARA, Carlos 
Alberto, “La Corte de Mendoza modifica su postura sobre la 
naturaleza de la acción de exclusión de la Tutela Sindical”, en 
Revista del Foro nº 150, p. 43 (2015).

(54) SCJ S.II, sent. del 14/09/2018, “Grenon”; sent. del 
27/03/2019, “Cabezas”; y sent. del 14/06/2021, “Villafañe”.
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Además, pocos meses después del dictado 
del fallo “Rodríguez”, la Corte Federal pronun-
ció sentencia en la causa “Ottoboni”, ocasión 
en la que revirtió una sentencia de la Suprema 
Corte de la Provincia de Buenos Aires, en la 
que subyacía una postura análoga a la antes 
mantenida por su par mendocina (55).

III.3.d) Caducidad de la acción en riesgos 
del trabajo (leyes 27.348 y 9017)

Sobre el punto, cabe recordar, en muy apre-
tada síntesis, que la ley 27.348 (56) reinstaló el 
paso previo por ante las Comisiones Médicas 
dependientes de la Superintendencia de Ries-
gos del Trabajo, en los reclamos por riesgos del 
trabajo, con carácter obligatorio y excluyente.

A la par, contempló la posibilidad de que 
el trabajador dedujera un “recurso de apela-
ción”, por ante la justicia ordinaria de la juris-
dicción que previno.

Sin embargo, invitó a las provincias a adhe-
rir a sus términos y, en ese marco, todas se in-
clinaron por una revisión más amplia, bajo las 
reglas de la “acción ordinaria” (57).

No obstante, con excepción de Neuquén, 
Jujuy y Santa Fe, todas ellas establecieron pla-
zos perentorios para interponer la aludida ac-
ción y bajo apercibimiento de caducidad.

La Provincia de Mendoza, en concreto, dis-
puso que esa sanción operará transcurridos 45 
días hábiles judiciales desde la notificación del 
acto de cierre de la etapa administrativa (58).

En la práctica, a pesar de eso, muchos tra-
bajadores han interpuesto sus acciones en-
contrándose fenecido el aludido término, lo 
que ha motivado la emisión de numerosas 
decisiones dispares, en favor y en contra de la 
validez de la caducidad referida (59).

En lo que aquí interesa, la Sala ha ensayado 
una importante disquisición:

a) Frente a la declaración de caducidad dic-
tada por el juez de mérito, ha concluido —por 
mayoría— en la existencia de una lesión irre-
parable al derecho de defensa en juicio, por la 
directa clausura de la jurisdicción.

Esta postura ha sido sostenida, incluso, con 
independencia de la previa deducción del Re-
curso de Reposición, por priorizar el aludido 
derecho, bajo el marco de las ya reiteradas 
“100 Reglas de Brasilia” (60).

b) Por el contrario, cuando ha sido la Ase-
guradora quien ha cuestionado el rechazo de 
su planteo de caducidad en el grado, la Sala ha 
concluido que su petición carecía de “definiti-
vidad”, en tanto no resolvía el fondo, ni le im-
pedía la continuación del trámite, ni le afecta-
ba derecho alguno.

Ello, incluso, cuando la Aseguradora dedujo 
recurso de reposición en forma previa, debido 
a que, ni, aun así, la crítica exhibía la aludida 
“definitividad” (61).

De hecho, advirtió a la demandada que aún 
le asistía la posibilidad de obtener un resultado 

favorable, en oportunidad de emitirse la senten-
cia definitiva, ante la Cámara del Trabajo (62).

III.3.e) Depósito a plazo fijo de derechos re-
conocidos

Por otra parte, las disposiciones de los jue-
ces que imponen fondos dinerarios deposita-
dos a plazo fijo, por regla, carecen de la cali-
dad requerida para abrir el REP.

No obstante, cuando el depositante solici-
ta que los fondos se entreguen al trabajador, 
en concepto de allanamiento y/o pago par-
cial (63), y el juzgador desestima esa petición, 
se evidencia el daño irreparable del actor, 
quien se ve impedido de disponer del dinero 
que la accionada reconoce adeudarle. Máxi-
me, cuando el beneficiario se encuentra en 
situación de vulnerabilidad.

En tal eventualidad, se posibilita el ingreso 
formal al REP (64).

IV. Conclusiones

Como hemos reseñado, la sentencia pronun-
ciada por los jueces del trabajo goza del carácter 
definitivo que posibilita el ingreso al REP local.

Aun así, puede requerir la previa deducción 
de la aclaratoria, salvo que el cuestionamiento 
recaiga sobre errores materiales, hipótesis en 
que puede efectuarse excepción a esa regla.

A su vez, autos y decretos del tribunal de 
mérito demandan la previa interposición del 

recurso de aclaratoria —el primero— y de re-
posición —ambos—.

De esta forma, se configura lo que hemos 
dado en llamar “definitividad” formal, cuya 
preterición conduce, en principio, a la deses-
timación —también formal— del REP.

Ahora bien, sorteado ese primer valladar, la 
providencia debe causar un agravio irrepara-
ble, debidamente justificado en la redacción 
del REP, el que, por su naturaleza excepcional, 
exige mayor despliegue argumental que cual-
quier otro recurso local (65).

En ese afán, sin embargo, no hay que olvi-
dar que lo que es “definitivo” para una parte 
puede no serlo para la otra.

Por lo tanto, podemos concluir en que existe 
cierta preferencia por las causas que revelan “de-
finitividad sustancial”, ocasión en la que, inclusive, 
se elude el requisito de previo agotamiento de las 
vías ordinarias. Más aún, cuando quienes las esgri-
men son personas en situación de vulnerabilidad.

De ese modo, se consolida una tendencia, li-
derada por la Corte Federal, que persigue que las 
limitaciones de índole procesal no sean utiliza-
das para rehuir el análisis de planteos versados 
sobre puntos regidos por la Constitución Na-
cional, las leyes federales y los tratados interna-
cionales (66), en donde el acceso a la jurisdic-
ción se ubica en el primer lugar del podio.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1518/2022

(55) CSJN, sent. del 20/08/2015, “Ottoboni”; sent. del 
03/11/2015, “Segovia”; ad. sent. del 21/11/2018, “Aqui-
no”; en el mismo sentido, SCJ Bs. As., “Ottoboni”, sent. del 
20/12/2017, L. 114.451; y “Guala”, sent. del 04/07/2018, L. 
119.961, entre otras.

(56) BO 24/02/2017.
(57) Ver Córdoba (ley 10.456); Mendoza (ley 9017); Río 

Negro (ley 5253); Corrientes (ley 6429); Jujuy (ley 6056); 
Tierra del Fuego (ley 1199); San Juan (ley 1709-K); Entre 
Ríos (ley 10.532); Misiones (decreto 177/2018); Formosa 
(ley 1664); Salta (ley 8086); Chaco (ley 2.856-L); Neuquén 
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(58) Conf. art. 3, ley 9017.
(59) En otra ocasión, analizamos los planteos de 

inconstitucionalidad respecto de la ley 27.348 y las 
regulaciones provinciales y sus cuestionamientos, 
a donde remitimos en honor a la brevedad (ELME-
LAJ, María Laura, “El extraño caso de las comisiones 
médicas (ley 27.348)”, La Ley 30/11/2020, 1; LA LEY, 
2020-F, 509; DT 2021 (mayo), 216. TR LALEY AR/
DOC/3540/2020.

(60) Conf. SCJ Mza., S.II, sent. del 18/09/2020, “Herre-

ra”; sent. del 06/11/2020, “Lencinas”; sent. del 24/11/2020, 
“Olguín”; sent. del 01/12/2020, “Allende”; sent. del 
22/12/2020, “Mulé”; sent. del 28/12/2020, “Panelli” y “Nie-
vas”; sent. del 12/04/2021, “Golsak”; e.o.

(61) Conf. SCJ Mza., en pleno, sent. del 16/10/1951, “Za-
nettini”; ad. v. en pleno, sent. del 05/08/1952, “Quiroga”; 
S.I, sent. del 26/02/2001, “Peroni”; ad. ver mi voto en S.II, 
sent. del 12/08/2020, “Lima”; y sent. S.II, del 05/05/2021, 
“Barrientos”; sent. del 18/06/2021, “Chehem”.

(62) SCJ Mza., LS 092-N15; ad. v. S.II, sent. Del 
18/06/2021, “Chehem”, e.o.

(63) De conformidad con el art. 260 de la Ley de Contrato 
de Trabajo.

(64) SCJ Mza., S.II, sent. del 03/05/2019, “Herrería”.
(65) Arg. arts. 145 del CPCCyT. Ad. v. S.C.J., LA 85-433, 

90-374, 97-372, 109-7, 151-471, 169-85 170-204, 172-163; 
S.C.J. Mza., S.II, sent. del 26/10/2018, “Altamiranda”; 
sent. del 08/04/2019, “Sevilla”; sent. del 6/11/2020, “Pe-
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(66) Conf. CSJN, sent. del 20/08/2015, “Ottoboni”.
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de la Corte IDH. Condiciones habilitantes. Requisitos de la condena penal.— VI. Sentencia definitiva.— VII. Conclusiones.

I. Contenido de la ley

En la Provincia de Mendoza se sancionó la 
ley 9281 (1) modificatoria de la Ley Orgánica 
de los Partidos Políticos, de la Ley Electoral 
y de la Responsabilidad en el Ejercicio de la 
Función Pública. Esta normativa establece que 
no podrán ser candidatos a cargos partidarios, 
ni precandidatos en elecciones primarias, ni 
postulantes en comicios generales a cargos 

públicos, ni funcionarios estatales las personas 
que se encuentren condenadas, en juicio oral y 
público, a pena privativa de la libertad, aunque 
la sentencia no se encontrase firme y la pena 
fuera de cumplimiento en suspenso, por deli-
tos contra la Administración Pública, es decir, 
cohecho, tráfico de influencias, malversación 
de caudales públicos, negociaciones incom-
patibles con el ejercicio de la función pública, 
exacciones ilegales, enriquecimiento ilícito de 
funcionarios y empleados, encubrimiento y 
fraude en perjuicio de la Administración Pú-
blica. Durante la sesión se incorporó, además, 
la prohibición de acceder a esas candidaturas 
y cargos a los condenados por delitos econó-

micos y contra la integridad sexual, la libertad 
y el estado civil de las personas. Se agregaron 
nuevos delitos como el homicidio simple, las 
agravantes, homicidio culposo agravado por 
conducción indebida cuando una persona ha 
ingerido sustancias, alcohol, o por exceso de 
velocidad, con abandono de persona, como el 
homicidio en riña, o la privación ilegítima de 
la libertad, la desaparición forzada de perso-
nas, la tortura, cuando una persona encargada 
de un menor de 10 años no lo presenta a sus 
padres o tutores cuando lo fuera requerido. 
También por explotación por trabajo infantil, la 
coacción, las amenazas agravadas, el robo se-
guido de homicidio, la extorsión y el secuestro 

extorsivo, y un capítulo que también se incluye, 
son los delitos contra los poderes públicos y el 
orden constitucional.

Los funcionarios públicos deberán presentar 
ante la Oficina Anticorrupción del distrito un 
certificado que acredite que no poseen antece-
dentes penales y, una vez que hayan asumido 
sus cargos, se les exigirá mantener una conduc-
ta acorde con el cumplimiento de las gestiones 
que se les asignen. El partido debe obligar a 
cumplir con el Certificado de Antecedentes 
Penales, reemplazando los precandidatos o 
candidatos de las listas, y en caso de incumpli-
miento será considerada lista incompleta.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Complementa la ley de Ética Pública 8993 y favorece la 

ley 9070 de Acceso la Información Pública.
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No ha podido sancionarse el Proyecto 
Nacional de Ley de “ficha limpia” (2) pro-
puesto por el Congreso que excluye a las 
personas condenadas por ciertos delitos 
de su habilidad de postularse para cargos 
electorales, incluidos diputados, senadores 
y presidente. Por lo tanto, el Proyecto de 
Ley propone “agregar” un nuevo requisito 
a los prescritos por la Constitución Nacio-
nal (CN) para postularse a las elecciones de 
diputados, senadores o presidente. Se sus-
tenta bajo la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Corrupción también en la 
Convención Americana de Derechos Huma-
nos y su disposición relevante, el art. 23, so-
bre el derecho a participar en el Gobierno, 
que establece que “la ley puede reglamentar 
el ejercicio de los derechos y oportunidades 
[a votar y ser elegido], exclusivamente por 
razones de edad, nacionalidad, residen-
cia, idioma, instrucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, 
en proceso penal” (3). En Argentina la refor-
ma de la Carta Magna del año 1994 otorgó 
jerarquía constitucional a varios tratados 
internacionales (art. 75, inc. 22), incluida 
la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. En materia de derechos políticos, 
sus conceptos se ven reforzado por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) en 
“Mignone”, donde el Tribunal remarca que 
los motivos por los cuales se permite regular 
el ejercicio de estos, constituye un número 
cerrado con base en el espíritu del art. 23.2 
de la Convención (4).

Pero, además de los Tratados, la Consti-
tución de la Nación Argentina, en su art. 36 
emplazado en el Capítulo Segundo: “Nuevos 
derechos y garantías”, incorpora inhabilita-
ciones al sufragio pasivo, estableciendo la in-
habilitación para ocupar cargos públicos y la 
calificación de infames y traidores a la patria a 
quienes atenten contra el sistema democráti-
co o quien incurrieran en grave delito doloso 
contra el Estado que conlleve enriquecimien-
to.

“El Congreso sancionará una Ley sobre Éti-
ca Pública para el ejercicio de la función”. En 
este sentido, en el año 1999 se aprueba la Ley 
de Ética en el Ejercicio de la Función Pública, 
25.188, la cual modifica el Código Penal (CP), 
incluyendo inhabilitaciones por tráfico de in-
fluencias, cohecho, enriquecimiento ilícito, 
omisiones maliciosas en declaraciones jura-
das patrimoniales, entre otras.

Por su parte, la ley 19.945 —Código Elec-
toral Nacional (CEN)— ya en su art. 1º, nos 
advierte que son electores quienes cumplan 
con los requisitos y que “no tengan ninguna 
de las inhabilitaciones previstas en esta ley”. A 
su vez, el art. 3º determina que están exclui-
dos “los condenados por delitos dolosos a 
pena privativa de la libertad, y, por sentencia 
ejecutoriada, por el término de la condena”; 
“los inhabilitados según disposiciones de la 
Ley Orgánica de los Partidos Políticos”; y “los 
que en virtud de otras prescripciones legales 
y reglamentarias quedaren inhabilitados para 
el ejercicio de los derechos políticos”. Este 
último punto, contemplado en el inc. m) del 
mentado artículo, es particularmente relevan-
te, ya que abre la posibilidad de incorporar 
nuevas inhabilitaciones.

En lo que respecta a la forma y el plazo de 
las inhabilitaciones, el art. 4º determina que 
“el tiempo de la inhabilitación se contará des-
de la fecha de la sentencia definitiva pasada 
en autoridad de cosa juzgada. La condena 
de ejecución condicional se computará a los 
efectos de la inhabilitación”.

Cabe resaltar que tanto el CEN como las 
leyes electorales nacionales 26.215 y 26.571 
establecen inhabilitaciones de 6 meses a 10 
años para el ejercicio de cargos públicos elec-
tivos ante la violación de ciertas prohibiciones 
de dichas normas, mayoritariamente por he-
chos vinculados a las campañas electorales y 
su financiamiento.

El Código Penal, por su parte, determina en 
su art. 19 que la inhabilitación absoluta im-
porta:

1. La privación del empleo o cargo público 
que ejercía el penado, aunque provenga de 
elección popular.

2. La privación del derecho electoral.

3. La incapacidad para obtener cargos, em-
pleos y comisiones públicas.

4. La suspensión del goce de toda jubila-
ción, pensión o retiro, civil o militar, cuyo 
importe será percibido por los parientes que 
tengan derecho a pensión.

Asimismo, el art. 20 indica que la inhabilita-
ción especial para derechos políticos produci-
rá la incapacidad de ejercer cargos durante la 
condena.

Lamentablemente el Congreso con la fuer-
za gobernante ha impedido que se sancione la 
ley. No se ha dado quorum.

En cambio, en la Provincia de Mendoza la 
ley ha sido aprobada. Nos parece una buena 
iniciativa que tendrá algunos problemas de 
instrumentación, porque creemos que desco-
noce la jurisprudencia de la Corte IDH (res-
pecto al art. 8º, inc. 2 h. de la Convención) 
pues la sentencia penal ejecutable es aquella 
que se encuentra firme y tiene el carácter de 
cosa juzgada. Los tribunales y funcionarios 
mendocinos están obligados a ejercer el con-
trol de constitucionalidad pudiendo declarar 
la inconstitucional de oficio (art. 48, Prov.) y 
ejercer también el control de convencionali-
dad” (5).

II. Prohibición de ingreso a la Administra-
ción. Los estatutos

La ley no era necesaria para prohibir el in-
greso a la Administración pues ya lo habían 
hecho los Estatutos de los Empleados Esta-
tales. Ha reiterado normas que prohíben el 
ingreso de condenados, aun sin sentencia 
firme. El Estatuto de los Empleados Públicos 
(dec.-ley 560/1973), prevé que el ingreso a la 
función pública se hará previa acreditación 
de la idoneidad. Estableciendo además que, 
no podrá ingresar: a)  El que hubiera sufrido 
condena por hecho doloso; b)  El que hubie-
ra sido condenado por delito cometido en 
perjuicio o contra la Administración Pública; 
c)  El que tenga pendiente proceso criminal; 

d)  El que esté inhabilitado para el ejercicio 
de cargos públicos, durante el término de la 
inhabilitación; e) El que hubiera sido exone-
rado en cualquier dependencia de la Nación, 
de las provincias o de las municipalidades, 
hasta tanto no fuere rehabilitado; f )  El que 
hubiere sido declarado deudor moroso del 
Fisco, mientras no haya regularizado su situa-
ción. Igual prohibición tienen, por ejemplo, la 
ley 5892 - Estatuto Escalafón Personal Munici-
pal; la ley 7759, art. 45 de Carrera Médica, etc.

Ha dicho Rosatti (6) que la admisibilidad a 
los empleos públicos del art. 16 de la CN, es 
una exigencia que requiere de idoneidad y re-
glamentación. Es constitucional reglamentar 
las condiciones de ingreso a la función públi-
ca, siempre que dicha reglamentación supere 
el test de razonabilidad. La idoneidad es un 
requisito de ingreso, pero también de perma-
nencia, que tiene dos aspectos integrativos 
como el aspecto técnico vinculado a la forma-
ción intelectual del postulante, y un aspecto 
ético vinculado a la inexistencia de condenas 
penales e inhabilitación dispuestas en un pro-
cedimiento de remoción. En suma, lo factores 
a considerar con la idoneidad son: idoneidad 
técnica para saber hacer con discernimiento, 
psicofísica para querer hacer con distinción y 
moral para poder hacer con libertad.

III. Derechos Políticos

III.1. Constitución Nacional

El art. 37 de la CN garantiza el pleno ejer-
cicio de los derechos políticos, con arreglo al 
Principio de la Soberanía Popular y de las le-
yes que se dicten en consecuencia. El sufragio 
es universal, igual, secreto y obligatorio. Esta 
norma tiene fundamento en los Tratados de 
Derechos Humanos y ha tenido protección 
positiva.

En la provincia de Mendoza la Ley Orgáni-
ca de Partidos Políticos Nº 4746, en su art. 37, 
establece que “No podrán ser candidatos a 
cargos partidarios, ni precandidatos en elec-
ciones primarias, ni candidatos en elecciones 
generales a cargos públicos electivos, los que 
no puedan ser afiliados, …Las personas que se 
encuentren condenadas penalmente a pena 
privativa de la libertad, aunque la sentencia 
no se encontrare firme y la pena fuera de cum-
plimiento en suspenso, …Los partidos políti-
cos o alianzas electorales, a fin de acreditar el 
cumplimiento de los incisos 2 y 3 deberán exi-
gir a todos los precandidatas/os y candidatas/
os titulares y suplentes que integren sus listas, 
para cualquier cargo electivo provincial y mu-
nicipal, el Certificado de Antecedentes Pena-
les (CAP)”. Adviértase que la ley habla de sen-
tencia condenatoria, aunque no se encuentre 
firme o con pena en suspenso.

Desde la incorporación a la Constitución 
Nacional del año 1994, de los Tratados de De-
rechos Humanos, en especial la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (art. 23) 
y el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (art. 25), no se permiten normas 
constitucionales, leyes, reglamentaciones 
que impidan el ejercicio del derecho de elegir 
y ser elegido, y no se autoriza limitar la par-
ticipación salvo condena definitiva de doble 
instancias. Así lo ha sostenido la CSJN “Or-

mache” (7), en cuanto importa establecer un 
impedimento absoluto para ejercer actividad 
política, infringe los arts. 14, 16 y 33 de la CN, 
con mengua de los derechos del empleado 
frente a los demás habitantes de la Repúbli-
ca sin que razones de interés público o bien 
común así lo justifiquen. Cabe concluir pues 
que, en el caso, el art. 157 de la Const. Prov., 
y los correspondientes a la reglamentación 
legal local, no se compadecen con los princi-
pios, declaraciones y garantías de la Ley Fun-
damental, por lo que se impone declarar su 
invalidez (arts. 5 y 31, CN).

Los derechos políticos no pueden ser can-
celados, anulados o suspendidos, por la cir-
cunstancia de que su titular sea empleado 
público (judicial, personal penitenciario) y 
no puede imponerse al respecto una incom-
patibilidad en la Constitución y ley provincia-
les, que solamente se justifica respecto de los 
magistrados y funcionarios del Poder Judicial, 
Por ello el art. 157 de la Constitución de Entre 
Ríos es inconstitucional. De igual manera la 
Cámara en lo Contencioso Administrativo de 
Tucumán, en el fallo “Parajón” (8), dice que 
el art. 80, inc. a) de la ley 6238 —Régimen Or-
gánico del Poder Judicial de Tucumán—, en 
cuanto prohíbe a los funcionarios judiciales 
afiliarse a partidos políticos y militar activa-
mente en los mismos, es inconstitucional por 
violar el principio de razonabilidad. La prohi-
bición de que el Oficial Notificador nombra-
do por la Corte Suprema provincial se afilie 
a partidos políticos y milite activamente en 
los mismos vulnera los arts. 23 de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos y 25 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, en cuanto admiten reglamentar 
los derechos políticos exclusivamente por 
razones de salud, nacionalidad, residencia, 
idioma, instrucción, capacidad civil o mental 
o condena penal.

III.2. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José) San José, Costa 
Rica

La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos prevé en el art. 23, sobre los Dere-
chos Políticos: “1. Todos los ciudadanos de-
ben gozar de los siguientes derechos y oportu-
nidades: a) de participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio 
de representantes libremente elegidos; b)  de 
votar y ser elegidos en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal 
e igual y por voto secreto que garantice la li-
bre expresión de la voluntad de los electores, 
y c)  de tener acceso, en condiciones genera-
les de igualdad, a las funciones públicas de su 
país. 2. La ley puede reglamentar el ejercicio 
de los derechos y oportunidades a que se re-
fiere el inciso anterior, exclusivamente por 
razones de edad, nacionalidad, residencia, 
idioma, instrucción, capacidad civil o mental, 
o condena, por juez competente, en proceso 
penal”. Adviértase que la reglamentación que 
permite es por condena en proceso penal, 
pero solo por sentencia definitiva.

III.3. Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos

A su vez el Pacto en el art. 25, establece que 
“Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna 

(2) Diario Ámbito Financiero, 27 octubre 2021. “Po-
lítica El Frente de Todos” frenó el proyecto opositor de 
“ficha limpia”. El oficialismo bloqueó la discusión en el 
recinto de la Cámara de Diputados del proyecto que es-
tipula prohibir la posibilidad de ser candidatos a las per-
sonas condenadas por delitos de corrupción contra el Es-
tado. La Nación El Frente de Todos no quiso votar la “fi-
cha limpia” en Diputados. La iniciativa buscaba impedir 
el acceso a cargos electivos de dirigentes con condenas 
por hechos de corrupción; el oficialismo frenó un aparta-
miento de reglamento pedido por JxC.26 de octubre de 
2021.

(3) LEVY, Iván, “La (in)constitucionalidad de la ley de ‘ficha 
limpia’: un análisis a través de la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de los Estados Unidos”, ADLA, 2020-10, 165.

(4) TEJERIZO, Javier, “Comentarios a los proyectos de ‘fi-
cha limpia’: Brasil, Argentina y la ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires”, en: SJA, 25/08/2021, 25; JA, 2021-III.

(5) CIDH, “Caso Gelman vs. Uruguay”. Fondo y Reparacio-
nes. Sentencia de 24 de febrero de 2011. Cuando un Estado es 
parte de un tratado internacional como la CADH, todos sus ór-
ganos, los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer 
ex officio un “control de convencionalidad” entre las normas 
internas CIDH ha dicho en el caso “Cabrera García y Montiel 
v. México” que “los jueces y órganos vinculados a la adminis-
tración de justicia en todos los niveles están en la obligación 
de ejercer ex officio un “control de convencionalidad” entre las 
normas internas y la CADH, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales 

correspondientes (CIDH, 26 de noviembre de 2010, conside-
rando 225). SCJ de Mendoza, sala I, 11/05/2016, “Salomón, 
Elena c. Gobierno de la Provincia de Mendoza (Poder Judicial) 
s/ a. p. a.”. La Ley Online TR LALEY AR/JUR/27591/2016. y 
SCJ de Mendoza, 12/03/2014, “García, Rodolfo Fabián c. Go-
bierno de la Prov. de Mendoza s/ A. P. A.”.

(6) ROSSATI, Horacio, “La Idoneidad de acceso y de ejer-
cicio de los representantes en los cargos políticos electivos”, 
Revista de Derecho Público, 2012-2 Empleo Público II, Ru-
binzal Culzoni, Editores Santa Fe, 2012, p. 11.

(7) CSJN, 17/08/1986, “Ormache, José E.”, Cita Online: 
2/308481, LA LEY, 1986-D, 400; DJ, 1986-2, 922, TR LALEY 
AR/JUR/1406/1986. Los derechos políticos ...que permiten 
intervenir, de modo indirecto, en la formación del Gobierno 
del Estado y de su voluntad política no pueden ser cancela-

dos, anulados o suspendidos, por la circunstancia de que su 
titular sea empleado judicial.

(8) CContenciosoadministrativo, Tucumán, sala II, 
05/10/2000, “Parajón, Gumersindo”. LA LEY, 2001-A, 627; 
TR LALEY AR/JUR/2443/2000. El art. 80, inc. a) de la 
ley 6238 —régimen orgánico del Poder Judicial de Tucumán, 
en cuanto prohíbe a los funcionarios judiciales afiliarse a par-
tidos políticos y militar activamente en los mismos, es apli-
cable al Oficial Notificador nombrado por la Corte Suprema 
provincial, toda vez que el art. 3º de la citada normativa lo in-
cluye entre tales funcionarios. Es inconstitucional por violar 
el principio de razonabilidad la prohibición de que el Oficial 
Notificador se afilie a partidos políticos y milite activamente 
en los mismos— pues tal actividad no compromete la función 
específica del Poder Judicial.
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de las distinciones mencionadas en el artícu-
lo 2, y sin restricciones indebidas, de los si-
guientes derechos y oportunidades: a) Parti-
cipar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos; b)  Votar y ser elegidos 
en elecciones periódicas, auténticas, realiza-
das por sufragio universal e igual y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de 
la voluntad de los electores; c) Tener acceso, 
en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país”. Este Pacto no 
establece ningún límite o reglamentación.

IV. Jurisprudencia nacional relevante

IV.1. El caso “Acosta, Leonel I. s/ impugna-
ción de precandidatos - Frente Just. Riojano”. 
“Menem” Condena en dos causas penales

En la causa “Acosta, Leonel I. s/ impugna-
ción de precandidatos elecciones primarias 
- Frente Justicialista Riojano” (9), un ciuda-
dano elector del distrito electoral de la pro-
vincia de La Rioja impugna la oficialización 
a la precandidatura a senador nacional de 
Carlos Saúl Menem no cumpliría el requisi-
to de “idoneidad”, conditio sine qua non para 
el desempeño de todo cargo y/o empleo pú-
blico, fundada en que el precandidato se en-
contraría condenado en dos causas penales, 
confirmada la condena en una de ellas por 
la Cámara Federal de Casación Penal; siete 
años de prisión y 14 años de inhabilitación 
para desempeñar cargos públicos, por el 
contrabando de armas a Croacia y Ecuador 
mientras detentaba el cargo de Presidente 
de la Nación y que —a su turno— suma otra 
condena del año 2015 por el delito de pe-
culado, dispuesta por el Tribunal Oral Nº 4 
de la Capital Federal. Lamentablemente los 
antecedentes de condena fueron dejadas sin 
efectos por la Cámara de Casación Penal, 
Sala III, diciendo que les asiste razón a las 
defensas de los imputados, ya que en el mar-
co de las actuaciones se ha visto vulnerado su 
derecho a ser juzgado en un plazo razonable, 
dado que han transcurrido más de 19 años 
desde el inicio de la causa y 28 años desde la 
fecha en que se habrían cometido los hechos.

El juez de primera instancia de la provin-
cia de La Rioja resuelve no hacer lugar a la 
impugnación deducida, entendiendo que 
“se han vencido con exceso los plazos le-
gales previstos” para formular la impugna-
ción que se pretende. La Cámara Nacional 
Electoral (10) revoca la sentencia de grado, 
manifestando que frente al interés particu-
lar de las partes debe priorizarse el interés 
político general y el derecho al sufragio pa-
sivo o derecho a ser elegido; precisamente 
porque se espera de los elegidos cualidades 
singulares, se les exigen condiciones distin-
tas y más estrictas que las que se requieren 
para el ejercicio del sufragio activo, ya que 
no es solamente un derecho, sino también 
constituye la oferta electoral. La parte con-

denada interpone recurso extraordinario. La 
CSJN, dejó sin efecto la sentencia apelada y 
ordena vuelvan los autos al Tribunal de ori-
gen pues la Alzada no habría examinado si 
a la luz de la ley 26.571 (11), en esa etapa del 
cronograma electoral, la actora estaba legi-
timada para impugnar una precandidatura. 
Sostuvo también que tampoco tuvo en cuen-
ta los cambios jurisprudenciales operados 
en lo que respecta al alcance de las garantías 
que rodean al proceso penal, en especial el 
derecho a la revisión de las sentencias con-
denatorias (conf. Fallos: 328:3399; 337:901, 
entre otros).

Devueltas las actuaciones e integrado un 
nuevo Tribunal por conjueces de la Cáma-
ra Nacional Electoral finalmente se expresa 
que, si bien las resoluciones jurisdiccionales 
gozan de presunción de certeza y legitimi-
dad, solo la sentencia condenatoria firme, 
pasada en autoridad de cosa juzgada, logra 
destruir o quebrar el estado de inocencia 
que garantiza la Constitución Nacional.

La Cámara Nacional Electoral, instancia 
superior y suprema en materia electoral en 
la República Argentina realiza a nuestro en-
tender la interpretación adecuada en cuan-
to a los verdaderos principios que un “caso” 
como el bajo análisis debe garantizar. Des-
de la óptica del principio de representa-
ción, esa instancia interpretó que el requi-
sito de idoneidad no estaría cumplimenta-
do a la luz de los procesos judiciales caídos 
en cabeza del precandidato, sin ahondar en 
el resolutorio sobre los aspectos meramen-
te técnicos y procesales de un proceso ju-
dicial ordinario. La sentencia de la Cámara 
Nacional Electoral (CNE) ha sido elaborada 
sobre la sustancia de la representación de 
las agrupaciones políticas con primordial 
fundamento en la capacidad del mandata-
rio teniendo en miras la alta responsabili-
dad del cargo (12).

La CSJN centra su interpretación —re-
chazando la elaboración de la CNE— en las 
consideraciones técnicas del principio de 
preclusión y las cuestiones atinentes al pro-
ceso penal. A esta altura del análisis vale 
preguntarse si las reglas procesales ordina-
rias deberían ser equiparadas a las reglas 
procesales electorales. Dice González (13), 
entendemos que no, y que, de acuerdo con 
las misiones y las funciones instituidas por la 
ley de creación de la Cámara Nacional Elec-
toral, la resolución sustancial de cualquier 
caso, causa o controversia llevada a su ju-
risdicción, debiera concebirse como garan-
tía suficiente de una “sana oferta electoral”. 
Profundizando esta línea argumental y en lo 
atinente a las reglas procesales ordinarias, 
no puede dejar de afirmarse que queda ga-
rantizado por el principio de la doble instan-
cia. En relación con la cosa juzgada, nuestro 
ordenamiento jurídico instala el concepto 
desde una perspectiva técnica para poner 

fin a un asunto contencioso sobre materia 
jurídica determinada (14).

La CSJN ha entendido hace décadas y 
mantiene pacífica jurisprudencia en cuan-
to al Principio de Preclusión en los casos 
electorales. Ello en virtud que el Poder Ju-
dicial garantice certidumbre en el proceso 
electoral, poniendo fin a cuestiones con-
tenciosas.

Un fallo, en mi opinión, vergonzoso de 
la Corte Suprema (CS, Acosta, Leonel I. s/ 
impugnación de precandidatos eleccio-
nes primarias - Frente Justicialista Rioja-
no, 22/08/2017, Cita Online TR LALEY AR/
JUR/53485/2017) es el que revoca la correc-
ta decisión de la Cámara Nacional Electoral 
que había excluido a Carlos Menem de la 
lista de candidatos electorales, por falta de 
idoneidad para desempeñar cargos públi-
cos al tratarse de una persona “condenada” 
por la comisión de delitos de acción pública 
(contrabando de armas a Croacia y Ecuador 
y otra sentencia de Peculado año 2015). La 
CNE sostuvo, respecto a que las condenas 
no estuviesen firmes que: “Ello no enerva 
el criterio del tribunal en tanto [...] dichas 
condenas gozan de la presunción de certeza 
y legitimidad que les asisten como tales en 
virtud de haber sido dictadas por un tribu-
nal competente, conforme a derecho y con 
todas las garantías del debido proceso le-
gal”. Por ende Menem quedaría inhabilitado 
para presentarse como Senador. Sin embar-
go la CS dijo “la sentencia que, en el proceso 
de elecciones primarias, dejó sin efecto la 
oficialización de la precandidatura a sena-
dor nacional de un expresidente de la Na-
ción condenado por el delito de contraban-
do es arbitraria, pues el juzgador no trató la 
cuestión atinente al carácter tempestivo o 
intempestivo de la impugnación formulada 
y a la aplicación del instituto de la preclu-
sión en el marco de las elecciones primarias 
abiertas, simultáneas y obligatorias regula-
das por la ley nacional 26.571 (“Acosta Leo-
nel” Fallo: 340:1084). 

IV.2. Caso CNE “Partido Nuevo Distrito 
Corrientes” (15)

Existen fallos señeros respecto a las in-
habilidades por condenas penales. El fallo 
“Acosta” referido a Menem y “Partido Nue-
vo” referido a Romero Feris. Ambos con con-
denas penales.

Amaya (16), recuerda que, a criterio del 
Tribunal, Romero Feris no reúne la condi-
ción de idoneidad suficiente para ser candi-
dato al cargo que pretende, ya que se trata 
de un ciudadano sobre el que pesan dos sen-
tencias condenatorias de Primera Instancia 
por delitos contra la Administración Pública 
que incluyen la accesoria de inhabilitación 
especial y su situación no es asimilable a 
quien no se halla incurso en proceso penal; 

y descarta la presunción de inocencia, argu-
mentando que si bien las condenas son de 
primera instancia: “...gozan de la presunción 
de certeza y legitimidad que le asisten como 
tales en virtud de haber sido dictadas por un 
tribunal competente, conforme a derecho y 
con todas las garantías del debido proceso 
legal”. “Por esto es por lo que la candidatura 
se encuentra inhabilitada, resultando llama-
tivo que sea precisamente durante el desa-
rrollo de un proceso penal como el que atra-
viesa el candidato, el momento elegido para 
su postulación”.

El fallo “Partido Nuevo” se relacionó con 
la postulación de Raúl Romero Feris al cargo 
de Senador Nacional por la Provincia de Co-
rrientes. Sintéticamente los hechos fueron los 
siguientes: ante la formalización de la candi-
datura, esta fue impugnada por pesar sobre el 
candidato dos sentencias condenatorias de 
Primera Instancia. El Juez Federal de Prime-
ra Instancia con competencia electoral, con 
cita del art. 23.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (CADH), rechazó 
dicha impugnación por no hallarse firmes di-
chas condenas. La decisión fue apelada ante 
la CNE y en el ínterin se produjo la elección 
popular, siendo el Sr. Romero Feris electo. 
Cuando su título se encontraba conforme el 
diploma, de acuerdo con el art. 64 de la CN, 
en el marco de la Cámara a efectos que se le 
tomara juramento, el Tribunal de Alzada se 
pronuncia revocando la sentencia del a quo y 
disponiendo el corrimiento de candidatos de 
la lista oficializada por el Partido Nuevo, por 
considerar que el candidato se encontraba 
inhabilitado para el cargo.

IV.3. Caso Alianza Frente para la Unidad: 
Romero Feris (17)

Sigue diciendo Amaya que nuestro Alto 
Tribunal ya había marcado la senda garan-
tista del sufragio pasivo en “Alianza Fren-
te para la Unidad (elecciones provinciales 
gobernador y vicegobernador, diputados y 
senadores provinciales) s/ oficialización lis-
tas de candidatos-Romero Feris” (18), al ha-
bilitar la candidatura a Gobernador de Raúl 
Romero Feris que se encontraba detenido 
con prisión preventiva firme, declarando la 
inconstitucionalidad de los arts. 53 y 57 de la 
Constitución provincial y del art. 3º, inc. d) 
del Código Electoral Provincial, que dispo-
nían la inhabilitación para ser diputado y 
senador a los candidatos procesados con 
prisión preventiva firme.

El art. 3º del Código Nacional Electoral 
enumera quiénes están excluidos del pa-
drón, entre otros y en lo que aquí intere-
sa: “...e) los condenados por delitos dolosos 
a pena privativa de la libertad y, por senten-
cia ejecutoriada, por el término de la conde-
na; l) Los inhabilitados según disposiciones 
de la Ley Orgánica de los Partidos Políticos; 
m) Los que en virtud de otras prescripciones 

(9) CS, “Acosta, Leonel I. s/ impugnación de precan-
didatos elecciones primarias - Frente Justicialista Rioja-
no” del 22/08/2017, LA LEY, 2017-E, 291, TR LALEY AR/
JUR/53485/2017.

(10) CNElectoral, 07/08/2017, “Acosta, Leonel I. s/ im-
pugnación de precandidatos elecciones primarias - Fren-
te Justicialista Riojano”. LA LEY, 2017-A, 293, TR LALEY 
AR/JUR/50186/2017. GONZÁLEZ, Adrián, “La cosa juz-
gada electoral como garantía de la representación polí-
tica”. LA LEY, 2017-F, 341, TR LALEY AR/DOC/3070/201.

(11) La Ley 26 571, conocida como “Ley de democrati-
zación de la representación política, la transparencia y la 
equidad electoral” fue sancionada el 2 de diciembre de 
2009. Esta modificó los requerimientos de los partidos 
políticos para poder presentarse en las elecciones nacio-
nales e implementó el sistema de primarias abiertas, si-
multáneas y obligatorias. La reforma política dejó fuera 
de competencia a 149 partidos, entre ellos el Demócrata 
Cristiano (perdió la personería en 12 provincias), el Huma-
nista (en 10 provincias) y el Obrero y el Comunista (am-
bos caducaron en 9 provincias). Esta Ley modificó, entre 
otras, a la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, 23.298, 
y a la Ley 26.215, de Financiamiento de los Partidos Polí-

ticos. Además, se modificó la cantidad mínima de afilia-
dos que debe tener un partido político para no perder la 
personería jurídica, y así, tener la posibilidad de presen-
tarse a elecciones.

(12) GONZÁLEZ, Adrián, “La cosa juzgada electoral 
como garantía de la representación política”, LA LEY, 
2017-F, 341, TR LALEY AR/DOC/3070/2017.

(13) Ibídem.
(14) Ibídem.
(15) CSJN, “Acosta, Leonel I. s/ impugnación de pre-

candidatos elecciones primarias - Frente Justicialista 
Riojano”, del 22/08/2017, Cita Online TR LALEY AR/
JUR/53485/2017

(16) CNElectoral, “Partido Nuevo distrito Corrientes 
s/ oficialización de listas de senadores y diputados na-
cionales - elecciones del 23/11/2003”, del 09/12/2003, 
LA LEY, 2004-B, 996, TR LALEY AR/JUR/3742/2003. 
Un ciudadano sobre el que pesan dos sentencias conde-
natorias de primera instancia —que no han adquirido fir-
meza— por la comisión de delitos contra la administra-
ción pública, que incluyen la accesoria de inhabilitación 
especial perpetua, la que específica e inexorablemente 
se relaciona con el ejercicio de cargos públicos, no reúne 

la condición de idoneidad suficiente para ser candidato 
al cargo público —en el caso, senador nacional por una 
provincia— que pretende. 2 - La presunción de inocen-
cia de la que goza una persona condenada por senten-
cia penal que no adquirió firmeza, no enerva el criterio 
según el cual corresponde considerar que carece de la 
condición de idoneidad suficiente para ser candidato el 
cargo público que pretende —en el caso, senador nacio-
nal por una provincia—, ya que dicha condena goza de 
la presunción de certeza y legitimidad que le asiste por 
haber sido dictada por un tribunal competente, confor-
me a derecho y con todas las garantías del debido pro-
ceso legal. 3 - La circunstancia de que el acto electoral 
para el cual fue oficializada la candidatura —en el caso, 
senador nacional por una provincia— cuestionada, se 
haya realizado antes de que la Cámara Nacional Electo-
ral recibiera el expediente respectivo, no torna abstracta 
la cuestión debatida —en el caso, improcedencia de la 
oficialización de la candidatura porque el postulante ha 
sido condenado por sentencia penal que no se encuen-
tra firme— porque, habiendo quedado sometido a deci-
sión un caso concreto de competencia y derecho elec-
toral, la emisión de pronunciamiento es esencial para 

salvaguardar un interés concreto y actual que arraiga en 
el principio de soberanía popular.

(17) AMAYA, Jorge Alejandro, “El caso ‘Menem’. Una 
sentencia con fundamentos y final abierto, reencauzada 
por la Corte”. LA LEY, 2017-E, 1; CNEspecial, “Acosta, Leo-
nel I. s/ impugnación de precandidatos elecciones prima-
rias - Frente Justicialista Riojano”, expte. 6781/2017, sen-
tencia del 07/08/2017.

(18) CSJN, 27/09/2001, “Alianza Frente para la Unidad 
s/oficialización listas de candidatos”. Fallos: 324:3143; 
LA LEY, 2001-F, 542; TR LALEY AR/JUR/3146/2001. Los 
procesados con prisión preventiva conservan el derecho 
a ser elegidos para el desempeño de cargos públicos, ya 
que mantienen su estado de inocencia —art. 23.1.b) y 2, 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, incor-
porada al art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional por 
la reforma de 1994—. Las cláusulas constitucionales y las 
de los tratados tienen la misma jerarquía (art. 75 inc. 22 
CN.) son complementarias y, por lo tanto, no pueden 
desplazarse o destruirse recíprocamente —Del voto del 
Dr. Boggiano—.
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legales y reglamentarias quedaren inhabili-
tados para el ejercicio de los derechos polí-
ticos”.

De lo expuesto surge que, en nuestro sis-
tema constitucional, las restricciones a los 
derechos políticos (sufragio activo y pasivo) 
exclusivamente pueden provenir: 1. De las 
“condiciones y formalidades” habilitadas en 
el art. 23.2, CADH, reglamentadas siguiendo 
los principios de legalidad, proporcionalidad 
y finalidad. 2. De otras “condiciones y for-
malidades” que, pueden crear los Estados en 
la medida que respeten los principios de le-
galidad, proporcionalidad, y finalidad. 3. De 
condena de juez competente en proceso penal 
con sentencia definitiva. 4. Las personas in-
cursas en los supuestos previstos en el art 33 
de la ley Orgánica de los Partidos Políticos 
(según ley 26.571).

V. Jurisprudencia de la Corte IDH. Condi-
ciones habilitantes. Requisitos de la con-
dena penal

En el caso “Castañeda Gutman”, la Corte 
IDH aclaró que “la edad, nacionalidad, re-
sidencia, idioma, instrucción y capacidad 
civil o mental” que establece el numeral 2 
del art. 23 de la CADH como causal de regla-
mentación de los derechos políticos consti-
tuyen “condiciones habilitantes” que “legí-
timamente” pueden ser establecidas por los 
Estados.

Siempre que no sean desproporcionados o 
irrazonables, se trata de límites que legítima-
mente los Estados pueden establecer para 
regular el ejercicio y goce de los derechos 
políticos y se refieren a requisitos que las 
personas titulares de los derechos políticos 
deben cumplir para poder ejercerlos.

La Corte también aclaró que los Estados 
podían regular otras “condiciones y forma-
lidades” habilitantes para hacer efectivo 
el ejercicio de los derechos políticos, en la 
medida que reunieran los requisitos de lega-
lidad, finalidad y proporcionalidad (la cur-
siva es propia). En el caso “López Mendoza 
c. Venezuela” la Corte IDH sostuvo que para 
privar o suspender legítimamente los dere-

chos políticos de cualquier persona, el Esta-
do debe antes haberla condenado.

El problema se plantea con la posibilidad 
de reglamentar los derechos políticos por 
razones de edad, nacionalidad, residencia, 
idioma, instrucción, capacidad civil o men-
tal, o condena, por juez competente, en pro-
ceso penal. ¿Cuál es el alcance de la conde-
na?

VI. Sentencia definitiva

Es doctrina judicial pacífica que solo hay 
condena —y por lo tanto la posibilidad de 
restricción de derechos políticos y conse-
cuente inhabilidad para ser candidato— 
cuando hay sentencia definitiva, porque de 
lo contrario se haría prevalecer, preceptos 
de índole procesal —como la presunción de 
certeza y legitimidad de las sentencias no 
consentidas— sobre disposiciones sustan-
ciales como las de los arts. 18 de la CN y 8.2. 
inc. h) derecho de recurrir del fallo ante juez 
o tribunal superior, de la CADH.

El concepto de “condena por juez com-
petente en proceso penal” como causal de 
restricción autorizada de los derechos polí-
ticos quedó afianzada en el año 2011 en el 
caso “López Mendoza c. Venezuela” donde 
la Corte IDH sostuvo que para privar o sus-
pender legítimamente los derechos políticos 
de cualquier persona, el Estado debe antes 
haberla condenado por la comisión de un 
delito, luego de cumplir con todas las con-
diciones de un proceso judicial penal, en el 
que tienen respetarse las garantías judiciales 
consagradas en el art. 8º de la Convención 
Americana. En dichas condiciones, la sen-
tencia definitiva podría constituir causal de 
inhabilitación en los términos del art. 23.2 
CADH (condena de juez competente en 
proceso penal), sin perjuicio de que se en-
cuentre apelada por ante la Corte Suprema a 
través de la instancia extraordinaria, ya que 
a los efectos de inhabilitación para ocupar 
cargos públicos resulta una restricción a los 
derechos políticos pasivos que proviene de 
una causal taxativa prevista literalmente en 
la CADH (art. 23.2); donde el Estado argenti-
no dio cumplimiento a las garantías del pro-

ceso penal previstas en el art. 8.2. (CADH); 
y respetando esta interpretación los princi-
pios de legalidad, proporcionalidad y finali-
dad para el afianzamiento de una sociedad 
democrática. 

Se requiere además al menos la doble 
instancia, es una exigencia constitucional 
nacida del derecho de los tratados interna-
cionales conforme a lo preceptuado por el 
art. 8º de la Convención Americana de los 
Derechos Humanos - Pacto de San José de 
Costa Rica (art. 8º inc. 2º, ap. H, dice “toda 
persona inculpada de delito tiene derecho 
a las siguientes garantías mínimas: de recu-
rrir el fallo ante juez o tribunal superior), y 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos posee jerarquía constitucional. Por 
lo cual, realizando una integración normati-
va entre lo dispuesto por esta última norma 
y el art. 31 de la CN, es indudable la perte-
nencia de las cláusulas de los tratados inter-
nacionales al derecho federal. La Corte IDH 
ha dicho: el Estado argentino es responsable 
por la violación del art. 8.2.h) de la CADH 
ante la falta de revisión integral, en manos 
de un tribunal superior provincial de una 
sentencia condenatoria, toda vez que el re-
curso de casación presentado fue rechazado 
in limine por requerir una revalorización en 
materia de hechos y de valoración probato-
ria del criterio del tribunal que juzgó, ante-
riormente, cuestiones que no eran revisables 
por ese remedio procesal en aplicación del 
derecho interno (19).

La sentencia adquiere firmeza a los térmi-
nos del art. 66 del CP, cuando una vez dicta-
da no ha sido recurrida en los plazos esta-
blecidos por la ley, o cuando ejercitados los 
recursos correspondientes, los agravios son 
rechazados por el Tribunal Superior que co-
rresponda. Por ello, mediando la posibilidad 
de recurrir en instancia extraordinaria ante 
la CSJN, mediante la interposición del Re-
curso Extraordinario Federal (ley 48, arts. 14 
y 15) y siendo la SCJ Mza., la que tienen com-
petencia para resolver sobre la viabilidad 
formal del recurso extraordinario federal, 
agota con ello su propia jurisdicción (20). 
Entiéndase por sentencia definitiva aquella 
que, aun cuando haya terminado el pleito 

y hace imposible su continuación; es decir 
que no constituyen dicha sentencia, aque-
llas que recaen sobre cuestiones carentes de 
trascendencia sobre la supervivencia misma 
de la acción, aun cuando se invoque arbi-
trariedad. Por lo tanto, no procede si existe 
la posibilidad de reparar el agravio (21). La 
sentencia es definitiva, cuando lo resuelto 
no tiene otra vía ni acción que el recurso 
extraordinario. Este siempre es la ultima ra-
tio, la última instancia que puede ejercer el 
justiciable cuando ha agotado todos los re-
medios ordinarios, ello por tratarse de una 
instancia excepcional, de interpretación res-
tringida, que tiene por objeto examinar si se 
han violado garantías constitucionales como 
el derecho de propiedad, la defensa en juicio 
y el debido proceso legal (22). Es definitiva 
siempre que sea la ultima ratio, la última 
instancia que puede ejercer el justiciable 
cuando ha agotado todos los remedios, ello 
por tratarse de una instancia excepcional, 
de interpretación restringida, que tiene por 
objeto examinar si se han violado garantías 
constitucionales como el derecho de propie-
dad, la defensa en juicio y el debido proceso 
legal (23).

VII. Conclusiones

a) La ley sancionada solo constituye un 
cúmulo de buenas intenciones pues cues-
tionado un candidato procesado o con-
denado sin sentencia definitiva de SC el 
excluido hará valer en su favor la jurispru-
dencia de la Corte IDH y los Tratados de 
Derechos Humanos y exigirá el control de 
convencionalidad.

b) Mientras no exista condena firme no 
podrá impedirse la candidatura o el ejercicio 
de los derechos políticos.

c) Cualquier objeción deberá ser contro-
lada constitucionalmente por la Junta Elec-
toral de la Provincia, quien deberá ejercer el 
control de Constitucionalidad y Convencio-
nalidad que le corresponde como autoridad 
administrativa (24).

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1517/2022

Nota a fallo

Accidente de tránsito
Responsabilidad concurrente. Uso del cin-
turón de seguridad. Efectos. Límite de la co-
bertura del seguro. Actualización del monto 
a valores al tiempo de la sentencia.

1. -	 La sentencia que atribuyó la responsa-
bilidad al embistente en un accidente 
de tránsito, debe ser confirmada. No 
se advierte arbitrariedad en la conclu-
sión referida a que no existe ninguna 
prueba concluyente que acredite feha-
cientemente que las circunstancias en 
que se desplazaban los ocupantes de 
la camioneta embestida, esto es, sin 
cinturón de seguridad, fueron deter-
minantes en la extensión de las con-
secuencias dañosas del accidente; te-
niendo en cuenta la violencia del im-
pacto y las fatales consecuencias del 
accidente (cuatro fallecidos). No se 
acreditó cuál es la real incidencia que 
la supuesta omisión habría tenido en el 
evento dañoso.

2. -	 La simple comparación de los valores 
de los límites de cobertura autorizados 
por la Superintendencia de Seguros de 
la Nación, demuestran la necesidad de 
actualizar el monto de cobertura, de 
manera que el contrato de seguro no se 
torne ilusorio, por una cobertura abso-
lutamente insuficiente, ya que ello no 
cumple la finalidad social del contrato 
de seguro de responsabilidad civil obli-
gatorio. Establecer lo contrario sería 
perjudicar injustificadamente al terce-
ro acreedor, que no tendría un deudor 
solvente a quien exigir el pago de su in-
demnización, a pesar de que la ley ha 
tenido esa finalidad en miras al estable-
cer la obligatoriedad del seguro.

3. -	 No actualizar el límite de la cobertura 
del seguro perjudicaría al consumidor 
que, habiendo pactado un límite que 
en ese momento se ajustaba a los mí-
nimos establecidos por la Superinten-
dencia de Seguros de la Nación, pagó 
la prima correspondiente a esa suma, 

dinero con el cual la compañía lucró 
oportunamente y hoy se encontraría 
cubierto solo por una mínima porción, 
correspondiente a un límite que no 
cumple en absoluto con el mínimo es-
tablecido por el organismo competen-
te en la actualidad, a pesar de que la 
deuda que el asegurado debe afrontar 
si será actualizada. Semejante injusti-
cia e irracionalidad no puede ser avala-
da por el Tribunal.

Cuantificación del daño

El hecho dañoso:
Accidente de tránsito

Referencias de la víctima:
Observaciones: El monto total de la indemni-
zación fue de $ 7.256.916. 

SC Mendoza, sala I, 01/11/2021. - Quiroga 
Mario Marcelo y otros c. Sucesores de Iri-

goyen, María N. y Virgilio Roberto s/D y P 
s/ Recurso Extraordinario Provincial.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/173017/2021]

Jurisprudencia vinculada

En “Grippo”, TR LALEY AR/JUR/134520/2021

Costas

A la vencida.

[El fallo in extenso puede consultarse en 
Atención al Cliente, http://informaciónle-
gal.com.ar o en Proview]

(19) Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
02/09/2019, “Gorigoitía c. Argentina”, La Ley, 06/11/2019, 4.

(20) SCJ Mza., Expte.: 108.693 - “Incidente en autos 
p-1/08 Fiscal c. Baigorria Cuello Raúl Orlando p/recurso de 

Casación y reserva del caso federal 12/08/2014”.
(21) SCJ Mza., Expte.: 91.327 - “Departamento General de 

irrigación en j 16.816 Escudero Alberto juan c. Empop”´s SRL 
y ots. p/ ord. s/inc. 11/05/2009”.

(22) SCJ Mza., Expte.:90861 - Martín Víctor Antonio c. 
Weert SA y ots. s/acumulación s/inc.”: 23/02/2009 -: LS, 
397-172.

(23) SCJ Mza., Expte.: 89123 - “Giordanino, Juan Antonio 

en jº 33.927 Giordanino J.A. c. Municipalidad de Guaymallén 
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I. El caso resuelto

El fallo que comentamos fue dictado en fecha 
01/11/2021, por la Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia de Mendoza, Sala Primera, en 
los autos nº 13-05118859-9/1 (020302-61867), 
caratulados: “Sancor Coop. de Seguros Ltda. 
en J. 16.826/61.867 Quiroga Mario Marcelo y 
ots. c. Sucesores de Irigoyen, María N. y Virgi-
lio Roberto p/ D. y P. s/ Recurso Extraordinario 
Provincial”.

De los antecedentes allí relatados resulta 
que los actores, Sr. M. M. Q., por derecho pro-
pio y por sus hijos menores, E. L. Q. y J. E. Q., 
Sr. J. A. E. y Sra. S. F., promovieron demanda 
tendiente a obtener la reparación de los da-
ños y perjuicios derivados de un accidente de 
tránsito, contra la sucesión de la Sra. M. N. I. 
y el Sr. R. O. V. Citaron en garantía a Sancor 
Coop. de Seguros Ltda.

Refirieron que el 20 de junio de 2016 se 
produce un lamentable accidente de trán-
sito en la Ruta 143 de San Rafael, Mendoza, 
protagonizado por la Sra. M. N. I., quien cir-
culaba en dirección al Sur al mando de un 
automotor Toyota Corola, en compañía del 
Sr. R. O. V., titular registral del vehículo, y 
por el Sr. M. M. Q., quien transitaba en una 
camioneta marca Ford F 100, en dirección 
opuesta, juntamente con su compañera Sra. 
E. B. E. y sus tres hijos menores.

Que a la altura del km 559 aproximada-
mente, la Sra. I. perdió el control de su ve-
hículo, colisionando la camioneta del Sr. Q. 
sin que este pudiera hacer nada para evitar-
lo; y que la magnitud del impacto, producto 
de la velocidad de la conductora del Toyo-
ta, provocó la muerte de cuatro personas y 
lesiones de ingente consideración para los 
menores J. E. y E. L. Resultaron fallecidos los 
dos ocupantes del Toyota, la Sra. E. B. E. y el 
niño M. J. Q.

La aseguradora citada en garantía y quienes 
comparecieron en el carácter de herederos úni-
cos y universales declarados en los autos cara-
tulados: “I. N. y V. R. O. p/ Sucesión”, Sr. D. S. V. y 
Sra. L. C. V., contestaron demanda y solicitaron 
su rechazo. Entre otras cosas, sostuvieron que 
fue el conductor de la camioneta quien invadió 
la mano de circulación de la demandada pro-
vocando la colisión frontal, configurándose así 
la eximente legal de culpa de la víctima. Los he-
rederos demandados expresaron, además, que 
con respecto al reclamo del resto de los actores 
existió culpa de un tercero por quien no deben 
responder, es decir un supuesto de causa ajena 
en los términos de los arts. 1722, 1729, 1731 y 
cc. del Cód. Civil y Comercial. Señalaron que 
los menores de edad se trasladaban en forma 
antirreglamentaria en la parte trasera de la ca-
mioneta y también la Sra. E. y el niño M. J. Q. sin 
los cinturones de seguridad. Que la conducta 
de los padres fue la concausa del siniestro, con 

sus consecuencias fatales. Adujeron la teoría 
de la aceptación del riesgo.

La jueza de primera instancia hizo lugar a la 
demanda. Con relación a la responsabilidad, 
argumentó del siguiente modo:

-De la totalidad de las pruebas rendidas en 
autos, no se encuentra acreditado que fuera la 
camioneta de la actora quien habría invadido 
la mano contraria como tampoco el supuesto 
de encandilamiento o alcoholización invoca-
da por la parte demandada.

-Ha quedado acreditado que la velocidad 
del Toyota Corolla era superior a la máxima 
permitida.

-La colocación o no de los cinturones de 
seguridad por parte de los pasajeros de la ca-
mioneta no tiene relación directa con la causa 
del accidente, ello sin perjuicio que su utiliza-
ción o no pueda haber contribuido a la ate-
nuación o agravación de los daños causados 
a los pasajeros.

-La única causa del accidente ha sido la 
conducta desplegada por la conductora del 
Toyota, quien invadió el carril contrario en 
la ruta provocando el impacto frontal con la 
camioneta, recayendo consecuentemente la 
totalidad de la responsabilidad por el hecho 
dañoso a esta.

Apelada la sentencia por todas las partes, la 
Cámara de Apelaciones rechazó el recurso de 
apelación interpuesto por los codemandados 
y la aseguradora e hizo lugar al deducido por 
la actora, reconociendo el rubro referido a los 
gastos de cuidado para J. Q., desde su mayoría 
de edad y hasta su fallecimiento, omitidos por 
la jueza a quo. En lo tocante a la responsabili-
dad, sostuvo que:

-Coincide con la mecánica del accidente 
descripta en origen. Resulta acertado afirmar 
que la responsabilidad en el evento recae en 
un 100% en los demandados. No existe prue-
ba que demuestre que fue la camioneta Ford 
F100 la que invadiera el carril contrario de 
circulación.

-Si bien resulta razonable que la falta de 
colocación de los cinturones pueda ejercer 
relevancia en la gravedad de los daños acaeci-
dos, lo cierto es que también sería arbitrario y 
antojadizo estimar en qué medida influyó esta 
omisión, sin una prueba que lo avale.

-En el caso, dada la magnitud del accidente 
y la velocidad del vehículo Toyota al momento 
del impacto, no se puede afirmar con certeza 
que las lesiones y la muerte son consecuencia 
directa de la falta del cinturón.

-La parte demandada es quien debió probar 
en cada caso en particular y en qué medida el 

daño se agravó por la falta del cinturón de se-
guridad, como así también que la muerte se 
produjo por ello, ya que el Tribunal no puede 
presumirlo. Ante la ausencia de dicha prueba, 
no cabe sino rechazar el agravio.

-Evidentemente el padre de J. y E. resulta 
responsable por permitir que viajaran en lu-
gar impropio, sin condiciones de seguridad, 
pero no obstante ello, no puede determinarse 
cuál fue la incidencia causal del daño en los 
menores, por el hecho de estar ubicados en la 
caja de carga y no en el asiento delantero.

Contra esa resolución Sancor Coop. de 
Seguros Ltda. y los herederos demandados, 
recurrieron ante la Corte provincial. El Su-
perior Tribunal de la Provincia, con voto del 
Dr. Gómez al que se adhirieron la Dra. Day y 
el Dr. Llorente, rechazó los recursos extraor-
dinarios provinciales interpuestos y confir-
mó la sentencia dictada por la Cámara, im-
puso las costas a los recurrentes vencidos y 
reguló honorarios.

Para así decidir, al tratar la cuestión de la 
responsabilidad, luego de decir que tal como 
lo han hecho las instancias anteriores, el caso 
debe analizarse desde la óptica de la respon-
sabilidad objetiva, teniendo en cuenta el obje-
to que intervino activamente en la causación 
del daño; que en cuanto a las eximentes, el 
responsable se libera demostrando la causa 
ajena, excepto disposición legal en contra-
rio; y que la prueba de la causa que se invo-
que para la ruptura total o parcial del nexo 
adecuado de causalidad en materia de res-
ponsabilidad objetiva, debe ser categórica e 
inequívoca, comienza por analizar el planteo 
de los recurrentes referido a la mecánica del 
accidente.

Manifiesta que la pericia mecánica rendida 
en sede civil y las actuaciones obrantes en el 
expediente penal, especialmente la “Pericial 
Criminalística”, coinciden en cuanto a la me-
cánica del accidente, al indicar que fue el ve-
hículo Toyota que en su calidad de embistente 
invade el carril contrario por el que circulaba 
impactando con la camioneta Ford conducida 
por el actor.

Expresa la Corte que estas pruebas que abo-
nan a la convicción del Juzgador no han sido 
desvirtuadas; que ningún respaldo probato-
rio tiene el aserto de los codemandados en 
cuanto afirman que fue el Sr. Q. quien invadió 
la circulación de la mano contraria; y que las 
conclusiones a las que arribó la Cámara en-
cuentran sustento adecuado en el plexo pro-
batorio rendido en la causa, por lo que recha-
za el agravio en este punto.

En la instancia extraordinaria, los recurren-
tes insisten en que el hecho de no haber lleva-
do el cinturón de seguridad ha operado como 
una concausa de agravamiento de daño.

El Tribunal, luego de considerar la prue-
ba producida y de señalar que en orden a la 
puntual cuestión de la real incidencia causal 
las pericias no han arrojado mayores certe-
zas, sostiene: “Por todo lo cual, no advierto 
arbitrariedad en la conclusión referida a que 
no existe ninguna prueba concluyente que 
acredite fehacientemente que las circunstan-
cias en que se desplazaban los ocupantes de 
la camioneta Ford fueron determinantes en la 
extensión de las consecuencias dañosas del 
accidente”.

En cuanto al traslado de los niños en la 
caja de la camioneta, afirma: “Entiendo que 
el razonamiento de la Alzada no resulta irra-
zonable ni ilógico en este punto, debiendo 
recordar que el presente proceso ha sido re-
suelto y enmarcado en términos de respon-
sabilidad objetiva. Por lo cual, más allá del 
reproche que puede adjudicarse a los pa-
dres por haber permitido el traslado de los 
niños en la caja del vehículo, lo cierto es que 
al alegar la configuración de una eximen-
te de una responsabilidad objetiva, lo que 
debió demostrarse es su incidencia causal, 
esto es, que tal conducta agravó o incremen-
tó el daño, no existiendo presunción alguna 
en tal sentido”.

Agrega: “Por todo lo cual, resulta absoluta-
mente insuficiente la enumeración de las le-
siones padecidas por los niños o los diagnósti-
cos de ingreso al hospital, sin otra prueba con-
cluyente que lo avale, resultando inadmisible 
efectuar un análisis conjetural de la cuestión”. 
Por tales razones, rechaza el agravio.

Analiza luego las quejas referidas a la cuan-
tificación de los daños, a los daños al vehículo, 
a la tasa de interés y al límite de cobertura, que 
rechaza.

Si bien en la sentencia se tratan distintos te-
mas de interés, por razones de espacio, limita-
remos el comentario a la que fue una cuestión 
central de análisis por el tribunal al momento 
de considerar la responsabilidad de la deman-
dada y la citada en garantía, esto es la relación 
de causalidad y la incidencia que en ella tiene 
el no uso de cinturones de seguridad y el tras-
lado de menores de edad en la caja de carga 
de la camioneta.

Finalmente, formularemos una conclusión.

II. La relación de causalidad como presu-
puesto de la responsabilidad civil

II.1. Concepto. Consideraciones generales

Para que la indemnización sea proceden-
te es necesario que se encuentren reuni-
dos una serie de presupuestos. De acuerdo 
con la doctrina clásica son: antijuridicidad, 
daño, factor de atribución y relación de cau-
salidad (1).

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, Car-

los Gustavo, “Tratado de responsabilidad civil”, San-

ta Fe, Editorial Rubinzal - Culzoni, 2017, 1ª edición re-
visada, Tomo I, p. 19; TRIGO REPRESAS, Félix A., “La 
antijuridicidad en el Código Civil velezano y en el Códi-

go Civil y Comercial de la Nación”, RCCyC 2015 (octu-
bre), 135 - RCyS 2016-IV, 15, Cita Online: TR LALEY AR/
DOC/3413/2015; VÁZQUEZ FERREYRA, Roberto A., “Los 

presupuestos de la responsabilidad civil en el nuevo Có-
digo”, LA LEY, 2015-E, 1155, Cita Online: TR LALEY AR/
DOC/3475/2015.
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El Código Civil y Comercial los prevé expre-
samente: el art. 1717 hace referencia a la anti-
juridicidad, el art. 1721 al factor de atribución, 
el art. 1726 a la relación de causalidad y el 
art. 1737 al daño; habiéndose referido a ellos 
la Comisión Redactora en los fundamentos, al 
tratar la función resarcitoria de la responsabi-
lidad civil (2).

De esa manera, para que deba responderse 
por un daño es necesario que este haya sido 
causado por su autor, siendo la relación de 
causalidad un presupuesto inexcusable para 
su reparación (3).

Se ha dicho: “La relación de causalidad 
vincula jurídicamente, de manera directa, 
el incumplimiento obligacional o el hecho 
ilícito aquiliano con el daño, y en forma su-
cedánea e indirecta, a este con el factor de 
atribución. En el ámbito preventivo, también 
permite establecer un vínculo razonable y 
necesario entre la amenaza de daño y el he-
cho que la genera” (4).

A través de su indagación, se trata de re-
solver si un resultado dañoso determinado 
puede ser materialmente atribuido (es decir 
imputado fácticamente) a una persona. O, lo 
que es igual, si existe un vínculo material en-
tre un hecho antecedente y otro consecuente, 
que permita determinar a quién debe impu-
tarse fácticamente el primero y cuáles son las 
consecuencias del segundo (5).

II.2. Funciones de la relación de causalidad 
en la responsabilidad civil

Coincide destacada doctrina que en el 
campo de la responsabilidad civil la rela-

ción de causalidad cumple una doble fun-
ción.

En primer lugar, permite determinar 
cuándo un resultado dañoso —o una ame-
naza de daño en materia preventiva— es 
materialmente atribuible a la acción dañosa 
de un sujeto determinado (imputatio facti). 
Revela la autoría del daño y permite indivi-
dualizar al sujeto que debe responder por su 
reparación.

En segundo lugar, brinda los parámetros 
objetivos indispensables para calibrar la 
extensión del resarcimiento, mediante un 
régimen predeterminado de imputación de 
consecuencias (arts. 1726 a 1729, Cód. Civil 
y Comercial). Por medio de ella se determina 
hasta dónde el derecho quiere que el autor 
material responda por sus actos, evitándose 
así la elongación excesiva del perjuicio y el 
enriquecimiento consiguiente del damnifi-
cado (6).

Esto último, en cuanto determina la ex-
tensión o medida del resarcimiento, re-
sulta de suma importancia, ya que como 
se ha expresado: “extender la indemniza-
ción a perjuicios que no guardan relación 
de causalidad adecuada con el obrar del 
agente implica extender el ámbito de la 
responsabilidad a límites insospechados, 
con injustificado ataque al valor seguridad 
jurídica y severo perjuicio a la economía 
general” (7).

Acerca de ambas funciones se ha referi-
do también la Comisión Redactora del Có-
digo Civil y Comercial en sus fundamen-
tos (8).

II.3. Prueba de la relación de causalidad

La prueba de la relación de causalidad 
adecuada pesa, como regla, sobre quien re-
clama la reparación del daño (9). Esta solu-
ción, es la que ha sido expresamente consa-
grada en el art. 1736 del Cód. Civil y Comer-
cial (10), norma que además dispone que la 
carga de la prueba de la causa ajena recae 
sobre quien la invoca. En esos términos se 
ha referido a este tema la Comisión Redac-
tora en sus fundamentos (11).

En tal sentido, explica Vázquez Ferreyra que 
la prueba de la relación de causalidad está 
siempre en cabeza de quien la alega, salvo que 
la ley la impute o presuma. La carga de la prue-
ba de la ruptura del nexo causal también recae 
sobre quien la invoca. A diferencia de lo que 
ocurre con los factores de atribución, el Código 
no contempla una norma como la del art. 1735 
que alivie la carga de la prueba del nexo causal. 
Es decir —afirma este autor—, que la relación 
causal nunca puede presumirse (12).

III. Incidencia causal del no uso de cinturones 
de seguridad y del traslado de menores de 
edad en la caja de carga de una camioneta

III.1. Consideraciones generales

El art. 40, inc. k) de la Ley de Tránsito 24.449 
establece que para poder circular con automo-
tor es indispensable: “Que sus ocupantes usen 
los correajes de seguridad en los vehículos que 
por reglamentación deben poseerlos”; dispo-
niendo el art. 77, inc. t) de ese cuerpo legal, 
que constituye falta grave: “La conducción de 
vehículos sin que alguno de sus ocupantes uti-
lice el correspondiente correaje de seguridad”.

En cuanto a los efectos que tiene la omisión 
de utilizar los cinturones de seguridad, se ha 
señalado en doctrina que existen dos corrien-
tes claramente diferenciadas. Por un lado, 
aquella que considera que dicha infracción 
vial tiene incidencia causal en la producción 
del accidente de tránsito, y por ende opera 
como una eximente de responsabilidad. Por 
el otro, la que entiende que el hecho de que la 
víctima no haya llevado colocado el cinturón 
de seguridad no es la causa del accidente, por 
lo que tampoco puede servir de base para fun-
dar una eximente (13).

Quienes comparten la última posición, sos-
tienen que lleve o no la víctima el cinturón de 
seguridad, el siniestro se va a producir de to-
dos modos, sea porque uno de los involucra-
dos violó la prioridad de paso, o bien porque 
pasó el semáforo en rojo, invadió la contra-
mano, o porque simplemente no mantuvo el 
dominio del rodado que comandaba, etc. La 
causa del hecho es la infracción del conduc-
tor que violó la señal lumínica del semáforo, 
o la prioridad de paso o embistió desde atrás 
al rodado, no que alguno de los pasajeros da-
ñados haya omitido colocarse el cinturón de 
seguridad. Esto último, en todo caso, produ-
cirá un agravamiento de las lesiones; motivo 
por el cual, tal circunstancia solo puede tener 
incidencia a la hora de establecer el monto in-
demnizatorio (14).

En este último sentido se ha pronunciado 
desde hace algunos años la Corte de Justicia 
de la Provincia de Mendoza (15) y en general 
la jurisprudencia de otros tribunales (16).

De igual modo lo ha hecho la doctrina (17) 
y la jurisprudencia (18) con respecto a la in-

(2) “Código Civil y Comercial. Concordado con el régimen 
derogado y referenciado con legislación vigente. Revisado, 
ordenado y concordado por: Eduardo A. Zannoni; Marina Ma-
riani de Vidal; Jorge O. Zunino; Fernando E. Shina; Gloria S. 
Ramos”, Buenos Aires, Editorial Astrea, 2015, 1º reimpresión, 
p. 462: “En la Sección se regulan los presupuestos de la fun-
ción resarcitoria: antijuridicidad, factores de atribución y nexo 
causal, para luego dedicar una Sección especial al daño”.

(3) TRIGO REPRESAS, Félix A. - LÓPEZ MESA, Marcelo J., 
“Tratado de la responsabilidad civil”, Buenos Aires, Editorial 
La Ley, 2004, 1ª edición, Tomo I, p. 582.

(4) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, Carlos 
Gustavo, “Tratado de responsabilidad civil”, ob. cit., Tomo I, 
p. 341.

(5) Idem, ob. cit.
(6) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, Carlos 

Gustavo, “Tratado de responsabilidad civil”, ob. cit., Tomo 
I, ps. 345/346; CALVO COSTA, Carlos A., “La causalidad 
adecuada en el derecho de daños: ¿causalidad real o crite-
rio de imputación objetiva?”, LA LEY, 2021-A, 371, Cita: TR 
LALEY AR/DOC/212/2021; MESSINA DE ESTRELLA GU-
TIÉRREZ, Graciela N., “Relación de causalidad y factores 
interruptivos en el Código Civil y Comercial”, RCyS, 2015-
IV, 66, Cita Online: TR LALEY AR/DOC/337/2015; ORGAZ, 
Alfredo, “El daño resarcible”, Córdoba, Marcos Lerner Edi-
tora Córdoba, 1992, ps. 32/33; TRIGO REPRESAS, Félix A. 
- LÓPEZ MESA, Marcelo J., “Tratado de la responsabilidad 
civil”, ob. cit., Tomo I, p. 590; VÁZQUEZ FERREYRA, Ro-
berto A., “Los presupuestos de la responsabilidad civil en 
el nuevo Código”, LA LEY, 2015-E, 1155, Cita Online: TR LA-
LEY AR/DOC/3475/2015.

(7) VÁZQUEZ FERREYRA, Roberto A., “Los presupues-
tos de la responsabilidad civil en el nuevo Código”, LA LEY, 
2015-E, 1155, Cita Online: TR LALEY AR/DOC/3475/2015.

(8) “Código Civil y Comercial. Concordado con el régi-
men derogado y referenciado con legislación vigente. Re-
visado, ordenado y concordado por: Eduardo A. Zannoni; 
Marina Mariani de Vidal; Jorge O. Zunino; Fernando E. 
Shina; Gloria S. Ramos”, ob. cit., p. 464: “En cuanto a la 
relación causal se ha seguido el art. 1557 del Proyecto de 
1993 (PEN), que ha mantenido la clasificación de las con-
secuencias que existía en el Código Civil según la reforma 
de la ley 17.711. Este distingo ha sido ampliamente aplicado 
por la doctrina y jurisprudencia, dando lugar a una conso-
lidada interpretación que mantiene su utilidad, aun en un 
sistema unificado de responsabilidad. Tanto en el ámbito 
contractual como extracontractual es necesario hacer pre-
cisiones sobre la causalidad a nivel de autoría, así como en 
la extensión del daño resarcible, para lo cual este sistema 
ha demostrado su eficacia en el derecho argentino”.

(9) PIZARRO, Ramón Daniel - VALLESPINOS, Carlos 

Gustavo, “Tratado de responsabilidad civil”, ob. cit., Tomo 
I, p. 383; BUSTAMANTE ALSINA, Jorge, “La relación de 
causalidad y la antijuridicidad en la responsabilidad extra-
contractual”, LA LEY, 1996-D, 23 - Responsabilidad Civil 
Doctrinas Esenciales Tomo II, 199, Cita Online: TR LALEY 
AR/DOC/5291/2001; TRIGO REPRESAS, Félix A. - LÓPEZ 
MESA, Marcelo J., “Tratado de la responsabilidad civil”, ob. 
cit., Tomo I, p. 630; CNCiv., sala I, 31/07/2020, “P., D. M. c. 
Cencosud SA s/ daños y perjuicios”, La Ley Online, Cita: TR 
LALEY AR/JUR/30677/2020.

(10) Artículo 1736: “Prueba de la relación de causalidad. 
La carga de la prueba de la relación de causalidad corres-
ponde a quien la alega, excepto que la ley la impute o la pre-
suma. La carga de la prueba de la causa ajena, o de la im-
posibilidad de cumplimiento, recae sobre quien la invoca”.

(11) “Código Civil y Comercial. Concordado con el régimen 
derogado y referenciado con legislación vigente. Revisado, 
ordenado y concordado por: Eduardo A. Zannoni; Marina 
Mariani de Vidal; Jorge O. Zunino; Fernando E. Shina; Gloria 
S. Ramos”, ob. cit., p. 466: “De conformidad con los funda-
mentos expuestos anteriormente, se incluyen normas rela-
cionadas con la prueba del nexo causal. La regla es similar a 
la anterior, porque cada parte debe probar los presupuestos 
que hacen a su pretensión, y por ello la carga de la prueba de 
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cidencia causal que tiene la omisión del uso 
del casco protector por el motociclista.

Al referirse a la influencia causal de la 
omisión del uso de cinturón de seguridad, 
Zavala de González explica con claridad 
que la divergencia requiere tener en vista 
ante todo las características del acciden-
te, pues esa omisión ni siquiera suele ser 
condición necesaria del choque que otro 
provoca, de manera que se descarta en-
tonces alguna influencia concausal. Así, 
poco importa que quienes transitaban en 
un rodado no usaran cinto, si fue arrasado 
por otro vehículo de gran porte. Un enfo-
que distinto apunta a los efectos o resul-
tados nocivos. No llevar colocado el cinto 
puede provocar incapacidad al conductor 
o pasajero desaprensivo que no se habría 
producido, o configurado en menor grado, 
de haberse adoptado la medida precauto-
ria. Aquí puede haber concausalidad, y en 
medida eventualmente gravitante respecto 
de daños específicos conectados con dicha 
abstención, y sin relieve, en cambio, para 
aminorar responsabilidad por desperfectos 
en el automotor impactado (19).

Entendemos que similares considera-
ciones pueden formularse con relación a 
la incidencia causal que, en el caso en co-
mentario, tiene el traslado de los menores 
de edad que sufrieron lesiones en la caja de 
la camioneta.

Así, por ejemplo, se resolvió en un caso 
en el que el conductor de un camión con 
acoplado que circulaba por una ruta encan-
diló a quien manejaba un vehículo Renault 
Trafic, invadió parcialmente el carril opues-
to al que transitaba y fue el embistente que 
impactó su parte lateral izquierda con el 
sector izquierdo de la Trafic, en la que algu-
nas de las víctimas del accidente viajaban 
en la parte posterior, sentadas en sillas de 
plástico sin cinturones de seguridad. En la 
sentencia de primera instancia, se condenó 
al conductor del camión y a su propietaria, 
con extensión a la citada en garantía. Los 
demandados fueron declarados únicos res-
ponsables del accidente y se resolvió que 
ni la conducta del conductor de la Renault 
Trafic ni la de las víctimas fatales contri-
buyeron causalmente a la producción del 
daño. Apelada la sentencia, la Cámara con-
sideró que el conductor de la Renault Trafic 
no contribuyó causalmente a la producción 
del hecho. Los apelantes habían inculpado 
a este de no haber adoptado medidas de 
seguridad (colocar asientos fijos y cinturo-
nes de seguridad en la Trafic), imputación 
que se hizo extensiva a los pasajeros que 
resultaron heridos, habiendo considerado 
la Cámara que esas circunstancias no ope-

raron como factores concausales y que el 
conductor del camión fue el único causante 
del hecho.

Dijo la Cámara: “Es cierto que la Trafic 
de A., no estaba destinada al transporte de 
carga y carecía no solo de los dispositivos 
de los cinturones de seguridad —obligato-
rios conforme los arts. 17 inc. 9 y 64 inc. 1 
ley 11.430 y dec.-regl. 200/1995— sino que 
los transportados detrás de la cabina de-
lantera del vehículo lo hacían sentados en 
butacas que no estaban fijas, sino que eran 
simples sillas de plástico. En esa situación 
estaban: O. R. S., M. G., E. A. M., Y. Y. S. y 
A. M. M. (…) Pero esa grave infracción re-
glamentaria no guarda conexión causal 
jurídicamente relevante con las lesiones e 
incapacidad de H. M.A., V. A.M., S.L. C. de 
S. y E. A. S. de M. y M. G. (estas últimas su-
frieron las lesiones menos graves de todos), 
ni con los lamentables fallecimientos de O. 
R. S., el de su hija Y. Y. y el de la joven A. M. 
M. (conf. pericia del ing. Piazza fs. 307/309 
causa penal). (…) La real y gravitante cau-
sa de los daños personales (secuelas inca-
pacitantes y muerte) radica en la fuerza y 
lugar del embestimiento del camión contra 
la Trafic, ya que las fotografías recogidas 
son elocuentes en cuanto que el vehículo 
Renault fue ‘decapitado’ por el impacto, ya 
que el impacto se concentró en su lateral 
izquierdo (…). La mecánica del accidente 
y ese sector de localización del embesti-
miento denotan que no repercutió que los 
pasajeros carecieran de cinturones y estu-
vieran sentados en sillas frágiles: los daños 
personales mayores los recibieron quienes 
iban sentados en el sector izquierdo del 
vehículo y, de ellos, los que estaban en la 
parte trasera, que es el sitio donde se regis-
tró el grueso del golpe. Por eso fallecieron 
A. M. M. y O. R. y Y. S. —del lado izquier-
do— y los que lo hacían del lado derecho 
(E. A.S. de M. y S.L. C.) recibieron las he-
ridas menores. (…) En caso de que guarde 
cierta similitud la Cámara Federal de Para-
ná resolvió que no medió responsabilidad 
de las víctimas que iban transportadas en 
la caja del camión y que resultó embesti-
da de atrás por un camión (CFed. Paraná, 
12/2007, ‘Abalo Julio y otro c. Derudler 
Hnos. SRL y ot. s/sumario”. Voto Dr. Chau-
sovsky)” (20).

III.2. Prueba de la incidencia causal

Como vimos supra, de acuerdo con lo 
previsto en el art. 1736 del Cód. Civil y Co-
mercial, excepto que la ley la impute o la 
presuma, como regla, la carga de la prueba 
de la relación de causalidad corresponde a 
quien la alega; recayendo igualmente la de 
la causa ajena sobre quien la invoca.

Asimismo, en lo tocante a las eximentes, 
conforme lo dispuesto por el art. 1734 del 
Cód. Civil y Comercial, excepto disposición 
legal, “la carga de la prueba de los facto-
res de atribución y de las circunstancias 
eximentes corresponde a quien los alega”; 
debiendo tenerse presente que como se ha 
dicho, en la responsabilidad por riesgo las 
eximentes deben interpretarse con estric-
tez. “De allí que en la duda sobre una causa 
ajena, procede reparar, y en la duda sobre 
su alcance, corresponde decidir con ampli-
tud la extensión de responsabilidad” (21).

En consonancia con la solución que ex-
presamente prevé el Código Civil y Comer-
cial, con anterioridad a este ya la doctrina 
había sostenido que: “aunque se haya de-
mostrado en el juicio el no uso del cinturón 
de seguridad por parte de la víctima, quien 
pretenda escudarse en tal omisión para 
evitar responder, deberá demostrar tam-
bién, la relación causal entre dicha omi-
sión y las dolencias constatadas en la víc-
tima. Esto solo puede lograrse eficazmente 
a través de una prueba científica —pericia 
médica e ingeniero mecánica— que deter-
mine de manera concluyente y unívoca, 
primero, la existencia de cinturones en el 
rodado, luego su correcto funcionamiento, 
y finalmente la incidencia causal que su no 
uso ha tenido en relación con las lesiones 
sufridas por la reclamante. También sería 
aconsejable que el experto médico cuanti-
fique porcentualmente esa agravación del 
daño, pues cualquier estimación azarosa 
podría dar lugar a la invocación de arbitra-
riedad” (22).

De esta manera, esto es en el sentido de 
que el agravamiento de las lesiones por el 
no uso del cinturón de seguridad debe ser 
probado por quien invoca ese hecho, se ha 
pronunciado desde hace muchos años la 
Corte de Justicia de la Provincia de Mendo-
za (23), como también la jurisprudencia de 
otros tribunales (24).

IV. Conclusión

De la sentencia en comentario surge que 
la Corte rechaza los recursos extraordina-
rios provinciales deducidos, impone las 
costas a los recurrentes vencidos y regula 
honorarios.

Estamos de acuerdo con lo decidido por 
la Corte.

En efecto, conforme las normas citadas 
supra, sobre los demandados y la citada en 
garantía recae la carga de la prueba de las 
eximentes alegadas; lo que no surge que se 
haya cumplido. De acuerdo al marco jurí-

dico aplicado al caso —responsabilidad ob-
jetiva—, la falta de prueba de la existencia 
de una causa ajena que interrumpa el nexo 
causal redunda en su perjuicio.

Resultando de la prueba producida que 
fue el vehículo Toyota el que en su calidad 
de embistente invade el carril contrario por 
el que circulaba, impactando con la camio-
neta conducida por el actor —siendo ella la 
única causa adecuada para que el siniestro 
vial ocurra—, y no habiéndose demostrado 
la incidencia de una causa ajena, es correc-
ta la sentencia en cuanto rechaza los agra-
vios de los recurrentes referidos a la mecá-
nica del accidente.

No habiendo tenido el no uso de cin-
turones de seguridad ni el traslado de los 
menores de edad en la caja de carga de 
la camioneta influencia alguna en lo que 
se refiere a la autoría del hecho, examina 
después el tribunal la otra cuestión, esta-
bleciendo que no se ha probado cuál fue su 
incidencia causal con respecto a la exten-
sión de los daños; no advirtiendo —dice la 
Corte— arbitrariedad en la conclusión de 
la Cámara “referida a que no existe ningu-
na prueba concluyente que acredite feha-
cientemente que las circunstancias en que 
se desplazaban los ocupantes de la camio-
neta Ford fueron determinantes en la ex-
tensión de las consecuencias dañosas del 
accidente”.

Para eso pondera, entre otras cosas, la 
violencia del impacto conforme lo deter-
mina la pericia mecánica (la velocidad re-
lativa del impacto de un rodado respecto 
al otro rondaba los 229 km/h.), las fatales 
consecuencias (cuatro fallecidos) y, espe-
cialmente, que los dos ocupantes del ve-
hículo Toyota Corolla, quienes circulaban 
con mayores condiciones de seguridad, 
fallecieron en el lugar del accidente dentro 
del habitáculo como consecuencia del im-
pacto, todo lo cual a criterio de la Corte no 
permite arribar a una conclusión diferente 
sin prueba concluyente que así lo determi-
ne.

En suma, un fallo que, siguiendo la línea 
de anteriores precedentes del mismo tribu-
nal, hace adecuada aplicación de las nor-
mas del Código Civil y Comercial; distingue 
acertadamente entre las funciones que des-
empeña la relación de causalidad en la res-
ponsabilidad civil; y, atendiendo a las parti-
culares circunstancias del caso, resuelve, a 
nuestro criterio correctamente, la compleja 
cuestión causal sometida a su decisión.
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Ercilia y otros c. Diálogo Publicidad SA y otros”, RCyS, 
2011-I, 132, Cita: TR LALEY AR/JUR/41298/2010; C1a 
de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz 
y Tributaria de Mendoza, 11/09/2014, “Mirabal, Mabel 
Ester c. Morales, Guillermo Reinaldo s/ d. y p. (acci-
dente de tránsito)”, LLGran Cuyo 2015 (abril), 267 - 
SJA, 15/04/2015, 48 - JA, 2015-II, 360, Cita: TR LALEY 
AR/JUR/50645/2014: “Lo relevante es que, en el caso 
en examen, primero no existe prueba relevante de que 
la actora no tenía puesto el cinturón de seguridad y 
tampoco existe una prueba científica que determina 
un agravamiento de las lesiones por no llevar el cintu-
rón de seguridad colocado, y esa orfandad probatoria 
que hubiese servido para analizar la cuestión desde su 
perspectiva causal, es lo que conduce al rechazo del 
presente recurso y a la confirmación de la sentencia en 
crisis, ya que el criterio de la señora juez de instancia 
es ajustado a derecho”.
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Análisis normativo
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SUMARIO: I. Introducción.— II. Objeto.— III. Autoridad de aplicación.— IV. Definiciones.— V. Acciones afirmativas.— VI. Tipología.— VII. Prevalencia normativa.— VIII. Reparación.— 
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I. Introducción

En el presente trabajo se comentará la 
ley 10.374 sobre garantía y promoción de la 
plena vigencia del principio de igualdad y no 
discriminación, con vistas a asegurar el efectivo 
ejercicio de los derechos de todas las personas 
y grupos de personas dictada en la provincia 
de La Rioja. El instrumento objeto de comen-
tario se sanciona y publica el 15/04/2021 y el 
07/09/2021, respectivamente. Es de orden pú-
blico; consta de veintidós artículos y atento a 
la importancia que este reviste, se expondrá de 
manera detallada siguiendo un orden distinto a 
la enunciación prevista en la referida ley.

II. Objeto

a) Garantizar y promover la plena vigencia 
del principio de igualdad y no discriminación, 
con vistas a asegurar el efectivo ejercicio de los 
derechos de todas las personas y grupos de per-
sonas.

b) Prevenir la discriminación en todas sus 
formas, a través de la implementación y el de-
sarrollo de políticas públicas inclusivas y ac-
ciones afirmativas que promuevan la igualdad 
de oportunidades y fomenten el respeto a la 
diversidad y a la dignidad inherente de cada ser 
humano.

c) Sancionar y reparar los actos discrimi-
natorios, garantizando el acceso a la justicia y 
generando condiciones aptas para erradicar la 
discriminación, xenofobia y el racismo (art. 1º).

III. Autoridad de Aplicación

La Autoridad de Aplicación de la presente 
ley, será la Secretaría de Derechos Humanos 
(art. 21).

IV. Definiciones

Se consideran discriminatorios:

a) Los hechos, actos u omisiones que tengan 
por objeto o por resultado impedir, obstruir, res-
tringir o de cualquier modo menoscabar, arbi-
trariamente, de forma temporal o permanente, 
el ejercicio igualitario de los derechos y garan-
tías reconocidos en la Constitución Nacional, 
la Constitución de la Provincia de La Rioja, las 
leyes nacionales y provinciales dictadas en su 
consecuencia, en los Tratados Internacionales 
de Derechos Humanos vigentes y en las nomas 
concordantes; a personas o grupos de perso-
nas, bajo pretexto de: Etnia, nacionalidad, color 
de piel, nacimiento, origen nacional, lengua, 
idioma o variedad lingüística, convicciones re-
ligiosas o filosóficas ideología, opinión política 
o gremial, sexo, género, identidad de género y/o 
su expresión, orientación sexual, edad, estado 
civil, situación familiar, trabajo u ocupación, as-
pecto físico, discapacidad, condición de salud, 
características genéticas, situación socioeconó-
mica, condición social, origen social, hábitos 
sociales o culturales, lugar de residencia, y/o de 

cualquier otra condición o circunstancia perso-
nal, familiar o social, temporal o permanente.

b) Toda acción u omisión que, a través de 
patrones estereotipados, insultos, ridiculiza-
ciones, humillaciones, descalificaciones, y/o 
mensajes que transmitan y/o reproduzcan do-
minación, desigualdad y/o discriminación en 
las relaciones sociales, naturalice o propicie la 
exclusión o segregación.

c) Las conductas que tiendan a causar daño 
emocional o disminución de la autoestima, 
perjudicar y/o perturbar el pleno desarrollo 
personal y/o identitario, degradar, estigmatizar 
o cualquier otra conducta que cause perjuicio 
a su salud psicológica y a la autodeterminación 
de las personas bajo cualquier pretexto discri-
minatorio.

En todos los casos debe entenderse que la 
discriminación en función de los pretextos 
mencionados en el inc. a), es el resultado de 
relaciones asimétricas y tratos inequitativos re-
lacionados a determinados factores y contextos 
históricos, geográficos, sociales y culturales. En 
cualquier caso, no incide en la evaluación del 
carácter discriminatorio de una conducta que 
el pretexto que la haya determinado coincida 
o no con características de la persona afectada.

Ninguna persona podrá valerse de razones 
de obediencia u órdenes recibidas, para la reali-
zación y/o justificación de conductas manifies-
tamente ilegítimas y reprochadas por esta ley 
como discriminatorias.

Tales conductas serán pasibles de ser repro-
chadas tanto a título personal de quien lo reali-
za, como de quien haya impartido las órdenes o 
directivas para su realización (art. 3º).

V. Acciones afirmativas

Las acciones afirmativas que el Estado desa-
rrolla para promover la igualdad de condicio-
nes de grupos víctima de discriminación, en 
ningún caso se consideran discriminatorias.

No se consideran discriminatorias las opinio-
nes políticas y/o científicas y/o académicas que 
versen sobre ideología o religión por el solo he-
cho de someter determinados dogmas a debate 
(art. 4º).

VI. Tipología

A los efectos de esta ley se establece:

Discriminación de Jure: Toda distinción nor-
mativa que excluya, restrinja o menoscabe el 
goce o el ejercicio igualitario de los derechos. 
La discriminación de jure puede manifestarse 
directa o indirectamente.

Directa: Cuando el pretexto discriminatorio 
es invocado explícitamente como motivo de 
distinción, exclusión, restricción o menoscabo.

Indirecta: Cuando el factor de distinción in-
vocado es aparentemente neutro, pero con el 

efecto es el de excluir, restringir o menoscabar 
de manera irrazonable a un grupo o colectivo, 
sin que exista una justificación objetiva en rela-
ción con la cuestión decidida.

Discriminación de Facto: Toda exclusión, res-
tricción o menoscabo de hecho en el goce o en 
el ejercicio igualitario de los derechos sin que el 
criterio de distinción sea mencionado explícita-
mente (art. 2º).

VII. Prevalencia normativa

En la aplicación e interpretación de esta ley 
y de las normas complementarias y concor-
dantes a la misma deberá prevalecer aquella 
aplicación e interpretación que mejor y más 
favorablemente proteja los derechos y la dig-
nidad de las personas afectadas por presuntas 
conductas discriminatorias. Igual principio se 
aplicará ante la concurrencia de nomas de igual 
o distinto rango que prevean diferentes niveles 
de protección contra la discriminación (art. 5º).

VIII. Reparación

La persona o grupo de personas que se consi-
dere/n discriminada/s pueden requerir por vía 
judicial o administrativa, según corresponda, el 
cese del acto discriminatorio y/o la obtención 
del resarcimiento de los daños que el hecho, 
acto u omisión le ocasiona y/o la condena en 
caso de cometerse algún delito tipificado por el 
Código Penal.

La autoridad de aplicación debe estable-
cer un mecanismo eficaz de recepción de 
denuncias y de asesoramiento legal sobre los 
procesos a seguir en caso de ser víctima de 
discriminación. Asimismo, podrá actuar de 
oficio y presentar denuncias administrativas y 
judiciales en caso de conocer situaciones de 
discriminación, con consentimiento del o los 
afectados o aun sin su consentimiento cuan-
do las circunstancias del caso lo justifiquen 
(art. 6º).

IX. Cese del acto discriminatorio. Acciones ci-
viles y penales

La/s persona/s que cometa/n un hecho, acto 
u omisión tendiente, o cuyo resultado impli-
que la discriminación a una persona o grupo 
de personas, será/n obligada/as judicial o ad-
ministrativamente, a pedido de/los afectado/s 
o de cualquier otra persona u organismo legi-
timado/a para presentar la denuncia, a dejarlo 
sin efecto o a cesar en su realización.

En el caso de comprobarse el hecho, acto u 
omisión discriminatoria, la autoridad judicial 
o administrativa, deberá adoptar medidas ten-
dientes a prevenir la futura realización o garan-
tizar la no repetición de estos.

La autoridad de aplicación de la presente ley, 
tomando debida cuenta de los casos resueltos, 
podrá formular y recomendar a las autoridades

Las acciones que deriven de la aplicación de 
la presente ley, tramitarán según el procedi-

miento previsto en sede administrativa (arts. 7º 
y 8º).

X. Legitimación

Se encuentran legitimados/as para inter-
poner acciones judiciales y/o administrativas 
por conductas u omisiones discriminatorias 
la persona o grupo de personas afectadas 
por las mismas, el Instituto Nacional contra 
la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo 
(INADI), la Secretaría de Derechos Humanos 
de la Nación, la Secretaría de Derechos Hu-
manos de la Provincia de La Rioja, el Defen-
sor del Pueblo y los máximos organismos con 
competencia en la materia, así como las aso-
ciaciones civiles que propendan a la defensa 
de los derechos humanos, la eliminación de 
toda forma de discriminación o la promoción 
de los derechos de las personas discrimina-
das (art. 9º).

XI. Legitimación Penal

Los organismos públicos y personas físicas 
y jurídicas mencionados en el artículo anterior 
se encuentran legitimados para instar la acción 
penal en causas por los delitos tipificados en 
materia de discriminación que tramiten en los 
tribunales judiciales de La Rioja con excepción 
de aquellas acciones que dependan de instan-
cia privada y o sean acciones privadas confor-
me al art. 71 del Cód. Penal.

Las asociaciones civiles que propendan a la 
defensa de los derechos humanos podrán pre-
sentarse en carácter de querellantes primando 
una interpretación amplia de la norma, ten-
diente a permitir la participación de tales per-
sonas físicas y jurídicas (art. 10).

- Amicus Curiae

Se permitirá la participación de las personas 
físicas y jurídicas enumeradas en los arts. 9º y 
10, en carácter de amicus curiae, consultores/as 
técnicos/as, peritos u otras formas que dispon-
ga el tribunal (art. 11).

XII. Intervención de la autoridad de aplica-
ción

En los procesos judiciales o administrativos 
en los que se tramiten presuntos casos de dis-
criminación, las autoridades respectivas, de 
oficio o a pedido de parte, podrán solicitar un 
informe de la autoridad de aplicación a efectos 
de que esta se expida sobre la existencia o no de 
un acto discriminatorio (art. 13).

XIII. Carga dinámica de la prueba

En los procesos promovidos por aplicación 
de la presente ley, en los que se controvierte la 
existencia de hecho, acto u omisión discrimina-
toria, resultará suficiente para la parte que afir-
ma dicho motivo la acreditación de hechos que, 
evaluados prima facie, resulten idóneos para 
inducir su existencia; en ese caso correspon-
derá a la parte demandada a quien se reprocha 
el hecho, acto u omisión, la prueba de que este Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
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I. Contrato de trabajo.

I.1. Abandono de trabajo

La Sala Unipersonal de la Cámara Segun-
da del Trabajo de la Primera Circunscripción 
Judicial de Mendoza, a cargo del Dr. Julio 
Gómez Orellano, en fecha 03/02/2022, en 
los autos Nº 13-04322808-5, caratulados: 
“Castro Alex Roberto Matías c. Cabuca SA y 
Otros p/ Despido”, cita online TR LALEY AR/
JUR/1651/2022 admitió parcialmente la de-
manda —solo por los rubros de diferencias 
salariales y multa del art. 80 de la Ley de Con-
trato de Trabajo—, a la par que desestimó los 
conceptos indemnizatorios reclamados.

En primer lugar, consideró procedentes las 
diferencias salariales reclamadas al evaluar 
que las planillas horarias presentaban serias 
deficiencias, así como que los testigos fueron 
contestes en afirmar que la jornada laboral 
era más amplia, aunque los empleados esta-
ban registrados solo por media jornada.

Por otra parte, entendió que el emplea-
dor despidió con justa causa al demandan-
te (abandono de trabajo) cuando, previo 
emplazamiento a presentarse a trabajar, 
formalizado mediante actuación notarial, 
luego de recibida el alta médica por una le-
sión acontecida en el trabajo, el trabajador 
no se reintegró a trabajar ni justificó sus in-
asistencias.

I.2. Suspensión. Proporcionalidad. Consta-
tación notarial. Valor probatorio

La Sala Unipersonal de la Cámara Cuarta 
del Trabajo de la Primera Circunscripción 
Judicial de Mendoza, a cargo del Dr. Lean-
dro Fretes Vindel Espeche, en fecha 03 de 
noviembre de 2021, en los autos Nº 13-
04353088-1, caratulados: “Tello, Roberto Da-
niel c. Ecco SA p/ Suspensiones”, cita online 
TR LALEY AR/JUR/173167/2021, admitió 
parcialmente la demanda y, en consecuen-
cia, ordenó reducir una de las sanciones de 
suspensión impuestas al trabajador.

Consideró, para así resolver, que la ma-
yoría de las causas por las que fue sancio-
nado el demandante —a la sazón, chofer 
de ambulancia y asistente del profesional 
médico de urgencias—, fueron debida-
mente acreditadas mediante prueba testi-
monial producida en audiencia de vista de 
causa.

No obstante, juzgó que la última de las 
sanciones impuestas resultó desproporcio-
nada, en tanto, si bien uno de los hechos, por 
sí mismo, resultó de gravedad (cuestionar 
delante de un paciente el proceder de un mé-
dico interviniente), no se acreditó el resto de 
las acciones detalladas en la comunicación 
de la suspensión. Por tal motivo, redujo de 15 
a 10 días su término.

En ese razonar, restó valor probatorio al 
acta de constatación notarial, donde cons-
taban manifestaciones de distintas personas 
sobre actos atribuidos al actor, porque tuvo 
presente que ese instrumento solo constituía 

un medio de prueba más, carente de las pre-
rrogativas de los instrumentos públicos, en 
tanto documento unilateral sin contralor de 
la contraparte.

II. Riesgos del trabajo

II.1. Enfermedad profesional. Reacción vi-
vencial anormal. Ambiente laboral hostil. 
Pericia médica descartada. Pérdida de hono-
rarios

La Cámara Segunda del Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción Judicial, en Sala Uni-
personal a cargo de la Dra. Norma Liliana 
Llatser, en fecha 29/11/2021, en los autos 
Nº 13-02134087-6, caratulados: “De Faveri, 
Raquel Silvia c. Asociart ART SA p/ accidente”, 
cita online TR LALEY AR/JUR/187432/2021 
rechazó la pretensión indemnizatoria por 
supuesta enfermedad profesional ocasiona-
da por una invocada situación de hostilidad 
sufrida por la demandante, en su lugar de 
trabajo.

tuvo como causa un motivo objetivo y razona-
ble ajeno a toda discriminación.

Las presunciones establecidas en este artícu-
lo no rigen en materia penal o contravencional 
(art. 12).

XIV. Reparación del daño colectivo

Cuando por su alcance, trascendencia, pu-
blicidad, divulgación, efectos u otras circuns-
tancias de modo, tiempo o lugar, el tribunal 
considere que exista una afectación social a un 
grupo vulnerado, la sentencia por actos u omi-
siones discriminatorias debe contener medidas 
de reparación del daño colectivo, sin perjuicio 
de las demás indemnizaciones o sanciones que 
correspondan.

La reparación del daño deberá contener una 
o varias de las siguientes medidas, teniendo en 
cuenta la gravedad y trascendencia del acto o 
hecho discriminatorio:

- Campañas públicas de sensibilización y 
concientización sobre los efectos negativos de 
la discriminación.

- Programas internos de capacitación e infor-
mación sobre los derechos humanos y el dere-
cho a la igualdad y la no discriminación.

- Implementación de medidas internas de 
acción positiva a favor del grupo discriminado.

- Emisión y difusión de disculpas públicas al 
grupo discriminado.

- Cualquier otra medida adecuada y perti-
nente tendiente a la reparación de los daños.

Tomando debida cuenta de las sentencias y 
resoluciones emitidas por aplicación de la pre-
sente ley, la autoridad de aplicación, en consul-
ta con el o los grupos damnificados, desarrolla-

rá medidas y acciones para evitar la repetición 
de los actos discriminatorios (art. 14).

Con relación a los arts. 15 a 20 se prevén cues-
tiones relevantes vinculadas a la sensibiliza-
ción, capacitación, concientización en el objeto 
del presente comentario, así como en políticas 
públicas en prevención de la discriminación. 
Además, se hace referencia a la difusión por 
medios gráficos, audiovisuales; en el ámbito 
educativo; en la Administración Pública. Final-
mente, se anuncia qué contenido discrimina-
dor se considera en las plataformas digitales, 
redes sociales y espacio virtual.

Atento a la importancia que revisten los te-
mas enunciados en el párrafo anterior, se trans-
cribirán los artículos mencionados, así:

- Sensibilización, Capacitación y Concien-
tización. La condena por discriminación, tan-
to en procesos individuales como colectivos, 
deberá contener medidas de sensibilización, 
capacitación y concientización al/a la respon-
sable del acto discriminatorio, que podrán con-
sistir en:

a) Asistencia a cursos sobre derechos huma-
nos y discriminación.

b) Realización de tareas comunitarias, por el 
tiempo que determine la sentencia, vinculadas 
a los hechos por los que se lo/a condena.

c) Cualquier otra medida que el/la juez/a 
considere adecuada en función de los objetivos 
y principios de esta ley.

El juez podrá remitir su decisión a la auto-
ridad de aplicación a efectos de asegurar una 
adecuada implementación de las medidas co-
rrespondientes (art. 15).

La autoridad de aplicación, en coordinación 
con las funciones del Estado, arbitrará los me-

dios necesarios para desarrollar prácticas pú-
blicas orientadas a la prevención de la discrimi-
nación y a formar e informar a la ciudadanía so-
bre las consecuencias negativas de la discrimi-
nación sobre el conjunto de la sociedad y sobre 
cada grupo vulnerado en particular, en pos de 
una sociedad más igualitaria en la diversidad.

Constituyen ámbitos prioritarios de apli-
cación de la política pública de igualdad y no 
discriminación el acceso igualitario y la erradi-
cación de la discriminación en los servicios de 
salud, educación y sociales, establecimientos 
públicos comerciales y de servicios, así como, 
espectáculos deportivos y artísticos, con espe-
cial énfasis en aquellas personas o grupos que 
son susceptibles de experimentar situaciones 
de discriminación múltiple.

El Estado en todas sus funciones y niveles, en 
coordinación con la autoridad de aplicación, 
arbitrará los medios necesarios para desarrollar 
acciones orientadas a formar a la ciudadanía en 
pos de eliminar prejuicios y obstáculos que im-
piden el ejercicio pleno de derechos por parte 
de todos los ciudadanos (art. 16).

- Difusión por medios Gráficos y Audiovisua-
les. La Función ejecutiva articulará las medidas 
destinadas a la promoción de los principios y 
derechos reconocidos en la presente ley y de 
los procedimientos previstos para la denuncia 
de actos discriminatorios, dirigido a todos los 
sectores de la sociedad a través de diferentes 
medios de comunicación; enfatizando las pro-
blemáticas de discriminación local, sin excluir 
otras situaciones, pretextos y formas de discri-
minación (art. 17).

- Difusión en el Ámbito Educativo. El Minis-
terio de Educación de la Provincia en coordina-
ción con la Autoridad de Aplicación, arbitrará 
los medios para difundir en todos los niveles del 
Sistema Educativo Provincial tanto en los ámbi-
tos de educación de gestión estatal y privada, el 

conocimiento de los principios establecidos en 
la presente ley y de los procedimientos de de-
nuncia previstos ante actos u omisiones discri-
minatorias (art. 18).

- Difusión en la Administración Pública. Las 
autoridades máximas de todas las funciones y 
niveles del Estado, considerando los lineamien-
tos que provea la Autoridad de aplicación, arbi-
trarán los medios para capacitar a funcionarios/
as y empleados/as públicos/as en los principios 
de la presente ley y en los procedimientos pre-
vistos para la denuncia de actos discriminato-
rios (art. 19).

- Plataformas Digitales, Redes Sociales y Es-
pacio Virtual Contenido Discriminador. Será 
considerado contenido discriminador aque-
llos mensajes publicados en las plataformas 
de contenidos producidos por los usuarios 
que menoscaben o insulten a las personas 
o grupos de personas o asociaciones, bajo 
pretexto de la falsa noción de raza o sexo, así 
como en las nociones de etnia, nacionalidad, 
nacimiento, origen nacional, situación migra-
toria, estatus de refugiado/a o peticionante 
de la condición de tal, situación de apátrida, 
lengua, idioma o variedad lingüística, religión, 
convicciones religiosas o filosóficas, ideología, 
opinión política o gremial, orientación sexual, 
género, identidad de género y/o su expresión, 
edad, color de piel, estado civil, situación fami-
liar, filiación, embarazo, responsabilidad fami-
liar, antecedentes o situación penales, trabajo 
u ocupación, lugar de residencia, caracteres 
físicos, discapacidad, características genéticas, 
capacidad psicofísica y condiciones de salud, 
situación económica o condición social, hábi-
tos personales, sociales y/o culturales, o cual-
quier circunstancia, temporal o permanente, 
que implique distinción, exclusión, restricción 
o preferencia (art. 20).

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/3146/2021
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Última instancia

Suprema Corte de Justicia de la 
Provincia de Mendoza

Responsabilidad de los medios de prensa. 
Doctrina “Campillay”

De la lectura de las notas periodísticas sur-
ge que las publicaciones digitales induda-
blemente no cumplieron con ninguno de 
los requisitos determinados por la doctrina 
“Campillay” para que proceda la eximición 
de responsabilidad del medio de prensa. Por 
el contrario, propaga la información atribu-
yendo esta a la fuente “los investigadores”, 
sin dar mayores detalles, solo hace una re-
ferencia genérica a estos sin individualizar 
quiénes en realidad son la fuente para di-
fundir esa información. Ni al momento de 
dar la noticia, ni posteriormente en la causa 
aportaron alguna prueba que indicara las 
fuentes informantes de las que pudo sur-
gir el error en el que incurrieron. Tampoco 
utilizaron el verbo en tiempo potencial y no 

dejaron en reserva la identidad de los impli-
cados, en el caso la víctima, de quien dieron 
todos los datos y agregaron parentesco con 
un delincuente peligroso por el solo hecho 
de tener el mismo apellido.

SC Mendoza, A., D. D. y A., S. B. c. Uno gra-
fica SA s/daños y perjuicios p/ recurso ex-
traordinario provincial, 04/11/2021.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/209168/2021

Efectos del ambiente laboral hostil

Existen pruebas que demuestran que en el 
ámbito laboral la trabajadora debió sopor-
tar un ambiente hostil y perjudicial para su 
salud y que ello no fue prevenido y menos 
aún reparado por la empleadora cuando sí 
tenía efectivo conocimiento de la situación 
siendo que la propia dependiente comu-
nicó mediante telegrama colacionado que 
sus afecciones obedecían a los maltratos y 
agresiones recibidas en el trabajo. Se de-

mostró que el empleador, a sabiendas de la 
situación de salud que estaba transitando 
la actora como consecuencia del ambiente 
laboral, incumplió la correspondiente obli-
gación de resguardar la integridad física y 
psíquica de los trabajadores y trabajadoras 
a su cargo.

SC Mendoza, B. P., M. B. c. B., A. L. R. y Otro 
p/accidente s/ recurso extraordinario pro-
vincial, 04/11/2021.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/203060/2021

Corte de Justicia de la Provincia de 
San Juan

Arbitrariedad en el juicio laboral

Se configura el vicio de arbitrariedad, pues 
el voto mayoritario sustenta el fallo en un 
mero dogmatismo, invoca el criterio “res-
trictivo” de interpretación que debe hacerse 

del art. 23 de la LCT, la valoración estricta 
de los servicios que prestan los profesio-
nales universitarios, para citar luego juris-
prudencia que no contrasta con las cons-
tancias de la causa. Elude así el reexamen 
del mérito de las probanzas, análisis que 
se impone a los tribunales de apelación. 
Si bien resulta válido enrolarse en un crite-
rio para la aplicación de la norma, ello no 
exime a la Alzada de emitir un nuevo juicio 
respecto del valor convictivo de las pruebas 
aportadas acorde a los agravios propuestos 
y a su contestación, ya sea para coincidir o 
disentir con la solución arribada en primera 
instancia, dando razones fundadas.

CJ San Juan, Pantano, Silva Martín, Alejan-
dro c. Finca La Larga SA s/apelación de sen-
tencia, 23/11/2021.

Cita online: TR LALEY AR/JUR/204875/2021

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/1521/2022

De tal modo, valoró que el certificado mé-
dico acompañado con la demanda —que de-
terminó que la accionante padecía reacción 
vivencial anormal grado IV—, no fue recono-
cido judicialmente.

Seguidamente, sostuvo que quedó eviden-
ciado —en la historia clínica adjuntada a la 
causa— que la patología había remitido por-
que la trabajadora había logrado su reinser-
ción laboral y mejoría en la vinculación con 
familiares y pares.

En ese sentido, descartó la utilidad de 
la pericia médica practicada por el perito 
desinsaculado, principalmente, porque no 
efectuó referencia alguna a la historia clíni-
ca señalada e —incluso— fue confecciona-
da luego de más de dos años desde que se 
había extinguido el vínculo laboral, y más 
de un año y medio después de que su mé-
dica tratante hiciera constar que ella había 
mejorado.

Con todo, dispuso la pérdida de los hono-
rarios del auxiliar desinsaculado.

II.2. Accidente in itinere. Inconstituciona-
lidad art. 12, ley 26.773. Adicional art. 3º, 
ley 26.773

La Cámara Cuarta del Trabajo de la Prime-
ra Circunscripción Judicial, en sala uniperso-
nal a cargo de la Dra. Marinés Babugia, en fe-
cha 05/11/2021, en los autos Nº13-04082857-
9, caratulados “Mulero, Juan Carlos c. Galeno 
Art SA p/ Accidente”, cita online TR LALEY 
AR/JUR/175512/2021, admitió la demanda 
interpuesta y ordenó a la compañía asegu-
radora el pago de la indemnización que allí 
estableció.

De tal modo, la sentencia determinó una 
incapacidad laboral del 28,08% —incluida 
las lesiones físicas y psíquica— sufrida por el 

accionante y que fue originada en el acciden-
te ocurrido el día 13 de junio de 2016 cuan-
do, circulaba en colectivo hacia su trabajo y 
al bajar este lo interceptaron unos sujetos en 
moto con intención de robo quienes lo gol-
pearon en la cabeza y en la espalda.

Respecto a la inconstitucionalidad y con-
trol de convencionalidad del art. 12 de la 
Ley de Riesgos del Trabajo que fue solici-
tado por la actora, la Juzgadora consideró 
que las pruebas aportadas por la interesada 
resultaron insuficientes a los fines de acre-
ditar la supuesta vulneración de derechos 
elementales.

En tal sentido la sentencia detalló que, no 
se demostró cuál era la diferencia entre el 
salario que efectivamente percibió y, el que 
percibiría en la actualidad cuestión que, no 
resulta suficiente con el cotejo demostrado 
en la pericia contable con las escalas salaria-
les.

Así, calculada la indemnización corres-
pondiente conforme a las pautas dispuestas 
por la ley 26.773 la instancia señaló que, no 
correspondía adicionar el 20% previsto por el 
art. 3º de la citada norma legal por tratarse de 
un accidente in itinere, siguiendo el criterio 
establecido en la causa “Muñoz” de la Supre-
ma Corte de Justicia de Mendoza.

II.3. Accidente in itinere. Cálculo indemni-
zatorio. Ley aplicable 27.348. Descuento de 
monto abonado

La Cámara Quinta del Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción Judicial, en sala uni-
personal a cargo del Dr. Rodrigo Emiliano 
Gauna Henriquez, en fecha 17/11/2021, 
en los autos 159.649, caratulados: “Ro-
sas, Brian Maximiliano c. Galeno ART SA 
p/ accidente”, cita online TR LALEY AR/
JUR/180906/2021, admitió la demanda fun-

dada en la incapacidad laboral del accio-
nante.

Así, la sentencia de instancia resolvió que 
existió una diferencia en la determinación de 
la incapacidad laboral respecto a la que fuera 
analizada ante la Comisión Médica 04 al con-
siderar la prueba instrumental, informativa y 
principalmente la pericia médica rendida en 
la causa.

Luego, sostuvo que la legislación que regía 
al momento de la 1º MI —esto fue, al mo-
mento del accidente de trabajo in itinere de 
fecha 25/06/2017— eran las leyes 26.773 y 
27.348.

De tal modo, utilizó el ingreso base men-
sual actualizado según Remuneración Im-
ponible Promedio de Trabajadores Estables 
(RIPTE) y que fue calculado por la Superin-
tendencia de Riesgos del Trabajo, a tenor de 
las constancias acompañadas.

Al verificar que, el monto según la fór-
mula de la ley 24.557 era superior al esta-
blecido como piso legal vigente determi-
nado por la Nota-SCE Nº 5649/2017 del 
MTySS, estimó procedente la demanda 
conforme a aquella indemnización de 
conformidad con lo resuelto por nuestra 
Suprema Corte en fecha 26/08/2021 en 
autos CUIJ Nº 13-04234014-0 caratulados 
“Azeglio” y autos CUIJ Nº 13-04160656-2 
caratulados “Barros”.

A continuación, descontó el monto ya abo-
nado por la compañía aseguradora según 
incapacidad determinada en Comisión Mé-
dica y, al saldo restante adicionó intereses 
según la tasa activa BNA, desde la fecha de 
la 1º MI hasta el momento de la liquidación 
de la indemnización por determinación de la 
incapacidad laboral ocurrida ante instancia 
administrativa.

II.4. Accidente laboral. Aseguradora en li-
quidación. Cálculo de capacidad restante

La Cámara Tercera del Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción Judicial, en sala uni-
personal a cargo de la Dra. María Eugenia 
Díaz Guinle, en fecha 06/12/2021, en los au-
tos Nº 154.310, caratulados: “Esquivel Oscar 
Rodrigo c. Liderar ART SA p/ Accidente”, cita 
online TR LALEY AR/JUR/188858/2021, ad-
mitió la demanda presentada por un traba-
jador que, cumpliendo sus tareas como reco-
lector de residuos sufrió una herida cortante 
en su mano izquierda provocándole incapa-
cidad laboral.

Iniciado el proceso, la aseguradora de-
mandada se presentó y denunció su li-
quidación judicial por lo que, se le otorgó 
intervención a Prevención ART SA en su 
carácter de gerenciadora del Fondo de Re-
serva. Así, esta última resultó condenada a 
fin de abonar la indemnización correspon-
diente teniendo en cuenta la representa-
ción que ejerce.

Por su parte, aun cuando no fue advertido 
por el accionante, la Cámara verificó que el 
actor era portador de dos preexistencias in-
formadas en la página oficial de la Superin-
tendencia de Riesgos del Trabajo extraída en 
virtud del Acuerdo Marco entre la Provincia 
de Mendoza, la Suprema Corte de Justicia 
de Mendoza y la Superintendencia de Ries-
gos del Trabajo, ratificado por la acordada 
25.601, la res. 999/2012 de la SRT y los arts. 46 
del CPCCyT y 63 del CPL.

Conforme a ello, la incapacidad laboral fue 
determinada a tenor de lo dispuesto por el 
dec. 659/96 sobre el método de la capacidad 
restante.

Cita on line: AR/DOC/1520/2022
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